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RESUMEN 

 

 La actividad de construcción urbana en Colombia, que ha presentado un 

sustancial aumento en las últimas décadas, está sujeta a normas que la regulan 

para un correcto desarrollo, siendo necesario conocer su historia, evolución y 

comparación con otras para establecer mejores resultados. En Colombia, el 

control de la actividad urbanizadora se encuentra descentralizado y en cabeza de 

los entes territoriales, los cuales,  regulan la actividad  a partir de marcos jurídicos 

rectores conocidos como Planes de Ordenamiento Territorial -POT-, cuya fuente 

legal se encuentra en la Ley 388 de 1997, por medio de la cual se reguló  la 

expedición de estos planes, la expedición de licencias urbanísticas y la 

expropiación, entre otros aspectos.  Dentro de la actividad reguladora existe un 

pequeño requisito, pero sumamente importante, se trata de la Licencia 

Urbanística, la cual, en palabras simples, es el Acto Administrativo  mediante el 

cual el Estado permite a su administrado el ejercicio de su derecho de 

construcción, devenido del derecho de dominio, uso y goce, conforme la 

legislación Contencioso Administrativa, que se ha caracterizado por su desarrollo 

jurisprudencial y el mantenimiento de sus principios, frente al carácter de las 

licencias urbanísticas de gran impacto,  sin embargo, su desarrollo vertiginoso es 

relativamente nuevo dentro del sistema colombiano y su aplicación  posee un 

carácter  restringido y excepcional,  motivo de análisis en el presente proyecto. 
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PALABRAS CLAVES: Licencias urbanísticas, Leyes y Jurisprudencia. 

 

Urban construction activity in Colombia, which has presented a substantial 

increase in recent decades, is subject to the rules which govern for proper 

development, being necessary to know its history, evolution and comparison with 

others to create better results. In Colombia, the control of the developer activity is 

decentralized, heads of local authorities, which regulate the activity from known 

and legal frameworks governing Land Use Plans -POT- whose legal source is in 

the Law 388 of 1997, through which the shipment of these plans are regulated, the 

issue of planning permission and expropriation, among others. Within the 

regulatory activity, there is a small requirement, but extremely important, it is the 

Zoning Permit, which, simply put, is the administrative act by which the state allows 

your managed exercising their right to build, become the right of ownership, use 

and enjoyment, under the Administrative Litigation law that has been characterized 

by its jurisprudential development and maintenance of its principles, against the 

nature of the planning permission for major impact, however, is new in its 

development Colombian system and your application has a limited and 

exceptional, the subject of analysis in this project basis.  

KEYWORDS: urban Licensing, Laws and Jurisprudence. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El presente proyecto de grado pretende realizar un compendio histórico y 

un análisis de las licencias urbanísticas y/o de construcción, que permita  

establecer el desarrollo de la normatividad, a partir de la consolidación de la teoría, 

según la cual,  las licencias urbanísticas son Actos Administrativos de Carácter 

Particular y Concreto, con lo que se generara una mayor estabilidad jurídica en el 

sector de la construcción en el País, tan golpeado en los últimos años por 

decisiones judiciales y cambios normativos.  

 

Se pretende establecer, si en caso de alteraciones normativas -POT y 

Legislación Ambiental-  el constructor no se encuentra legalmente desprotegido y,  

si el Estado, como causante de las alteraciones normativas que devienen en un 

daño (imposibilidad de construcción, modificación o menoscabo del patrimonio), 

está obligado a compensar o indemnizar al constructor que,  fundado en su 

principio de confianza legítima y buena fe, ha solicitado a la administración  que le 

permita ejercer su derecho de dominio, y esta, a través de la licencia, le ha 

permitido construir; una legislación minuciosa pondría  a Colombia, en este tema, 

al nivel de legislaciones como la Española. 
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  Se resume el proyecto, teniendo en cuenta  la actividad de construcción 

urbana en Colombia, que por demás ha presentado un sustancial aumento en las 

últimas décadas. En Colombia, el control de la actividad urbanizadora se 

encuentra descentralizado y en cabeza de los entes territoriales, los cuales,  

regulan la actividad  a partir de marcos jurídicos rectores conocidos como Planes 

de Ordenamiento Territorial -POT-, cuya fuente legal se encuentra en la L. 388 de 

1997, por medio de la cual se reguló  la expedición de estos planes, la expedición 

de licencias urbanísticas, la expropiación, entre otros aspectos, pero además, 

existen fallos del Consejo de Estado sobre éste particular, que enriquecen el 

debate. 

 

Dentro de la actividad reguladora, existe un pequeño requisito, pero 

sumamente importante, se trata de la Licencia Urbanística, la cual, en palabras 

simples, es el Acto Administrativo  mediante el cual el Estado permite a su 

administrado el ejercicio de su derecho de construcción, derecho devenido del 

derecho de dominio, uso y goce.  

 

Surge la pregunta del problema:  ¿La legislación urbanística actual en 

Colombia y España, protege en debida forma a los administrados ante eventuales 

cambios normativos o decisiones jurisprudenciales con las que puede verse 
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menoscabado su derecho adquirido legítimamente mediante el Acto 

Administrativo?.  

 

 El presente proyecto investigativo tiene Justificación en la situación  

actual, dado que la normatividad se encuentra atrasada, la cual, surge de la 

arraigada concepción que tiene la jurisprudencia  respecto de las Licencias 

urbanística. Podemos identificar algunos puntos de impacto, entre las que se 

encuentran, la falta de seguridad jurídica, pues los criterios usados actualmente no 

garantizan una debida compensación de los derechos vulnerados. Si bien estamos 

de acuerdo  en el hecho de que el interés general debe ceder ante el particular, 

somos partidarios de la teoría, según la cual, el Estado, al revocarse la licencia por 

causas no imputables al administrado, debe entonces este compensarlo por los 

dineros invertidos desde la propia expedición de la licencia hasta la etapa en la 

que se encuentre al momento de la revocatoria sin importar si se haya iniciado la 

actividad constructiva o no, en la medida de que todo proyecto urbanístico 

requiere inversiones previas a la construcción propiamente dicha. Otra motivo es 

la falta herramientas jurídicas ante la administración, pues quien ha adquirido la 

licencia para adelantar su actividad urbanística, al momento de esta quedarse sin 

sustento legal es poco o nada lo que puede hacer él para lograr, por la vía 

administrativa lograr un reconocimiento dinerario o un acoplamiento de la licencia 

al nuevo ordenamiento. Otro fenómeno, es la falta de confianza en la justicia 
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Contenciosa respecto de estos temas,  en especial por la lentitud del sistema y lo 

variable de las líneas jurisprudenciales. 

    

Cabe anotar que en defensa de la jurisdicción Contencioso Administrativa  

en el año 2013, el H. Consejo de Estado, promulgo una sentencia de suma 

importancia sobre este tema, y a través de la cual se le reconocieron derechos 

adquiridos a quienes de forma legal adquirieron sus licencias para construir el los 

Cerros Orientales de Bogotá, sin embargo, condiciono el reconocimiento de ese 

derecho a la etapa en que se encontrara el proyecto. 

 

 Este proyecto tiene como objetivo principal,  establecer la situación actual 

normativa y jurisprudencial de las licencias urbanísticas, con énfasis  en la 

indemnización y compensación económica frente a los supuestos que dan lugar a 

ello,  la teoría sobre el carácter particular y concreto del Acto administrativo, 

mediante el cual son expedidas y el marco general legislativo. Como objetivos 

específicos, se pretende establecer el estado jurisprudencial actual respecto de 

las licencias urbanísticas, e  identificar los puntos generadores de compensación e 

indemnización,  además,  hacer un estudio de derecho comparado entre 

legislación española y la legislación colombiana sobre la afectación de la licencia 

urbanística, analizando los posibles beneficios del desarrollo  jurisprudencial. 
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 En el referente metodológico, se trata de una investigación documental 

con fundamento en las leyes, la jurisprudencia y el derecho comparado sobre el 

tema de las normas urbanísticas o de construcción, hecha en forma descriptiva 

para establecer unos resultados. En el primer capítulo se aborda el marco teórico 

desde los antecedentes, definiciones, competencia, titulares, reconocimiento de la 

propiedad, el derecho adquirido, los curadores y la responsabilidad patrimonial en 

la expropiación y la revocatoria de la licencia, las clases y categorías de licencias 

de urbanismo en Colombia;   en el capítulo 2 se desarrolla el compendio de las 

normas urbanísticas colombianas, la jurisprudencia y la Ley de Suelos de España, 

para continuar en el capítulo 3 haciendo derecho comparado entre las normas 

legales de España Vs Colombia, los supuestos indemnizatorios en la legislación 

española y la colombiana y el derecho adquirido frente a las decisiones 

unilaterales de la autoridad, la revocatoria y la compensación. Finalmente,  los 

resultados y las conclusiones. 
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CAPITULO I 

MARCO TEÓRICO  

 

1.1  ANTECEDENTES DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS Y/O DE   

CONSTRUCCIÓN 

 

  Según García de Enterría,  (2007), la creación de esta disciplina (Derecho 

Urbanístico), iniciada desde el plano político con la figura del técnico de 

administración pública y desde el plano privado con la formación de pequeños 

grupos especializados, tiene un desarrollo posterior en las universidades e 

instituciones profesionales donde se fueron elaborando teorías, técnicas de 

construcción del espacio físico, metodologías, etc. que constituyen, junto con los 

precedentes de aquellas intervenciones públicas en materias puntuales como la 

sanidad o las reglamentaciones sobre las alineaciones de edificios, el caldo de 

cultivo de la disciplina. 

 

 Históricamente, el origen del urbanismo moderno se sitúa en las leyes del 

“urbanismo sanitario” del siglo XIX, tendentes, tanto a proteger a la población 

urbana de pestes y enfermedades, como a implantar los servicios de 

abastecimientos de agua potable, saneamiento, normas sobre alineación de 

calles, ventilación de viviendas, etc. Estas leyes surgieron por las malas 
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condiciones de vida en las ciudades industriales. Así, en Inglaterra surge la Public 

Health Act (norma cabecera de la legislación urbanística), que aprueba los 

primeros reglamentos de carácter sanitario. Basándose en dicha normativa se 

urbaniza, sin atención a principios orgánicos o de especialización funcional. 

 

       Según Cifuentes Greisman (2002), en Colombia,  la Constitución de 1991 

estableció que la función administrativa se encuentra al servicio de los intereses 

generales del conglomerado, fundándose en los principios de igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, a través de los 

fenómenos de la descentralización, delegación y desconcentración de funciones. 

A su vez el Estado, en aras de recuperar la moralidad, economía y eficiencia en la 

administración pública, fijo disposiciones con el fin de facilitar relaciones entre el 

Estado y los ciudadanos. Dentro de ése marco, se creó la Ley 95 de 1995 y otras, 

que serán estudiadas en el marco de la normatividad Colombiana, de éste 

proyecto.1 

 

Aparte de la zonificación, que es la técnica urbanística predominante, 

surgen otras de gran interés, como la ciudad jardín de Ebenezer Howard,2 

                                                           
1  Cifuentes Greisman, Ing. Civil, Curador 2 de Ibagué,  especialista en Derecho Urbano (2002), 
recuperado  en septiembre 10 de 2014  
http://www.curadosibague.com/index.php?option=com_content&task 

2  Ebenezer  Howard, ciudadano   inglés,   viajó a Estados Unidos de América desde Inglaterra a la 
edad de 21 años y se estableció en Nebraska.   Más tarde, se mudó a Chicago y trabajó como 

http://es.wikipedia.org/wiki/Ebenezer_Howard
http://es.wikipedia.org/wiki/Estados_Unidos_de_Am%C3%A9rica
http://es.wikipedia.org/wiki/Inglaterra
http://es.wikipedia.org/wiki/Nebraska
http://es.wikipedia.org/wiki/Chicago
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la ciudad lineal de Arturo Soria,3 el regionalismo urbanístico de Munford, o el 

funcionalismo de Le Corbusier. 

 

Como señalan García de Enterría y Parejo Alfonso4, hasta entonces el 

propietario, con el sistema de alineaciones viarias que se prolongaba a través de 

los planes de ensanche y de reforma interior, no encontraba más que un límite a 

sus libres facultades edificatorias: el de respetar dichas alineaciones. A partir de la 

zonificación se va a constreñir más profundamente las facultades de la propiedad 

del suelo, alcanzando a su mismo núcleo de libertad o facultad de uso y se va a 

producir, con ello, una limitación radical del "ius aedificandi". 

 

                                                                                                                                                                                 
reportero por un tiempo. Durante su estancia en Estados Unidos, se relacionó con algunos poetas, 
entre ellos se encuentran Walt Whitman y Ralph Waldo Emerson. Todo esto ejerció una base para 
que Howard comenzara a pensar acerca de métodos para mejorar la calidad de vida. 
En 1876 vuelve a Inglaterra, donde se establecerá para el resto de su vida trabajando en la oficina 
de periodistas oficiales del Parlamento . (Wikipedia) 
3  Soria, Arturo (Madrid 1844-Noviembre  de 1920) fue un geómetra y urbanista español, conocido 
principalmente por el desarrollo de la Ciudad Lineal de Madrid. En su honor, la calle principal del 
distrito madrileño de Ciudad Lineal lleva el nombre de calle de Arturo Soria. En 1863 gana una 
plaza por oposición en el Cuerpo de Telégrafos y poco después ingresa en la Escuela de Catastro. 
A partir de 1886 se dedicó por entero a su proyecto de la Ciudad Lineal, bajo la influencia de las 
ideas de Spencer e Ildefonso Cerdá. Este innovador proyecto, con el cual quería resolver los 
problemas de higiene, hacinamiento y transporte que atenazaban a las ciudades de la época, 
consistía en el diseño de una ciudad articulada a ambos lados de una ancha vía (50 metros) con 
ferrocarril, de longitud en principio no limitada, lo que posibilitaba su crecimiento. De esta manera el 
tren pasaba a ser un elemento estructurador del territorio. En la calle central se concentrarían los 
servicios públicos para los ciudadanos y las casas de los habitantes 
       Referido por Maure Rubio, Miguel Ángel (1991). «Cap.II». La Ciudad Lineal de Arturo Soria. 
Madrid: COAM. pp. 67–68. ISBN 8477400482. 

4     García de Rentería,  Eduardo. Parejo Alfonso, Luciano . Lecciones de Derecho Urbanístico.  
2007.  Civitas Ediciones  978-84-7398-101-9  P.  12 

http://es.wikipedia.org/wiki/Ciudad_lineal
http://es.wikipedia.org/wiki/Arturo_Soria
http://es.wikipedia.org/wiki/Le_Corbusier
http://es.wikipedia.org/wiki/Eduardo_Garc%C3%ADa_de_Enterr%C3%ADa
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Luciano_Parejo_Alfonso&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Estados_Unidos
http://es.wikipedia.org/wiki/Walt_Whitman
http://es.wikipedia.org/wiki/Ralph_Waldo_Emerson
http://es.wikipedia.org/wiki/1876
http://es.wikipedia.org/wiki/Inglaterra
http://es.wikipedia.org/wiki/Parlamento_del_Reino_Unido
http://es.wikipedia.org/wiki/Madrid
http://es.wikipedia.org/wiki/1920
http://es.wikipedia.org/wiki/Ge%C3%B3metra
http://es.wikipedia.org/wiki/Urbanista
http://es.wikipedia.org/wiki/Espa%C3%B1a
http://es.wikipedia.org/wiki/Ciudad_lineal_(urbanismo)
http://es.wikipedia.org/wiki/Madrid
http://es.wikipedia.org/wiki/Ciudad_Lineal
http://es.wikipedia.org/wiki/Calle_de_Arturo_Soria
http://es.wikipedia.org/wiki/ISBN
http://es.wikipedia.org/wiki/Especial:FuentesDeLibros/8477400482
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Según Larrodera Emilio (1982), es durante el siglo XIX  que  el urbanismo 

se convierte no sólo en una corriente de pensamiento científico, sino, y sobre todo, 

en una técnica para la distribución de los espacios públicos y privados y de los 

usos o actividades que en ellos pueden desarrollarse. Obviamente, estas técnicas 

tenían que acabar teniendo un contenido jurídico para poder ser impuestas, así 

que su evolución dio lugar al Derecho urbanístico actual, compuesto de normas 

jurídicas y figuras de planeamiento que regulan el ejercicio del derecho de 

propiedad y disciplinan la actividad urbanizadora y edificatoria sobre el suelo. 

 

 De igual forma, ya en el siglo XIX, la aplicación de las técnicas de ensanche 

y de reforma interior de las poblaciones van a ir acompañadas de la utilización de 

Planes. Éstos constituían, ya por entonces, los instrumentos técnicos adecuados 

para llevar a la práctica las determinaciones urbanísticas comprendidas en tales 

operaciones de ensanche o de reforma interior.5 

 

 Sin embargo, la idea de Plan no procede originariamente del urbanismo 

sino del campo de la ingeniería y la arquitectura, donde se equipara al proyecto de 

obras. El urbanismo, partiendo de esta concepción puramente técnica de Plan, irá 

ampliando su contenido, comenzará introduciendo, en un primer momento, 

                                                           
5 Larrodera López, Emilio: Anotaciones sobre cuarenta años de planeamiento urbanístico en 
España, Complementos al Curso sobre Figuras del Planeamiento y su Gestión. Comisión de 
Urbanismo y Vivienda COAM,  Madrid, (1982),  ISBN 84-85572-43-2.  P. 8 

http://es.wikipedia.org/wiki/Especial:FuentesDeLibros/8485572432
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alineaciones y ensanches de vías públicas, para más adelante incorporar técnicas 

de zonificación, medidas de disciplina urbanística, creación de cinturones verdes, 

protección del suelo rural, etc., hasta hacer del Plan un instrumento de largo 

alcance cuyos efectos reducen cada vez más el contenido de la propiedad 

privada. 

 

 Según Sánchez Goyane (2007), el Plan se convierte, así, en el instrumento 

de ordenación clásico de la actividad urbanística, pasando las obras de 

construcción, que inicialmente constituyeron su contenido, a integrar los llamados 

actualmente Proyectos de urbanización. 

 

 Además, en España el derecho urbanístico ha evolucionado desde un 

sistema de reparcelaciones escasamente utilizado, pasando por un modelo 

altamente jerarquizado de planes municipales, provinciales, regionales y 

nacionales, que en la práctica fue escasamente desarrollado, ya que los 

municipios se regían por delimitaciones de suelo urbano y normas subsidiarias de 

planeamiento, figuras menores del planeamiento.6 

 

 Las sucesivas Leyes de suelo españolas de 1976, de 1992 y de 1998 

(modificada en 2003), han establecido los parámetros básicos de los tipos de 

                                                           
6  García Medina, J.: Hipoteca del aprovechamiento urbanístico. Editorial La Ley. Madrid, 2008 -
 ISBN 978-84-9725-861-6, págs. 64 y ss. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Especial:FuentesDeLibros/9788497258616
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suelos y correspondientes derechos y deberes de los propietarios. Sin embargo, la 

aplicación práctica corresponde a las comunidades autónomas lo que dificulta un 

tratamiento homogéneo de la materia y conduce a derechos urbanísticos distintos 

según cada autonomía.  En el Derecho español, los planes se integran en el 

ordenamiento urbanístico a través de la técnica de la remisión normativa que 

establece, actualmente, la ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo.7   Esta Ley de 

Suelos,  se analizará más adelante, para hacer el comparado con las normas 

Colombianas,  en próximo capítulo de éste proyecto.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
7  Sánchez Goyanes, E.: La propiedad inmobiliaria en la nueva Ley del Suelo. Revista Crítica de 
Derecho Inmobiliario núm. 701. Madrid, 2007, págs, 1225 y ss. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Revista_Cr%C3%ADtica_de_Derecho_Inmobiliario
http://es.wikipedia.org/wiki/Revista_Cr%C3%ADtica_de_Derecho_Inmobiliario
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1.2   DEFINICIONES 

 

 1.2.1  Licencia de urbanismo, de obra, o construcción 

 

  Según el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, (2005),  

“es la autorización previa que los titulares de derechos reales principales, los 

propietarios del derecho de dominio a título de fiducia y los fideicomitentes de las 

mismas fiducias deben obtener por parte de la autoridad competente, para 

intervenir o transformar un predio privado, mediante obras civiles. También podrán 

ser titulares de una licencia las entidades señaladas en el artículo 59 de la Ley 388 

de 1997 solo en los casos previstos en la misma norma y, los poseedores  

tratándose de licencias de  construcción”.  Las autoridades de planeación o la 

dependencia que haga sus veces, o los curadores urbanos donde se adoptó esta 

figura, son las autoridades competentes para otorgar licencia.”8 

 

 Plan Urbanístico es, en un sentido amplio y según nuestro ordenamiento 

jurídico, un acto del poder público que ordena el territorio, estableciendo 

previsiones sobre el emplazamiento de los centros de producción y de residencias, 

regula la ordenación y utilización del suelo urbano para su destino público o 

                                                           
8  Ministerio  de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,  Ley   388 de 1997, Guía No. 2 
Licenciamiento Urbanístico,  Reconocimiento de Edificaciones y Legalización de Asentamientos 
Humanos (2005). P. 5-8 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

26 

 

privado y al hacerlo define el contenido del derecho de propiedad y programa el 

desarrollo de la gestión urbanística. 

 

  Según el Decreto 564 de 2006,  Artículo 1°. Licencia urbanística. Es la 

autorización previa, expedida por el curador urbano o la autoridad municipal o 

distrital competente, para adelantar obras de urbanización, parcelación, loteo o 

subdivisión de predios; de construcción, ampliación, adecuación, reforzamiento 

estructural, modificación, demolición de edificaciones, y para la intervención y 

ocupación del espacio público, en cumplimiento de las normas urbanísticas y de 

edificación adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial, en los instrumentos 

que lo desarrollen o complementen y en las leyes y demás disposiciones que 

expida el Gobierno Nacional. 

 

 1.2.2  Derecho urbanístico   

 

Debido al creciente proceso de urbanización, el derecho urbanístico se ha 

desprendido del derecho administrativo debido a la especificidad  de su temáticas 

particulares que aborda como lo son: desarrollo territorial, ordenamiento 

urbanístico, planeación urbana, diseño urbano, planeación urbana. El 

ordenamiento territorial pretende sistematizar el territorio y  establecer  su futuro 

uso; ya se urbano rural entre otros.  Se puede decir que hay un código urbanístico 
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fruto de una serie de legislación en materia urbana la cual abordaremos en los 

siguientes en los siguientes acápites.  

Podemos concluir que el derecho urbanístico es el conjunto de normas jurídicas 

que regulan el urbanismo, la ordenación del territorio y el uso del suelo, y por tanto 

fijan las concretas facultades y obligaciones del propietario del suelo. 

 

 1.2.3  Clases y categorías de licencias de urbanismo en Colombia   

Según el Decreto 564 de 2006,    artículo 2,  Clases de licencias. Las 

licencias urbanísticas serán de: 

1. Urbanización. 

2. Parcelación. 

3. Subdivisión. 

4. Construcción. 

5. Intervención y ocupación del espacio público. 

 

 Según el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,  (2005)  

existen varias clases de licencias urbanísticas, dependiendo de la obra que se 

quiera realizar. A continuación, se presentan las clases de licencias y el tipo de 

intervención que se autoriza en cada una de ellas. 
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 Existen varios tipos de licencias, dependiendo de la obra que se quiera 

realizar. Las licencias para intervención y ocupación del espacio público, sólo 

pueden ser otorgadas por la oficina de Planeación del Municipio o la oficina 

pública que haga sus veces.  Todos los demás tipos de licencias pueden ser 

autorizadas por los curadores urbanos.   

 

 Según el Decreto 564 de 2006, Artículo   15-B.    Adicionado por el art. 2, 

Decreto Nacional 1272 de 2009, con el siguiente texto. Categorías. Para efectos 

de lo previsto en el artículo 15-A del presente decreto, todas las solicitudes de 

licencias de construcción y sus modalidades se clasificarán de acuerdo con las 

siguientes categorías de complejidad: 

 "1. Categoría IV: Alta Complejidad. Se incluyen dentro de esta 

categoría las solicitudes de licencia de construcción que cumplan con 

las siguientes condiciones: 

"a). Área de construcción mayor a 5.000 metros cuadrados. 

 

"b). Características estructurales diferentes a lo dispuesto en el Título E 

del Código para Construcciones Sismo-resistentes (NSR-98) o las 

normas que lo adicionen, modifiquen o sustituyan. 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=35956#2
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=35956#2


            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

29 

 

"2. Categoría III: Media-Alta Complejidad. Se incluyen dentro de esta 

categoría las solicitudes de licencia de construcción que cumplan con 

las siguientes condiciones: 

 "a). Área de construcción superior a 2.000 metros cuadrados y hasta 

5.000 metros cuadrados. 

"b). Características estructurales diferentes a lo dispuesto en el Título E 

del Código para Construcciones Sismo-resistentes (NSR-98) o las 

normas que lo adicionen, modifiquen o sustituyan. 

 

"3. Categoría II: Media Complejidad. Se incluyen dentro de esta 

categoría las solicitudes de licencia de construcción que cumplan con 

las siguientes condiciones: 

"a). Área de construcción entre 500 y 2.000 metros cuadrados. 

"b). Características estructurales de conformidad con lo dispuesto en el 

Título E del Código para Construcciones Sismo-resistentes (NSR-98) o 

las normas que lo adicionen, modifiquen o sustituyan. 
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"4. Categoría I: Baja Complejidad. Se incluyen dentro de esta 

categoría las solicitudes de licencia de construcción que cumplan con 

las siguientes condiciones: 

"a). Área de construcción menor a 500 metros cuadrados. 

"b). Características estructurales de conformidad con lo dispuesto en el 

Título E del Código para Construcciones Sismo-resistentes (NSR-98) o 

las normas que lo adicionen, modifiquen o sustituyan". 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

31 

 

Cuadro 1.  Clases de licencia de urbanismo o construcción en Colombia 
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Fuente: Ministerio Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 

Ley  388 de 1997 
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1.3   COMPETENCIA Y APROBACIÓN DE LAS LICENCIAS 

 

  Según el Decreto 564 de 2006, artículo 3:  El estudio, trámite y expedición 

de las licencias de urbanización, parcelación, subdivisión, y construcción de que 

tratan los numerales 1 a 4 del artículo anterior corresponde a los curadores 

urbanos en aquellos municipios y distritos que cuenten con la figura. En los demás 

municipios y distritos y en el departamento Archipiélago de San Andrés, 

Providencia y Santa Catalina corresponde a las oficinas de planeación o la 

dependencia que haga sus veces. 

 

 La expedición de las licencias de intervención y ocupación del espacio público 

de que trata el numeral 5 del artículo anterior será competencia exclusiva de las 

Oficinas de Planeación municipal o distrital o de la dependencia que haga sus 

veces, de acuerdo con lo establecido en el artículo 27 del Decreto 1504 de 1998 o 

la norma que lo adicione, modifique o sustituya. 

 

 Según el mismo Decreto, en el Artículo 9°.  Autorización de actuaciones 

urbanísticas en bienes de interés cultural, cita: Sin perjuicio de lo dispuesto en el 

numeral 4 del artículo 22 del presente decreto, cuando se haya adoptado el Plan 

Especial de Protección por la autoridad competente, las solicitudes de licencias 
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urbanísticas sobre bienes de interés cultural y los inmuebles localizados al interior 

de su área de influencia, se resolverán con sujeción a las normas urbanísticas y 

arquitectónicas que se adopten en el mismo, las cuales deberán definir, entre 

otros, el nivel permitido de intervención, los aspectos estructurales y las 

condiciones de manejo aplicables a este tipo de inmuebles. En caso de no 

haberse adoptado el Plan Especial de Protección al momento de la solicitud, las 

licencias se podrán expedir con base en el proyecto de intervención del bien de 

interés cultural aprobado por parte de la autoridad que efectuó la respectiva 

declaratoria. 

Se exceptúan de autorización o licencia, las reparaciones locativas,  según 

el Artículo 10. “Se entiende por reparaciones o mejoras locativas aquellas obras 

que tienen como finalidad mantener el inmueble en las debidas condiciones de 

higiene y ornato sin afectar su estructura portante, su distribución interior, sus 

características funcionales, formales y/o volumétricas. No requerirán licencia de 

construcción las reparaciones o mejoras locativas a que hace referencia el artículo 

8° de la Ley 810 de 2003 o la norma que lo adicione, modifique o sustituya.” 

 

1.4   TITULARES, REQUISITOS Y RECONOCIMIENTO DE LA LICENCIA  

Según el Decreto 564 de 2006, son titulares y requisitos para la licencia 

urbanística, los siguientes: 
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Artículo 59. Titulares del acto de reconocimiento. Podrán ser titulares del 

acto de reconocimiento las mismas personas que pueden ser titulares de las 

licencias de construcción, según lo dispuesto en el artículo 16 del presente 

decreto. 

Artículo 60. Requisitos para el reconocimiento. Además de los 

documentos señalados en el artículo 18 del presente decreto, la solicitud de 

reconocimiento se acompañará de los siguientes documentos: 

1. El formulario único nacional para la solicitud de licencias adoptado 

mediante la Resolución 0984 de 2005 del Ministerio de Ambiente, Vivienda 

y Desarrollo Territorial o la norma que la adicione, modifique o sustituya, 

debidamente diligenciado por el solicitante. 

2. Levantamiento arquitectónico de la construcción, debidamente firmado 

por un arquitecto quien se hará responsable legalmente de la veracidad de 

la información contenida en este. 

3. Copia de un peritaje técnico que sirva para determinar la estabilidad de 

la construcción y las intervenciones y obras a realizar que lleven progresiva 

o definitivamente a disminuir la vulnerabilidad sísmica de la edificación, 

cuando a ello hubiere lugar. El peritaje técnico estará debidamente firmado 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

36 

 

por un profesional matriculado y facultado para este fin, quien se hará 

responsable legalmente de los resultados del estudio técnico. 

4. La declaración de la antigüedad de la construcción. Esta declaración 

se hará bajo la gravedad de juramento que se entenderá prestada por la 

presentación de la solicitud. 

Artículo 61. Alcance del peritaje técnico. Cuando se acredite que la 

edificación se construyó antes del día 20 de enero de 1998, el peritaje 

técnico de que trata el numeral 3 del artículo anterior deberá realizarse 

siguiendo los lineamientos previstos en el Decreto 2809 del 29 de diciembre 

de 2000 o la norma que lo adicione, modifique o sustituya. 

 Para aquellas construcciones hechas después del 20 de enero de 1998, el 

peritaje técnico deberá realizarse de conformidad con las normas de sismo 

resistencia consagradas en la Ley 400 de 1997 o la norma que la adicione, 

modifique o sustituya. 

Artículo  62. Términos para resolver las solicitudes de 

reconocimiento. Modificado por el art. 10, Decreto Nacional 4397 de 

2006. El nuevo texto es el siguiente: El término para resolver las solicitudes 

de reconocimiento, será el previsto en este decreto para la expedición de 

las licencias urbanísticas. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=22399#10
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=22399#10
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Artículo   63. Acto de reconocimiento de la edificación. La expedición del 

acto de reconocimiento de la existencia de la edificación causará los 

mismos gravámenes existentes para la licencia de construcción y tendrá los 

mismos efectos legales de una licencia de construcción. 

Parágrafo 1º. Si en el acto de reconocimiento se determina que la 

edificación debe adecuarse al cumplimiento de las normas de sismo 

resistencia y/o a las normas urbanísticas y arquitectónicas que el municipio 

o distrito haya definido para este efecto, en el mismo se dejará 

manifestación expresa de la obligación que tiene el titular de solicitar el 

Certificado de Permiso de Ocupación en los términos que se establecen en 

el artículo 46 del presente decreto. 

En estos casos, también se informará a las autoridades encargadas del 

control urbano para que se asegure el cumplimiento de las obligaciones de 

adecuación establecidas en el acto de reconocimiento. 

 Parágrafo 2º.  Modificado por el art. 1, Decreto Nacional 4462 de 2006. El 

nuevo texto es el siguiente: Para efectos de la declaratoria de elegibilidad 

de los planes de vivienda de interés social en la modalidad de 

mejoramiento, de que tratan los Decretos 975 de 2004 y 3702 de 2006 o las 

normas que los adicionen, modifiquen o sustituyan, el acto de 

reconocimiento hará las veces de licencia de construcción. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=22433#1
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Parágrafo 3º. Cuando fuere necesario adecuar la edificación al 

cumplimiento de las normas de sismo-resistencia y/o a las normas 

urbanísticas y arquitectónicas que el municipio o distrito haya definido, el 

acto de reconocimiento otorgará un plazo máximo de veinticuatro (24) 

meses improrrogables, contados a partir de la fecha de su ejecutoria, para 

que el interesado ejecute dichas actuaciones. 

Tratándose de programas de legalización y regularización urbanística de 

asentamientos de vivienda de interés social debidamente aprobados, los 

municipios y distritos podrán ampliar el plazo de que trata el inciso anterior 

hasta un máximo de seis (6) años, siempre y cuando se asista técnicamente 

al interesado en el proceso de adecuación de la edificación al cumplimiento 

de las normas de sismo resistencia y/o a las normas urbanísticas y 

arquitectónicas que les sean aplicables. 

Según Fedelonjas, dentro de los requisitos están contemplados, los 

siguientes para construcciones de propiedad horizontal:  

• Equipamiento comunal 

• Índices de construcción 

• Estacionamientos privados y de visitantes 

• Adecuación normas aplicables al sector  (UPZ). 
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• Áreas comunes en propiedad horizontal9” 

 

1.5     CURADORES URBANOS 

 

Los Curadores Urbanos son particulares que colaboran en las atribuciones 

municipales mediante el ejercicio de un poder legal de carácter administrativo, y 

según el Decreto 1052 de 1998 tienen periodo fijo, son nombrados por el Alcalde 

por periodos de 5 años, acceden al servicio mediante concurso de méritos, están 

sujetos a régimen de requisitos, inhabilidades e incompatibilidades y disciplinario, 

se les asigna una jurisdicción y su actividad está sujeta a procedimiento 

administrativo regulado en el mencionado Decreto; conforme a la ley de 

ordenamiento territorial desarrollan competencias policivas de "Control y 

Vigilancia" en el trámite de expedición de licencias de urbanismo y construcción. 

La Oficina del Curador implica ejercicio de una función pública para verificación de 

cumplimiento de normas urbanísticas y de edificación vigente en el municipio a 

través del otorgamiento de licencias de urbanización y construcción entre otras.10 

 

 

                                                           
9  Fedelonjas, Construcciones y mejoras en propiedad horizontal, trámites de licencias de 
construcción. (2010) Recuperado  Septiembre 8 de 2014 
http://www.fedelonjas.org.co/html/vdocs/ph/licencias 
10  Cifuentes Greisman, Ing. Civil, Curador 2 de Ibagué,  especialista en Derecho Urbano (2002), 
recuperado  en septiembre 10 de 2014  
http://www.curadosibague.com/index.php?option=com_content 
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1.6    VENTAJAS DE  LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  

 

 Las licencias urbanísticas y/o de construcción, hoy reglamentadas a nivel 

nacional e internacional,  permiten las siguientes ventajas sociales, ambientales, 

culturales y económicas:  

 

 Organizar el sistema de construcción, acorde a las normas ambientales y 

de uso 

 Hacer mejor y mejor aprovechamiento del suelo 

 Brindar mayor oportunidades de vivienda y desarrollo a toda las clases 

sociales 

 Evitar asentamientos o construcciones en sitios de alto riesgo 

 Minimizar los efectos dañinos por uso de materiales contaminantes. 

 Construir edificaciones más seguras y sismo resistentes 

 Determinar y planear los terrenos aptos para construir y preservar el medio 

ambiente 
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CAPITULO II 

LICENCIAS DE URBANISMO EN COLOMBIA Y EN ESPAÑA. 

NORMATIVIDAD 

 

2.1      EN COLOMBIA 

 

 2.1.1   Origen de la licencia de urbanismo o construcción en Colombia 

 

Según  Arbouin-Gómez Felipe,  (2012),11  las disposiciones de las 

ordenanzas de Felipe II establecían verdaderas normas urbanísticas, compuestas 

por directrices referentes a la forma de organización de las nuevas ciudades 

fundadas. Así pues, el sistema de ordenación de las ciudades deseado por los 

españoles para las Américas, se basaba en el sistema que sería conocido como 

cuadrícula, conformado por una plaza central de la cual partían las calles, 

generando nuevas manzanas de la misma forma geométrica de la plaza central, y 

repitiéndose así a medida que iban creciendo las ciudades. Bajo este esquema, 

emergerían la mayoría de los municipios y distritos colombianos, modelo que es 

fácilmente identificable en la actualidad. 

 

                                                           
11   Arbouin-Gómez, Felipe, Derecho urbanístico y desarrollo territorial colombiano. Evolución 
desde la colonia hasta nuestros días, 124 Vniversitas, 17-42 (2012), Bogotá-Colombia.  P.  7-10 
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Una vez finalizada la época colonial y derogada la legislación española, las 

normas urbanísticas desaparecieron dando paso a normas de contenido 

urbanístico, consagradas principalmente en la legislación civil. Fue de esta manera 

como el Código Civil de 1887 estableció una serie de figuras encaminadas 

principalmente a limitar el derecho de propiedad inmobiliaria de los particulares, 

para efectos de protección del espacio público y el establecimiento de 

servidumbres en favor de predios colindantes.  

 

Con posterioridad a la independencia y dada la abolición de la totalidad de 

la normatividad española que aún se encontraba rigiendo en el país, formalizada 

por medio del artículo 15 de la Ley 153 de 1887, las únicas normas de contenido 

urbanístico que quedaron vigentes en Colombia fueron las consagradas en el 

Código Civil, estatuto proveniente del proyecto de Código Civil Chileno de Andrés 

Bello, sancionado por primera vez a nivel nacional el 26 de mayo de 1873  y 

adoptado de manera definitiva en el ordenamiento colombiano a través de la Ley 

57 de 1887.12 

                                                           
12  “En virtud de la Constitución colombiana de 1858 se creó una federación compuesta por los 
estados de Cundinamarca, Antioquia, Bolívar, Boyacá, Cauca, Magdalena, Panamá y Santander, 
los cuales quedaron con facultades para dictar leyes sobre materia civil y penal que debían regir en 
sus respectivos territorios. En 1958, el Estado soberano de Santander adoptó el Código Civil de 
Bello, con pequeñas modificaciones.(…) Posteriormente el 26 de mayo de 1873, por iniciativa del 
presidente Murillo Toro, se expidió el Código Civil de la Unión, que debía regir en forma unánime 
en todos los Estados. Se tomó como modelo el adoptado por el Estado de Santander, el cual, 
según se acaba de exponer, no fue otro sino el de Bello. El Código Civil de 1873 fue sancionado 
nuevamente en el año de 1887 por la ley 57 (…)”.  Referido por Valencia Arturo Zea & Ortiz 
Monsalve Álvaro, Derecho Civil, parte general y personas, Tomo I, Temis S.A., Bogotá, p. 32 
(1997). Sobre la evolución del derecho civil colombiano, ver también Eduardo Rodríguez  Piñeres, 
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 El Código Civil referido, no obstante contener disposiciones sustantivas 

relativas a los derechos y obligaciones de los particulares, conforme a lo 

establecido en el artículo 1º del mismo, dispuso una serie de normas específicas 

de contenido claramente urbanístico, encaminadas a limitar el derecho real de 

propiedad de los titulares de bienes inmuebles ubicados dentro del territorio. 

 

 “Dichas limitaciones, si bien no constituyeron un cuerpo ordenado y 

uniforme que pudiese considerarse como un estatuto urbanístico, fijaron una serie 

de reglas específicas en materia de construcción, que para efectos de este 

artículo, se dividirán en las siguientes categorías, a saber: a) la primera, 

conformada por aquellas normas encaminadas a  la protección del espacio público 

ubicado dentro de los centros poblados; b) la segunda, referida a las servidumbres 

prediales y c) la tercera categoría, referente a las acciones. Vale la pena aclarar 

que no obstante el Código Civil trae otra serie de disposiciones relacionadas con 

temas de construcción de edificaciones, estas no contienen reglas de contenido 

urbanístico, pues su finalidad se limita a determinar la titularidad de un derecho 

real en situaciones particulares y concretas. 

 

                                                                                                                                                                                 
Derecho Civil Colombiano, Tomo I, 3ª ed. corregida, Biblioteca Jurídica Diké, Medellín, pp. 21 y ss. 
(1990). 
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 La primera categoría señalada anteriormente corresponde a aquellas 

normas que limitan el derecho real de dominio, buscando proteger los bienes de 

uso público que lindan con construcciones de propiedad particular. De esta 

manera, se encuentran los siguientes artículos: 

 

Artículo 680.- Las columnas, pilastras, gradas, umbrales y cualesquiera 

otras construcciones que sirvan para la comodidad u ornato de los edificios, 

o hagan parte de ellos, no podrán ocupar ningún espacio, por pequeño que 

sea, de la superficie de las calles, plazas, puentes, caminos y demás 

lugares de propiedad de la Unión.   Los edificios en que se ha tolerado la 

práctica contraria, estarán sujetos a la disposición de este artículo, si se 

reconstruyeren.  

 

Artículo 681.- En los edificios que se construyan a los costados de calles o 

plazas, no podrá haber, hasta la altura de tres metros, ventanas, balcones, 

miradores u otras obras que salgan más de medio decímetro fuera del plano 

vertical del lindero; ni podrá haberlos más arriba que salgan de dicho plano 

vertical sino hasta la distancia horizontal de tres decímetros.”13 

 

                                                           
13 ARBOUIN GÓMEZ Felipe, “Derecho urbanístico y desarrollo territorial colombiano. Evolución desde la 
colonia hasta nuestros días”, Revista UNIVERSitas, número 124, pg. 17-42. 
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Son normas urbanísticas los artículos antes citados, como ejemplo, con lo cual 

se limita el derecho de un particular sobre un bien inmueble que le pertenece, 

estableciendo condiciones específicas de construcción de edificaciones, con miras 

a proteger el espacio público. Los artículos referidos, sin lugar a dudas, 

constituyen el origen de las normas de protección al espacio público en la 

actualidad, contenidas hoy en la Constitución Política de 1991, la Ley 9 de 1989 y 

la Ley 388 de 1997, con sus disposiciones reglamentarias.  

 

   La segunda categoría de normas de contenido urbanístico consagradas en el 

Código Civil se refiere a las relacionadas con el derecho real de servidumbre, en 

virtud de las cuales la limitación de carácter o contenido urbanístico que se impone 

busca proteger, no al espacio público circundante a los predios privados, sino a los 

inmuebles de propiedad particular que limitan con aquellos objeto de restricción. 

Como un ejemplo, el Código Civil estableció las siguientes normas de 

construcción:  

 

Artículo 902.- El dueño de un predio tiene derecho para cerrarlo o cercarlo 

por todas partes, sin perjuicio de las servidumbres constituidas a favor de 

otros predios. El cerramiento podrá consistir en paredes, fosos, cercas vivas 

o muertas.  
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Artículo 913.- Cualquiera de los condueños que quiera servirse de pared 

medianera para edificar sobre ella, o hacerla sostener el peso de una 

construcción nueva, debe primero solicitar el consentimiento de su vecino, y 

si este lo rehúsa, provocará un juicio práctico en que se dicten las medidas 

necesarias para que la nueva construcción no dañe al vecino. 

 

 “Como era de esperarse, la que podría llamarse normatividad de contenido 

urbanístico del Código Civil no correspondió a una estructura específica de 

planeamiento urbanístico en sí misma considerada, es decir, su finalidad no era en 

principio promover un desarrollo urbano ordenado o uniforme de las ciudades, sino 

que se limitó a establecer reglas específicas o limitaciones particulares al derecho 

real de dominio en determinadas circunstancias. Teniendo claro lo anterior, y 

partiendo de la base que las normas del Código Civil no se encuentran basadas 

en principios de planeamiento urbano o urbanismo, se puede afirmar entonces que 

en Colombia, y a partir de la época republicana, el derecho urbanístico nació como 

una limitación de carácter legal al derecho de dominio o propiedad. 

 

 Con posterioridad a la entrada en vigencia del Código Civil, y hasta 

principios de los años sesenta del siglo XX, la legislación nacional en materia 

urbanística continuó con la misma línea consagrada por el estatuto civil de 1887. 

La concepción individualista de derecho de propiedad que consagraba dicho 
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código fue desapareciendo poco a poco para dar origen a normas urbanísticas 

propiamente dichas. Todas ellas constituyeron los antecedentes de la Ley 9 de 

1989.”14 

 

 2.1.2  Creación de los curadores urbanos 

 

 “Mediante el Decreto 2150 de 1995 el Gobierno Nacional resolviendo 

descongestionar algunas funciones del poder central, crea las Oficinas de 

Curadores Urbanos en Colombia, figura propia del derecho Colombiano y sin 

ningún tipo de antecedentes en nuestro ordenamiento. La figura del Curador 

Urbano fue introducida por el Ministerio de Desarrollo Económico en el proyecto 

de Ley 95 de 1995. Las Oficinas de los Curadores se crearon por iniciativa del 

Representante a la Cámara el Dr. Juan Martín Caicedo Ferrer, para tratar de 

descongestionar los procesos y trámites de licencias y permisos de construcción 

de los Departamentos de Planeación en todas las ciudades del país. 

 

 La figura del Curador Urbano está catalogada dentro de la forma 

organizativa de descentralización por colaboración, Decreto con fuerza de Ley 

2150 de 1995 y con base en las facultades otorgadas por el Congreso de la 

República en la Ley 190 de 1995, Ley 388 de 1997 y del Decreto 1052 de 1998, 

                                                           
14 Ibídem. 
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estableció la creación de dichas figuras con el fin de difundir a lo largo del territorio 

la prestación de los servicios inherentes al Curador. 

 

 Los Curadores Urbanos son particulares que colaboran en las atribuciones 

municipales mediante el ejercicio de un poder legal de carácter administrativo, y 

según el Decreto 1469 de 2010 tienen periodo fijo, son nombrados por el Alcalde 

por periodos de 5 años, acceden al servicio mediante concurso de méritos, están 

sujetos a régimen de requisitos, inhabilidades e incompatibilidades y disciplinario, 

se les asigna una jurisdicción y su actividad está sujeta a procedimiento 

administrativo regulado en el mencionado Decreto; conforme a la ley de 

ordenamiento territorial desarrollan competencias policivas de "Control y 

Vigilancia" en el trámite de expedición de licencias de urbanismo y construcción. 

La Oficina del Curador implica ejercicio de una función pública para verificación de 

cumplimiento de normas urbanísticas y de edificación vigente en el municipio a 

través del otorgamiento de licencias de urbanización y construcción entre otras.”15 

 

 La Ley 388 de 1997, articulo 101, inciso 1, faculta a los Alcaldes para 

designar a los Curadores Urbanos, previo concurso de méritos, y el Ministerio de 

Desarrollo Económico, mediante el Decreto 2111 de 1997, reglamentó las 

disposiciones referentes a Licencias de Construcción y Urbanismo al ejercicio de 

                                                           
15 Visto en:  www.curaduriaurbana.5.com/curaduria 5)index.php/lainstitue/112/resenahist. 
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las Oficinas de Curadores Urbanos y las sanciones urbanísticas y,  enuncia el 

procedimiento para la designación de Curador Urbano, requisitos y procedimiento 

para el concurso de méritos.16 

 

2.1.3  Decretos y Leyes sobre licencias urbanísticas y/o de 

construcción en  Colombia 

 

 2.1.3.1 Decreto 2150 de 1995.  “El Gobierno Nacional,  resolviendo 

descongestionar algunas funciones del poder central, crea las Oficinas de 

Curadores Urbanos en Colombia, figura propia del derecho Colombiano y sin 

ningún tipo de antecedentes en nuestro ordenamiento. La figura del Curador 

Urbano fue introducida por el Ministerio de Desarrollo Económico en el proyecto 

de Ley 95 de 1995. Las Oficinas de los Curadores se crearon por iniciativa del 

Representante a la Cámara el Dr. Juan Martín Caicedo Ferrer, para tratar de 

descongestionar los procesos y trámites de licencias y permisos de construcción 

de los Departamentos de Planeación en todas las ciudades del país.”17 

 

 2.1.3.2 Decreto 2111 de 1997. “Reglamenta las clases de licencia, 

obligatoriedad, competencias, titulares, documentos requeridos y demás 

disposiciones referentes a Licencias de Construcción y Urbanismo al ejercicio de 

                                                           
16  Cifuentes Silva, Greisman.  Curador Urbano 2 de Ibagué. Ingeniero Civil,   Especializado en 
“Patología de la Construcción” y Derecho Urbano.  (2002) 
17 Op. Cit. Pg. 48 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

50 

 

las Oficinas de Curadores Urbanos y las sanciones urbanísticas, y enuncia el 

procedimiento para la designación de Curador Urbano, requisitos y procedimiento 

para el concurso de méritos.”18  

 

 2.1.3.3 Decreto 1052 de 1998. “Por el cual se reglamentan las 

disposiciones referentes a licencias de construcción y urbanismo, al ejercicio de la 

curaduría urbana, y las sanciones urbanísticas, documentos adicionales para la 

solicitud de la licencia, vigilancia de la construcción sismo residente, materiales y 

métodos alternos de diseño, término para expedición de la licencia y sujeción al 

Plan de Ordenamiento Territorial, entre otros, pero la mayoría de su articulado ha 

sido derogado por decretos y leyes posteriores.”19 

 

 2.1.3.4 Decreto 1547 de 2000. Por el cual se modifican los Decretos 1052 

de 1998 y 297 de 1999, en lo relacionado con la prórroga de las licencias de 

urbanismo y construcción:  Hasta el treinta y uno (31) de diciembre de 2000 y 

siempre y cuando el plan de ordenamiento territorial del respectivo municipio o 

distrito no haya entrado en vigencia, podrá concederse una segunda prórroga de 

doce (12) meses a la vigencia de las licencias de urbanismo. Y Durante el término 

de doce (12) meses, contados a partir de la vigencia del presente decreto, podrá 

concederse una segunda prórroga de doce (12) meses a la vigencia de las 

                                                           
18 Op. Cit. Pg. 48 
19 Op. Cit. Pg. 48 
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licencias de construcción; siempre que el urbanizador o constructor responsable 

certifique la iniciación de las obras. 

 

 2.1.3.5 Decreto 2015 de 2001. Por el cual se reglamenta la expedición de 

licencias de urbanismo y construcción con posterioridad a la declaración de 

situación de desastre o calamidad pública y mientras ésta subsista, por tanto, 

sustituye lo referente a los requisitos y procedimientos generales de las normas 

existentes para las licencias de construcción y urbanismo,  pero en lo no 

contemplado por este decreto y que sea compatible, se aplicará el Decreto 1052 

de 1998 y las normas que lo modifiquen o sustituyan. Remuneración de los 

curadores urbanos. Para los procesos de adecuación y construcción de 

edificaciones al estado original y la construcción de edificaciones nuevas en 

programas de reubicación, dispone remuneración a los curadores urbanos, cuyo 

valor de las expensas causadas ante éstos, sea de un cincuenta por ciento (50%) 

del valor de las tarifas vigentes, 

 

 2.1.3.6 Decreto 0089 de 2001. Por el cual se modifica parcialmente el 

Decreto 1052 de 1998,  "por el cual se reglamentan las disposiciones referentes a 

licencias de construcción y urbanismo, al ejercicio de la curaduría urbana, y las 

sanciones urbanísticas" El artículo 68 del Decreto 1052 de 1998, quedará así: 

"Reajuste anual de las expensas. Anualmente los alcaldes municipales y 
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distritales, reajustarán los cargos fijo a y variable b, aplicables a la liquidación y 

cobro de las expensas por el estudio, trámite y expedición de las licencias de 

urbanismo, construcción y sus modalidades, a cargo de los curadores urbanos, 

previstos en el artículo 58 del presente decreto, en un porcentaje igual a la meta 

de inflación fijada para el año en que se proceda al reajuste, según lo dispuesto en 

la Ley 242 de 1995, debiendo informarlo al Ministerio de Desarrollo Económico 

durante los primeros quince días del mes de enero de cada año. 

 

 2.1.3.7 Decreto 190 de 2004. Plan de Ordenamiento Territorial, POT. Por 

medio del cual se compilan las disposiciones contenidas en los decretos distritales 

619 de 2000 y 469 de 2003. Se busca garantizar la sostenibilidad ambiental, 

económica y fiscal del Distrito Capital, alcanzando los objetivos generales y 

sectoriales, desarrollando las políticas y ejecutando los planes y las operaciones 

prioritarias que orientan el desarrollo económico social y el ordenamiento territorial 

en el largo plazo, con el fin de aumentar la competitividad, la productividad general 

y sectorial con responsabilidad fiscal. 

 

 El mayor impacto en el logro de los objetivos de éste Decreto,  se sustenta 

en una priorización de proyectos que deben incluirse en los Programas de 

Ejecución del Plan de Ordenamiento Territorial como parte de los planes maestros 

y demás instrumentos que desarrollan el mismo Plan de Ordenamiento Territorial, 
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así como de los planes de desarrollo social y económico de los próximos tres 

períodos de la Administración Distrital. 

 

 Pasar de un modelo cerrado a un modelo abierto de ordenamiento 

territorial. El Distrito Capital ordenará su territorio reconociéndose como nodo 

principal de la red de ciudades de la región Bogotá-Cundinamarca y de otras 

ciudades con las cuales tenga o requiera eficientes niveles de articulación física y 

virtual a nivel nacional e internacional, con el fin de mejorar su seguridad 

alimentaria, facilitar y viabilizar las estrategias orientadas a garantizar la seguridad 

ciudadana, la seguridad humana y la sostenibilidad económica y ambiental de 

largo plazo. 

 

 2.1.3.8 Decreto 159 de 2004.  Define los espacios comunales, públicos, 

estacionamientos, patios, puntos fijos, densidad y habitacionalidad, normas sobre 

equipamiento comunal, como estacionamientos, régimen de usos, altura, 

aislamientos, englobe de predios, normas volumétricas, cerramientos, 

construcciones provisionales, mejoramiento integral y otras disposiciones, por el 

cual se adoptan normas urbanísticas comunes a la reglamentación de las 

Unidades de Planeamiento Zonal. 
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 2.1.3.9 Decreto 1600 de 2005. Define el uso de la licencia de construcción 

y casos en que aplica como requisito, define la competencia, el estudio de la 

licencia, la licencia de parcelación, Licencia de subdivisión y sus modalidades, la 

licencia de construcción y modalidades,  exige licencia para modificación, como en 

el caso de variar el diseño arquitectónico o estructural de una edificación existente, 

sin incrementar su área construida, impone el reforzamiento estructural, para 

acondicionarlos a niveles adecuados de seguridad sísmica de acuerdo con los 

requisitos de la Ley 400 de 1997 o la norma que la adicione, modifique o sustituya 

y su reglamento. 

 

 Se reglamentan las disposiciones sobre licencias urbanísticas, 

reconocimiento de edificaciones y legalización de asentamientos humanos y 

servicios públicos. 

 

 2.1.3.10 Decreto 564 de 2006. Expedido por el Gobierno Nacional, “por el 

cual se reglamentan las disposiciones relativas a las licencias urbanísticas; al 

reconocimiento de edificaciones; a la función pública que desempeñan los 

curadores urbanos; a la legalización de asentamientos humanos constituidos por 

viviendas de Interés Social, y se expiden otras disposiciones”. Derogado por el art. 

138, Decreto Nacional 1469 de 2010, excepto los artículos 122 a 131, por el cual 

se reglamentan las disposiciones relativas a las licencias urbanísticas; al 
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reconocimiento de edificaciones; a la función pública que desempeñan los 

curadores urbanos; a la legalización de asentamientos humanos constituidos por 

viviendas de Interés Social, y se expiden otras disposiciones. 

       

 Define las licencias urbanísticas -licencias de urbanización, parcelación y 

Licencia de subdivisión y sus modalidades;  las propiedades de éstas, clases de 

licencias, la competencia, el estado de ruina, autorización de actuaciones 

urbanísticas en bienes de interés cultural; libera del requisito de licencia de 

construcción las reparaciones o mejoras locativas a que hace referencia el artículo 

8° de la Ley 810 de 2003, pero exige licencia de intervención y ocupación del 

espacio público,  licencia de intervención y ocupación temporal de playas 

marítimas y terrenos de bajamar;  con mención del procedimiento de dichas 

licencias urbanísticas. 

 

 2.1.3.11  Decreto 4397 de 2006. “Por el cual se modifican los decretos 097 

y 564 de 2006” y el Decreto 4462 de diciembre 15 de 2006, “Por el cual se 

modifica el parágrafo 2º del artículo 63 del Decreto 564 de 2006 y se adoptan 

disposiciones en materia de reconocimiento de la existencia de edificaciones que 

hagan parte de proyectos de mejoramiento de vivienda de interés social”. Es 

importante destacar la modificación del  artículo 25 del Decreto 564 de 2006: 

Intervención de terceros. Toda persona interesada en formular objeciones a la 
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expedición de una licencia urbanística, podrá hacerse parte en el trámite 

administrativo desde la fecha de la radicación de la solicitud hasta antes de la 

expedición del acto administrativo que resuelva la solicitud. Dicho acto sólo podrá 

ser expedido una vez haya transcurrido un término mínimo de diez (10) días 

hábiles, contados a partir del día siguiente a la fecha de la citación a los vecinos 

colindantes o,  a partir del día siguiente a la fecha de la instalación de la valla de 

que trata el parágrafo del artículo anterior. A su vez, el Artículo 27: Acta de 

observaciones y correcciones. Efectuada la revisión técnica, jurídica, estructural, 

urbanística y arquitectónica del proyecto, el curador urbano o la autoridad 

municipal o distrital competente para expedir licencias,  levantará por una sola vez, 

si a ello hubiere lugar, un acta de observaciones y correcciones en la que se 

informe al solicitante sobre las actualizaciones, correcciones o aclaraciones que 

debe realizar al proyecto y los documentos adicionales que debe aportar para 

decidir sobre la solicitud. 

 2.1.3.12 Decreto 0097 de 2006. Por el cual se modifican los Decretos 097 y 

564 de 2006. Por el cual se reglamenta la expedición de licencias urbanísticas en 

suelo rural y se expiden otras disposiciones. Es así como el artículo  3° del 

Decreto 097 de 2006 se adicionó: "Parágrafo 2°. No obstante lo dispuesto en el 

presente artículo, los titulares de licencias de parcelación para vivienda campestre 

en suelo rural otorgadas antes de la entrada en vigencia del Decreto 097 de 2006, 

podrán solicitar que se les expida la correspondiente licencia de construcción con 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18764#3
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fundamento en las normas urbanísticas y reglamentaciones que sirvieron de base 

para la expedición de la licencia de parcelación, siempre y cuando se presente 

alguna de las condiciones de que trata el parágrafo 3° del artículo 7° del Decreto 

564 de 2006 o la norma que lo adicione, modifique o sustituya". También el 

Artículo 33 es importante: “El acto administrativo que resuelva la solicitud de 

licencia será notificado personalmente al solicitante, y a cualquier persona que se 

hubiere hecho parte dentro del trámite.”. 

 2.1.3.13 Decreto Distrital 366 de 2008. Por el cual se regula el Proyecto de 

mejoramiento, automatización y simplificación de trámites de urbanismo y 

construcción, denominado "Trámite Fácil, Construcción Positiva", y se dictan otras 

disposiciones 

   2.1.3.14 Decreto 333 de 2010. Por el cual se modifica parcialmente el 

Decreto Distrital 159 del 21 de mayo de 2004 y se dictan otras disposiciones". Se 

destaca especialmente el  Artículo 2°.- Entidades públicas relacionadas con el 

proyecto de mejoramiento, automatización y simplificación de trámites de 

urbanismo y construcción. Dentro del marco de sus competencias, las siguientes 

Entidades deberán atender las disposiciones del presente Decreto, con el objeto 

de agilizar los trámites de urbanismo y construcción en el Distrito Capital: 

1. Secretaría Distrital de Planeación 

2. Secretaría Distrital de Hacienda 
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3. Secretaría Distrital de Ambiente 

4. Secretaría Distrital del Hábitat 

5. Secretaría Distrital de Movilidad 

6. Secretaría General 

7. Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público 

8. Instituto Distrital de Recreación y Deporte 

9. Instituto de Desarrollo Urbano 

10. Dirección de Prevención y Atención de Emergencias 

11. Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital 

12. Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos 

13. Metrovivienda 

14. Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá 

15. Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá. 

 2.1.3.15 Decreto 1469 de 2010. Por el cual se modifica parcialmente el 

Decreto 564 de 2006, y se reglamentan las disposiciones relativas a las licencias 

urbanísticas; al reconocimiento de edificaciones;  la función pública que 

desempeñan los curadores urbanos y se expiden otras disposiciones.  La figura 

del Curador Urbano está catalogada dentro de la forma organizativa de 

descentralización.  Define el suelo rural y la expansión urbana, la subdivisión 

urbana, la licencia de construcción y sus modalidades: 
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1. Obra nueva. Es la autorización para adelantar obras de edificación en 

terrenos no construidos o cuya área esté libre por autorización de 

demolición total. 

2. Ampliación. Es la autorización para incrementar el área construida de 

una edificación existente, entendiéndose por área construida la parte 

edificada que corresponde a la suma de las superficies de los pisos, 

excluyendo azoteas y áreas sin cubrir o techar. 

3. Adecuación. Es la autorización para cambiar el uso de una edificación 

o parte de ella, garantizando a permanencia total o parcial del inmueble 

original. 

4. Modificación. Es la autorización para variar el diseño arquitectónico o 

estructural de una edificación existente, sin incrementar su área 

construida. 

5. Restauración. Es la autorización para adelantar las obras tendientes a 

recuperar y adaptar un inmueble o parte de este, con el fin de conservar y 

revelar sus valores estéticos, históricos y simbólicos. Se fundamenta en 

el respeto por su integridad y autenticidad. Esta modalidad de licencia 

incluirá las liberaciones o demoliciones parciales de agregados de los 
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bienes de interés cultural aprobadas por parte de la autoridad competente 

en los anteproyectos que autoricen su intervención. 

  Igualmente impone el reforzamiento estructural, entre otras 

disposiciones. 

 

 2.1.3.16 Decreto 3050 de 2013. "Por el cual se establecen las 

condiciones para el trámite de las solicitudes de  viabilidad y disponibilidad de 

los servicios públicos domiciliarios de acueducto y aplica a los prestadores de 

los servicios públicos domiciliarios de acueducto y/o alcantarillado, a los 

urbanizadores, y constructores, a los municipios y/o distritos y a la 

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.  

 

           2.1.3.17 Otros decretos: Decretos 1600 de 2005, 097 de 2006, 564 de 

2006, 4397 de 2006, 4462 de 2006, 990 de 2007, 3600 de 2007, 1100 de 2008, 

1272 de 2009 y 2810 de 2009, mediante los cuales se reglamentaron las 

disposiciones relativas a las licencias urbanísticas, al reconocimiento de 

edificaciones, a la función pública que desempeñan los curadores urbanos, a la 

legalización de asentamientos humanos constituidos por viviendas de interés 

social, entre otros asuntos; 
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 2.1.3.18 Ley 9 del 11 de Enero de 1989. Por la cual se dictan normas 

sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se 

dictan otras disposiciones. La gran mayoría de su articulado fue derogado por la 

Ley 388 de 1997. A su vez el Consejo de Estado,  Expediente 5504, en el año 

2000, declaró la nulidad respecto de los artículos 1, 2, 31 4 y 7, así como la 

nulidad parcial del artículo 6, del Acuerdo Número 09 de, 4 de abril de 1997, del 

Concejo de Santa Fe de Bogotá, D.C., "Por media del cual se determinan las 

sistemas y mercados con base en los cuales las Juntas Administradoras Locales 

podrán establecer el cobro de derechos por concepto de uso del espacio público 

para la realización de actos culturales deportivos, recreacionales o de mercados 

temporales y se modifica y adiciona el artículo 120 del Acuerdo No.18 de 1989 

(Código de Policía de Santa Fe de Bogotá )", en los apartes resaltados de dichos 

artículos, cuyos textos son los siguientes. Dijo el Consejo:  

 

 Las normas acusadas establecieron que las JAL expedirán Acuerdos 

para el uso del espacio público, determinando aquellos que podrán ser 

utilizados mediante el cobro de derechos por tal concepto y se les 

facultó para establecer el sistema y método de cobro así como también 

a los Alcaldes Locales para permitir la utilización del espacio público y 

tomar las medidas necesarias para garantizar su conservación 

mantenimiento y la devolución de los mismos. Las normas legales que 
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sirvieron de fundamento a la expedición del Acuerdo acusado, esto es, 

los artículos 12, numeral 6 y 69, numeral 6, del Decreto Ley 1421 de 

1993, fueron declaradas inaplicables en el asunto sub examine por el 

tribunal de instancia, en uso de la excepción de inconstitucionalidad, por 

considerarlas fundamentalmente contrarias a los artículos 82 y 63 de la 

Constitución Política, en concordancia con el artículo 1º. Ibídem, 

además de violar el numeral 7 del artículo 313 constitucional, en cuanto 

delegó una facultad indelegable, lo cual está prohibido por el artículo 

211 constitucional, amén de que tal delegación versaba sobre una 

competencia impositiva, contrariando así el artículo 338 de la 

Constitución. 

 

  2.1.3.19 Ley 388 de 1997, o Ley de Ordenamiento Territorial, 

reglamentada por los Decretos Nacionales 150 y 507 de 1999; 932 y 1337 de 

2002; 975 y 1788 de 2004; 973 de 2005; 3600 de 2007; 4065 de 2008; 2190 de 

2009. Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 2 de 1991 y se dictan otras 

disposiciones, en el articulo 101 inciso 1, faculta a los Alcaldes para designar a los 

Curadores Urbanos por concurso de méritos. Estableció en el numeral 7 del 

artículo 99 que el Gobierno Nacional establecerá los documentos que deben 

acompañar las solicitudes de licencia y la vigencia de las licencias, teniendo en 

cuenta el tipo de actuación y la clasificación del suelo donde se ubique el inmueble 
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 2.1.3.20 Ley 400 del 19 de Agosto de 1997, por la cual se adoptan normas 

sobre construcciones sismo resistentes. Fija responsabilidades a los diseñadores 

de los diferentes elementos que componen la edificación; establece que mediante   

la "Comisión Asesora Permanente para el Régimen de Construcciones Sismo 

Resistentes", de conformidad con lo establecido en el artículo 39 de la presente 

Ley, establecerá el contenido mínimo de los planos, memorias y estudios de los 

diferentes diseños, así como sus especificaciones; además determina que todos 

los diseños deben contemplar las normas sobre la eliminación de barrera 

arquitectónicas para las personas discapacitadas y de tercera edad. 

 

 

 2.1.3.21 Ley 675 de 2001. Reglamentación de la Propiedad Horizontal. Por 

medio de la cual se expide régimen de propiedad horizontal. Define éste tipo de 

bienes, las expensas, igualmente, que en ningún caso las disposiciones 

contenidas en los reglamentos de propiedad horizontal podrán vulnerar las normas 

imperativas contenidas en esta ley y, en tal caso, se entenderán no escritas;  de la 

reconstrucción obligatoria, y obliga a identificar de los bienes privados o de 

dominio particular, los bienes comunes y del Régimen especial de los bienes 

comunes de uso exclusivo, entre otros apartes. 
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 2.1.3.22 Ley 962 de 2005. Racionalización de trámites. Por la cual se dictan 

disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos 

de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen 

funciones públicas o prestan servicios públicos, aunque algunos artículos fuero 

derogados por normas posteriores, como la Ley 1437 de 2011,  destacándose 

que, las entidades públicas no podrán cerrar el despacho al público hasta tanto 

hayan atendido a todos los usuarios que hubieran ingresado dentro del horario 

normal,” igualmente simplificaba el procedimiento de deslinde, amojonamiento de 

entidades territoriales y dedica el capítulo XI a los procedimientos relacionados 

con el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 20. 

     

 2.1.3.23  Ley   1469 de 2011.  Por la cual se adoptan medidas para 

promover la oferta de  suelo urbanizable y se adoptan otras disposiciones para  

promover el acceso a la vivienda. 

 

Permite facilitar la ejecución de operaciones urbanas integrales en las 

cuales confluyan en forma coordinada la iniciativa, organización y gestión de la 

                                                           
20  Las normas legales mencionadas tienen como fuente,  el Congreso de la República de 
Colombia que legisla, y en otros, los Decretos que son sancionados por las autoridades 
competentes .  También han sido referidas algunas normas  que fueron recuperadas en Sept.  
12/2014 de la web de la Alcaldía Mayor de Bogotá: 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma Y   de la web:  
http://www.habitatbogota.gov.co/ventanillaconstruccion/index. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma
http://www.habitatbogota.gov.co/ventanillaconstruccion
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Nación, las entidades territoriales, las áreas metropolitanas, los particulares, las 

autoridades ambientales y las empresas de servicios públicos domiciliarios con la 

política nacional urbana, a fin de promover la sostenibilidad del desarrollo territorial 

y urbano, controlar la especulación del suelo, velar por la defensa del espacio 

público y la protección del medio ambiente y promover una política integral de la 

gestión del riesgo.   Los Macroproyectos de Interés Social Nacional deberán 

atender de forma preferente el déficit de vivienda de la respectiva entidad 

territorial, y establecer mecanismos para asegurar que los hogares de menores 

ingresos y la población vulnerable puedan acceder a las soluciones habitacionales 

que produzcan los Macroproyectos. 

 

Se destaca el Artículo 6. Titulares de la iniciativa. La iniciativa para 

promover, formular, ejecutar y financiar Macroproyectos de Interés Social Nacional 

podrá ser del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, las entidades territoriales, 

las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, las entidades públicas 

interesadas y los particulares;  también el Articulo 8: Con fundamento en el 

documento presentado y en caso de existir el interés por parte del respectivo 

municipio o distrito sobre la propuesta presentada, le corresponderá al respectivo 

alcalde adelantar los procedimientos de concertación y consulta ante las 

Siguientes instancias:  a) Concertación con la Corporación Autónoma regional o, 

autoridad ambiental competente, en los casos que se requiera …b) Solicitud de 
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concepto a la Junta Metropolitana para los municipios que hagan parte de las 

áreas metropolitanas, de acuerdo con lo previsto en la Ley 128 de 1994. 

 

 2.1.3.24 Concepto 942 de 2009 de la Superintendencia de Servicios 

Públicos. Licencia para Obras de infraestructura para servicios públicos. 

“Prestación de los servicios públicos domiciliarios en asentamientos ilegales y 

zonas de riesgo”,  emitido  por la Superintendencia de Servicios Públicos 

Domiciliarios de Colombia, que cita:  “...el numeral 3 del artículo 19 del citado 

decreto establece que, para la solicitud de la licencia de urbanización, debe 

aportarse, entre otros documentos, una certificación expedida por las empresas de 

servicios públicos domiciliarios o las autoridades municipales o distritales 

competentes, acerca de la disponibilidad inmediata de servicios públicos en el 

predio o predios objeto de la licencia, dentro del término de su vigencia.  Teniendo 

en cuenta las disposiciones, el titular de la licencia de urbanización debe adecuar 

y construir en el predio o predios objeto de esa licencia, las obras de 

infraestructura necesarias para la prestación de servicios públicos y demás obras 

requeridas para su futura construcción.  

 

 De manera adicional, es importante destacar que, de conformidad con el 

artículo 26 de la ley 142 de 1994, “En cada municipio, quienes prestan servicios 
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públicos estarán sujetos a las normas generales sobre la planeación urbana, la 

circulación y el tránsito, el uso del espacio público…” 21 

 

 2.1.4   Jurisprudencia 

 

 2.1.4.1 Consejo de Estado, Sentencia del 25 de septiembre de 1997.  

Radicación N° 4405, C.P.: Libardo Rodríguez. 

 

 LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN - Nulidad / CONJUNTO RESIDENCIAL 

MIRADORES DEL ATALAYA - Ubicación / ÁREA DE TRATAMIENTO DE 

CONSERVACIÓN AMBIENTAL 

 

“El dictamen que no fue objetado por la entidad demandada, concluye 

que la licencia de construcción que se demanda, que se remite a los 

planos arquitectónicos, no respetó la distancia mínima para los 

aislamientos, a la cual se contrae el art. 10o. del decreto 1025 de 1987. 

En consecuencia, la Sala confirmará la decisión del fallador de primera 

instancia, en cuanto declaró la nulidad parcial de la licencia de 

construcción núm. 7488 de 18 de diciembre de 1989, en lo relacionado 

con la permisión contenida en el plano 125 - 04 - 9, respecto de la 

construcción de ventanas sin aislamiento lateral de tres metros. La Sala 
                                                           
21  Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. Bogotá, Colombia 
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observa que si bien es cierto que a folio 9 del dictamen pericial rendido 

dentro del presente proceso se dice que, "La edificación sobrepasa en la 

línea del parámetro superior la altura permitida al elevarse sobre el 

terreno 3.18 pisos más la cubierta que hacia el interior en ángulo de 45 

grados, continúa elevándose en aproximadamente 1 Mts. más, sin tener 

en cuenta la reglamentación que fija dos pisos y altillo", también lo es 

que, a folio 10 ibídem, de igual manera se afirma que la licencia núm. 

7488 de 1989 "...está de acuerdo con los arts. 5o., 6o. y 7o. del decreto 

1025 de 1987...", lo cual significa, como lo concluyó el aquo, que la 

construcción fue la que realizó por fuera de los señalamientos de la 

licencia de construcción, pues ésta fue concedida para "Modificaciones y 

adición al conjunto residencial, "miradores de Atalaya" propiedad 

horizontal en cinco pisos semisótano por la transversal 1A y dos pisos y 

altillo en la parte posterior...", es decir, respetando lo dispuesto en la 

resolución 79 de 1989, reglamentación específica a la cual debía 

sujetarse el proyecto en cuestión, de conformidad con el art. 5o. del 

decreto 1025 de 1987. 

 

En cuanto a la indemnización de perjuicios, esta Corporación, de 

acuerdo con lo expresado por el fallador de primera instancia, considera 

que los mismos deben concretarse mediante el respectivo incidente, 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

69 

 

acreditándose el valor comercial del primero y segundo piso de las 

edificaciones identificadas con los núms. 69 - 15 y 68 - 79, para así poder 

determinar la depreciación causada por ocasión de la construcción de las 

ventanas, sin respetar la distancia mínima.” 

 

 2.1.4.2 Consejo de Estado, Sentencia de julio 23 de 1998. Radicación N° 

4893, C.P:  Ernesto Rafael Ariza Muñoz. 

 

 LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN EN SAN ANDRÉS - Plan de 

Ordenamiento de Usos del Suelo / PRINCIPIO IURA NOVIT CURIA - Inaplicación 

en Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

“El acto administrativo acusado transgredió el parágrafo 1 del artículo 37 de 

la Ley 99 de 1993, ya que no podía el Municipio de Providencia conceder 

licencia de construcción alguna sin que se hubieran expedido los planes a 

los cuales se ha hecho mención, razón por la cual estuvo acertada la 

decisión del a quo de declarar la nulidad del mismo, para lo cual no tenía 

que acudir al principio "iura novit curia", de cuya aplicación está excluida la 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por virtud del carácter 

reglado de esta jurisdicción en esta materia, máxime si el cargo de la 

demanda es muy claro en cuanto a la violación de la citada disposición y al 
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alcance de la misma. Lo que hace procedente el ejercicio de la acción 

prevista en el artículo 85 del C.C.A. es, entre otros, el hecho de que el acto 

administrativo acusado sea de contenido particular y concreto; que la acción 

provenga del perjudicado con el mismo; y que se instaure oportunamente, 

independientemente de si el juzgador administrativo accede o no las 

pretensiones de restablecimiento que se formulen en la demanda.  

 

Si un efecto propio de la sentencia declaratoria de la nulidad de un acto 

administrativo es que las cosas vuelvan al estado anterior a la expedición 

del mismo, en el caso sub judice, con la declaratoria de nulidad del acto a 

través del cual se le concedió licencia de construcción al señor Antonio Bent 

Archbold el efecto  que se produce es la desaparición de ésta, con los 

efectos materiales consiguientes.”  

 

 2.1.4.3 Consejo de Estado, Sentencia de noviembre 4 de 1999. 

Radicación N°3404, C.P: Camilo Arciniegas Andrade. 

 

 LICENCIAS DE CONSTRUCCIÓN - Pérdida de competencia del 

Departamento Administrativo de Planeación Distrital / ENTRADA EN VIGENCIA 

DEL ACUERDO 6 DE 1990 / TÉRMINOS - 
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 “A partir de su publicación significa desde el momento siguiente a la 

medianoche del día anterior siendo cierto que el funcionario que expidió el 

acto demandado invocó la facultad que le otorgaba el artículo 108 del 

acuerdo 7 de 1.979, para establecer las alturas en las áreas de actividad 

residencial (folio 236) ; que éste fue expresamente derogado por el artículo 

547 del acuerdo 06 de 1.990 ; y que los artículos 447, 448, 449, 450, 451 y 

452 le asignaron al Alcalde Mayor del Distrito Capital reglamentar los 

elementos de volumetría de las edificaciones de que se ocupa la resolución 

demandada, en lo que concierne a la urbanización Santa Ana Occidental, 

con efectos a partir del mismo día en que se expidió la mentada resolución 

274, o sea, el 31 de mayo de 1.990, ha de concluirse que la misma fue 

expedida sin competencia. En efecto, el precitado acuerdo 06 de 8 de mayo 

de 1.990 dispone en su artículo 547, que entraría a regir a partir de su 

publicación en los Anales del Concejo Distrital, la cual se hizo efectivamente 

en dicho medio el día 31 de mayo de 1.990. La expresión “partir”, en su 

acepción 12, significa “Tomar un hecho, una fecha o cualquier otro 

antecedente como base para un razonamiento o cómputo” (D.R.A.E.). “ A 

partir” es, pues, sinónimo de “desde”; y , según la ley, “Cuando se dice que 

una cosa debe observarse desde tal día, se entiende que ha de observarse 

desde el momento siguiente a la medianoche del día anterior” (art. 61 

CRPM), lo cual, aplicado al caso concreto, significa, como lo apreció el a 
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quo, que a partir de las cero (00) horas del día 31 de mayo de 1.990, en que 

se hizo la publicación, tal Acuerdo comenzó a regir, con la consecuencia de 

que desde esa misma fecha el Director del Departamento Administrativo de 

Planeación Distrital perdió las atribuciones que ese día ejerció a través de la 

susodicha resolución, amén de que esta última, para entrar a regir debía, a 

su vez, ser legalmente publicada.” 

 

 

 2.1.4.4 Consejo de Estado, Sentencia de mayo 9 de 2001. Radicación 

N°13001-23-31-000-1991-7704-01(6501), C.P: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 

 

 VIGENCIA DE LA LEY PROCESAL - Los términos que hubieren empezado 

a correr se rigen por la ley vigente al tiempo de su iniciación / ACTO PRESUNTO - 

Podía demandarse en cualquier tiempo conforme al art. 136 del C.C.A. / 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN - Inexistencia 

 

“El recurso de queja se presentó el 14 de septiembre de 1989, fecha para 

la cual regía el artículo 136 del Decreto 01 de 1984, conforme al cual: "La 

acción sobre los actos presuntos que resuelven un recurso podrá 

interponerse en cualquier tiempo". El artículo 40, ibídem, preveía que la 

Administración tenía el deber de decidir, por lo que no perdía la 
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competencia para ello. De otra parte, el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 

establece que “Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de 

los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que 

deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a 

correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se 

regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”. Y de la aplicación en 

este asunto de esta importantísima regla de hermenéutica, teniendo en 

cuenta la fecha en que se interpuso el recurso, igualmente, tendría que 

concluirse que la normatividad anterior al Decreto 2304 de 1989 es la que 

se aplica. Así las cosas, mientras la Administración no hubiera resuelto el 

recurso de queja, la actora podía demandar en cualquier tiempo el acto 

presunto; pero una vez expedido el acto expreso, como se produjo en 

este caso, tenía el término de cuatro meses contado a partir de la 

notificación del mismo; y, como ya se vio, si se notificó el 14 de mayo de 

1990 de la Resolución de 7 de mayo que confirmó la providencia de 22 

de agosto de 1989, que le negó los recursos de reposición y de 

apelación, al tenor de lo dispuesto en el artículo 136 del Decreto 01 de 

1984, la demanda presentada el 14 de septiembre de 1990 lo fue en 

tiempo, por lo que no resulta de recibo el argumento del a quo en torno 

de la caducidad de la acción. Cabe señalar que si bien es cierto que, 

conforme al artículo 936 transcrito, la demarcación tenía una vigencia de 
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seis meses, contados a partir de la fecha de su expedición, no lo es 

menos que de acuerdo con el parágrafo del artículo 935 dicho acto no se 

requiere para proyectos en sectores, barrios o urbanizaciones que tengan 

reglamentaciones específicas aprobadas, como, acontece con el sector 

de Bocagrande, Castillo grande y El Laguito, según lo planteó el 

apoderado del Edificio Inversiones Puerto Azul en la contestación de la 

demanda, y se infiere del texto de los artículos 246 a 342 del citado 

Decreto 184 de 1978. Tal enfoque podría constituir la única explicación 

del porqué la Administración en este caso concedió la licencia en las 

condiciones en que lo hizo, es decir, sin ninguna remisión o referencia a 

un acto de demarcación precedente, como se resaltó en la providencia 

que al resolver el recurso de apelación, revocó la medida de suspensión 

provisional decretada por el a quo”. 

 

El artículo 25 del Acuerdo 44 de 1989, aún cuando es posterior a la 

expedición de la licencia de construcción cuestionada, pero cuya 

invocación en este asunto resulta pertinente en vista de que fue 

promulgada estando aún pendiente de definición la vía gubernativa 

provocada por la parte demandante a raíz de la interposición del recurso 

de queja desatado el 7 de mayo de 1990, pone de manifiesto que lo 

trascendente del acto de demarcación no es su vigencia sino su 
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contenido, el cual debe estar acorde con las condiciones de aquélla; y, 

como ya se dijo, no aparece demostrado en el proceso que las 

condiciones de la licencia hubieran variado en relación con las 

consagradas en el acto de demarcación. Lo anterior está en consonancia 

con los criterios doctrinarios, según los cuales no toda irregularidad 

conlleva la nulidad del acto de que se trate, sino sólo en la medida en que 

sea sustancial, y para el caso presente, conforme se dejó visto, la 

irregularidad anotada, de aceptarse que se incurrió en ella, no tendría tal 

carácter, frente a la no aducción ni mucho menos demostración de 

cambios en las normas urbanísticas vigentes en el interregno 

comprendido entre la fecha de la demarcación y la concesión de la 

licencia. Frente al segundo cargo los demandantes aducen que el acto de 

demarcación no contiene norma urbanística alguna por lo que incurre en 

falsa motivación y es nulo, como también lo son la licencia de 

construcción y la aprobación de los planos que se basaron en ella. Al 

respecto, se precisa que la declaratoria de nulidad no puede recaer ni 

sobre el acto de demarcación, aceptando, en gracia de discusión, que el 

mismo se requería en este caso, ni sobre el acto aprobatorio de los 

planos, ya que éstos no constituyen actos definitivos sino de trámite. 

Observa también la Sala que el acto que confirió la licencia de 

construcción fue enfático en señalar que ella “…debe ajustarse en un 
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todo de acuerdo con los correspondientes planos aprobados…” ; y no 

existe prueba en el expediente que demuestre que los planos contuvieran 

especificaciones contrarias a las normas urbanísticas o que hubieran 

autorizado a los constructores del Edificio a omitir su cumplimiento, 

patrocinando la supuesta “invasión” del edificio de los actores.” 

 

 2.1.4.5 Consejo de Estado, Sentencia del 11 de octubre de 2001. 

Radicación N°25000-23-24-000-1999-0435-01(6923), C.P: Manuel Santiago 

Urueta Ayola. 

 

 DEMOLICIÓN DE OBRA CIVIL - Invulneración de los derechos al debido 

proceso y vivienda / LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN - Sanción de demolición 

 

 “Al actor se le declaró infractor al régimen de obras, por violación al artículo 

99 de la Ley 388 de 1997, por encontrarse adelantando obras de construcción sin 

contar con la licencia de construcción respectiva. Por tal infracción y con 

fundamento en el artículo 104 de la citada ley se le impuso multa equivalente a 

setenta (70) salarios mínimos legales mensuales; se le dio un plazo de sesenta 

(60) días para obtener la licencia correspondiente, so pena de procederse a la 

demolición de las obras ejecutadas a costa del infractor y la imposición de multas 

sucesivas, de acuerdo con el inciso 1º del artículo 105 de la Ley 388 de 1997.  
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 En la segunda instancia, se concluyó que las obras en cuestión no son 

legalizables, que por ello la sanción de multa no encaja legalmente en “el hecho 

infractorio”, porque mientras esté reservado dicho terreno para la construcción de 

la futura Avenida del Ferrocarril del Sur, jamás se podrá obtener licencia para 

legalizar la ampliación y remodelación realizadas en el inmueble. Cabe decir que 

la decisión de segunda instancia, en cuanto revocó la sanción de multa y dejó 

solamente en pie y de manera directa la demolición de las obras irregularmente 

construidas, además de lógica, no resulta más gravosa para el actor, sino que, en 

últimas, le es favorable. Así las cosas, no se observa que al actor se le hubiera 

violado el debido proceso, ni el derecho a la vivienda, puesto que, de una parte, el 

diligenciamiento administrativo se cumplió con el respeto a su derecho de defensa 

y de audiencia, y atendiendo las razones y motivos debatidos en el mismo, con 

conocimiento por parte del interesado. De otra parte, no se le ha privado de su 

vivienda, puesto que no se ha ordenado la demolición de todo el inmueble, sino 

apenas de las obras adicionales en las plantas segunda y tercera del inmueble, 

que como se ha señalado, se encontraban en obra negra, es decir, en ejecución, 

de donde le queda a salvo la primera planta, amén de que la orden de demolición 

tiene fundamentos jurídicos que la justifican.” 
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 2.1.4.6 Consejo de Estado, Sentencia de diciembre 6 de 2001. Radicación 

N°25000-23-24-000-1996-7798-01(6700), C.P: Camilo Arciniegas Andrade. 

 

 LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN - Requisitos para su prórroga / LICENCIA 

DE CONSTRUCCIÓN - La falta de publicación le quita firmeza y efectos respecto de 

terceros 

 

“Según estas normas (Art. 63 ley 9 de 1989 y art. 6 D.R. 1319 de 1993), 

la prórroga de una licencia de construcción solamente puede 

concederse en atención al tamaño de la obra, a su complejidad y a su 

duración. Pero en el caso presente, el titular de la licencia no demostró 

que se encontrara en alguna de las situaciones en que procede la 

prórroga. Es más, mientras el acto administrativo por el cual se concede 

una licencia de construcción no se encuentre ejecutoriado ni se hayan 

pagado los impuestos, no le es dado a su titular iniciar las obras. Y 

puesto que el actor admite no haber publicado dicho acto, contra lo 

ordenado en el artículo 9° del Decreto 1319 de 1993, resulta manifiesto 

que la licencia ni estaba en firme ni producía efectos respecto de 

terceros, y menos el efecto de dar pie a una eventual renovación. Para 

la Sala, está sola omisión hacía improcedente la prórroga y sustenta 

suficientemente los actos demandados. Sin embargo, es oportuno 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

79 

 

resaltar que si el acto administrativo por el cual se concede una licencia 

queda ejecutoriado, la Administración no puede después revocarlo de 

oficio y corre con la carga de demandar su nulidad. Pero, no habiendo 

quedado en firme, bien podían las autoridades de Tenjo actuar como lo 

hicieron en este caso.” 

 

 2.1.4.7 Consejo de Estado. Sentencia 28 de febrero 2002. Radicación N° 

05001-23-31-000-2001-2599-01(AC-1731), C.P: Mario A. Méndez. 

  

Improcedencia en trámite de solicitud de licencia sin antes agotar etapa 

de notificación personal a vecinos. El ejercicio de la acción de tutela es 

procedente frente a las acciones u omisiones de particulares que actúen 

o deban actuar en ejercicio de funciones públicas, y el curador urbano es 

un particular encargado de estudiar, tramitar y expedir licencias de 

urbanismo y de construcción, y ejerce una función pública para la 

verificación del cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación 

vigentes en el distrito o municipio, a través del otorgamiento de licencias 

de urbanización y construcción, conforme a lo establecido en los artículos 

35 y 36 del decreto 1052 de 1998, “por el cual se reglamentan las 

disposiciones referentes a licencias de construcción y urbanismo, al 

ejercicio de la curaduría urbana y las sanciones urbanísticas” . La  
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solicitud de licencia debe comunicarse y la licencia notificarse, conforme 

a lo establecido en el artículo 22 del decreto 1052 de 1998.  

 

Entonces, en lo que concierne: (a) Los actos mediante los cuales se 

resuelva sobre las solicitudes de licencia deben ser notificados 

personalmente a los vecinos, por quien los haya expedido o la persona 

en quien haya sido delegada esa función; (b) La función de hacer la 

notificación puede delegarse, como está expresamente dicho en la 

disposición transcrita, pero en conformidad con lo establecido en el 

artículo 9.º de la ley 489 de 1998; (c) Para hacer la notificación personal, 

previamente se enviará citación por correo certificado, si no hay otro 

medio más eficaz de hacerlo, de manera que si hubiera un medio más 

eficaz es ese y no el correo certificado el que debe emplearse, y (d) Si no 

se pudiera hacer la notificación personal al cabo de cinco días del envío 

de la citación -solo en ese caso-, la notificación puede hacerse por edicto. 

 

 

 

 

 2.1.4.8 Consejo de Estado, Sentencia de 5 de julio de 2002. Radicación 

N°: 76001-23-25-000-1996-4088-01(7171), C.P: Olga  Inés Navarrete. 
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 ACTOS ADMINISTRATIVOS PARTICULARES - Lo es el que otorga 

licencia de uso del suelo a un establecimiento / ACCIÓN DE NULIDAD CONTRA 

ACTOS PARTICULARES - Procedencia: en los casos previstos por la ley o 

cuando tenga interés para la comunidad al afectar orden público social y 

económico / TEORÍA DE LOS MOTIVOS Y FINALIDADES - Evolución 

jurisprudencial 

 

“Del contenido….se trata de un acto de carácter particular y concreto, en la 

medida en que le otorgó licencia de uso del suelo a un particular para que 

estableciera un casino, por lo cual, en principio, podría afirmarse que contra 

la misma sólo es procedente la acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho, ya que, la acción de nulidad, por regla general, sólo procede 

contra actos de carácter general, cuyo objetivo es mantener la legalidad del 

orden jurídico abstracto. Se dice que, en principio, pues la Sala Plena del 

Consejo de Estado, a partir de la sentencia del 10 de agosto de 1.961, con 

ponencia del Doctor Carlos Gustavo Arrieta, sostuvo que para establecer la 

procedencia de las acciones no hay que tener en cuenta la naturaleza del 

acto sino los motivos determinantes de la acción y las finalidades señaladas 

por la ley, lo cual significa que la acción de simple nulidad procede contra 

los actos particulares y concretos, siempre y cuando la finalidad de la 
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misma sea solamente el restablecimiento del orden jurídico. La doctrina de 

los motivos y finalidades fue modificada en providencia de la Sección 

Primera de 2 de agosto de 1990, Consejero Ponente, Doctor Pablo J. 

Cáceres Corrales, en la que se concluyó que la acción de nulidad procede 

contra los actos administrativos particulares para los cuales dicha acción 

esté expresamente prevista en la ley. En sentencia de la Sección Primera 

de 26 de octubre de 1995, Consejero Ponente Doctor Libardo Rodríguez, se 

dejó dicho que para que la acción de simple nulidad proceda contra un acto 

creador de una situación jurídica individual y concreta, a pesar de que no 

haya sido expresamente prevista en la ley, se requiere que la situación 

conlleve un interés para la comunidad en general, de tal naturaleza e 

importancia que desborde el simple  interés de la legalidad en abstracto, por 

afectar de manera grave y evidente el orden público social o económico. En 

estos casos, no obstante, deberá vincularse al proceso a la persona 

directamente afectada con el acto. La anterior posición jurisprudencial fue 

reafirmada por la Sala Plena de esta Corporación en  sentencia S-404 de 

29 de octubre de 1.996, con ponencia del Doctor Daniel Suárez 

Hernández.” 
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 2.1.4.9  Consejo de Estado. Sentencia de 28 noviembre de 2002.  

Radicación N° 66001-23-31-000-2002-0857-01(ACU-1641), C.P: Darío Quiñones 

Pinilla. 

 

Se presenta una controversia en cuanto el demandante considera, de una 

parte, que le asiste el derecho a que se le reconozcan los efectos legales 

de la decisión favorable por silencio administrativo positivo, en los términos 

previstos en el artículo 42 del C.C.A. y, de otra, que el Curador Urbano 

Primero de Pereira incurrió en una vía de hecho al revocar directamente el 

acto de protocolización del silencio administrativo positivo sin su 

consentimiento. Para la Sala una definición sobre ese asunto escapa al 

ámbito de la acción de cumplimiento. Esa acción no se puede utilizar como 

un mecanismo orientado a obtener del juez una orden dirigida a una 

autoridad administrativa o a una persona privada que ejerza funciones 

públicas para que reconozca un derecho o un beneficio que el accionante 

cree tener a su favor, pues ello implicaría un desconocimiento de la 

Constitución o de la ley que le asigna a esa autoridad la competencia para 

decidir sobre el particular. Se encuentra acreditado que el Curador Urbano 

Primero de Pereira, mediante la Resolución 00005 de 2002, en la que 

invoca el ejercicio de las facultades que le confieren, entre otros, los 

artículos 69 y 73 del C.C.A., confirmada por la distinguida con el número 
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00006 del 16 de julio siguiente, revocó de manera directa el acto positivo 

presunto por silencio administrativo, protocolizado por Escritura Pública 

número 2063 del 14 de mayo de 2002 de la Notaría Primera del Círculo de 

Pereira. Esas decisiones están contenidas en unos actos administrativos 

revestidos de presunción de legalidad y, por tanto, son susceptibles de 

impugnación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo mediante 

el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 

consagrada en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo, dentro 

del término de caducidad de la acción conforme a lo indicado en el artículo 

136 del mismo Código -cuatro meses contados a partir de la notificación-. 

 

 Para el caso de las compensaciones por sustracción de áreas de reserva 

forestal, la Ley 145 de 2011, art. 204, establece que en sustracciones de este tipo, 

la autoridad ambiental competente impondrá las medidas de compensación, 

restauración y reparación.  

 

 

 

 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

85 

 

 2.1.4.10 Consejo de Estado, Sentencia del 6 de marzo de 2003. 

Radicación N° 73001-23-31-000-2000-3448-01(AP-856), C.P: Darío Quiñones 

Pinilla. 

 

DERECHO A LA MORALIDAD ADMINISTRATIVA - Inexistencia de 

violación por autoridad que permitió asentamientos subnormales / 

DERECHO AL GOCE DEL ESPACIO PUBLICO - Protección. Orden de 

reubicar asentamiento subnormal / ASENTAMIENTO SUBNORMAL - 

Orden de reubicación para proteger goce del espacio público 

 

En relación con los derechos colectivos al goce del espacio público y a 

la utilización y defensa de los bienes de uso público, se tiene que 

aunque no obran en el expediente documentos que demuestren que los 

terrenos donde se ubica la comunidad de Las Acacias son de propiedad 

del municipio de Ibagué, sí existen elementos de juicio en el expediente 

que permiten deducirlo. Pues bien, para entender el significado y el 

núcleo de protección de interés colectivo de protección al espacio 

público y el derecho al goce del mismo, es necesario referirse al artículo 

5º de la Ley 9ª de 1989 que define el concepto.  
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En consideración con lo anterior, se concluye, de un lado, que el 

asentamiento subnormal de la comunidad de Las Acacias vulneró los 

derechos colectivos al goce del espacio público y a la utilización y 

defensa de los bienes de uso público y, de otro, que la restitución de 

esos bienes correspondía al alcalde de Ibagué. Eso significa que la 

primera autoridad municipal tiene a su cargo la obligación de conservar 

y salvaguardar el uso adecuado y común del espacio público. Para 

proteger ese derecho colectivo, la sentencia de primera instancia 

ordenó al Municipio de Ibagué que reubique a los residentes del sector 

de Las Acacias en un término de dos años contados a partir de la 

ejecutoria de la sentencia. La Sala está de acuerdo con esa decisión. 

Finalmente, porque el término de dos años para reubicar a los 

habitantes del sector de Las Acacias se considera razonable, en tanto 

que para adelantar esa política se requiere de disponibilidad 

presupuestal y de trámites jurídicos y técnicos que no pueden tramitarse 

en espacios reducidos de tiempo. No obstante lo anterior, la Sala 

considera necesario precisar que si bien es cierto la política de 

reubicación es válida y concilia los derechos e intereses involucrados, 

también es cierto que, dentro de la competencia discrecional de las 

autoridades administrativas, se podrían encontrar otras alternativas que 

de igual forma garantizan la protección de los derechos objeto de 
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análisis. Por lo tanto, se considera necesario modificar la decisión del 

Tribunal para ordenar al Alcalde de Ibagué que dentro del término de 2 

años reubique a los residentes del sector de Las Acacias o adelante 

otras gestiones administrativas que se consideren adecuadas para dar 

solución definitiva al uso indebido del espacio público en esa zona. 

 

En  cuanto a la violación de los derechos colectivos a la seguridad y 

salubridad públicas, se tiene en el expediente que aunque es cierto que 

su afectación no deriva directamente de la existencia del asentamiento 

subnormal, no es menos cierto que en el sector de Las Acacias y sus 

alrededores la Policía ha adelantado operativos por la denuncia de la 

ocurrencia de hechos violentos y, tal y como consta en las pruebas 

descritas en precedencia, las autoridades locales han advertido la 

ocurrencia de esos hechos.  
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 2.1.4.11  Consejo de Estado, Sentencia del 18 de marzo de 2004. 

Radicación N° 52001-23-31-000-2002-1750-01(AP), C.P: Germán Rodríguez 

Villamizar. 

 

 BIENES DE DOMINIO PRIVADO - Concepto / BIENES DE DOMINIO 

PUBLICO - Concepto. Clasificación / BIENES FISCALES - Concepto / BIENES DE 

USO PUBLICO - Concepto / BIENES DE USO PUBLICO - Características 

 

En la Constitución Política y en la legislación civil, se pueden distinguir 

dos tipos de bienes sujetos a regímenes jurídicos diferentes: los 

colectivos o públicos y los individuales o particulares. Los bienes de 

dominio privado, protegidos por el artículo 58 de la Carta Política y 

regulados por las leyes civiles, son aquellos que caen bajo el exclusivo 

dominio de sus propietarios, entendiendo por dominio el derecho real 

sobre una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbitrariamente, 

sin ir en contra de la ley ni de un derecho ajeno. (art. 669 Código Civil). 

Los bienes de dominio público por su parte, de los cuales toda la 

comunidad debe servirse según sus necesidades, constituyen el 

conjunto de bienes destinados al desarrollo o cumplimiento de las 

funciones públicas del Estado o aquellos que están afectados al uso 

común, tal como se dispone en los artículos 63, 82, 102 de la 
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Constitución. De acuerdo con el artículo 674 del Código Civil, los bienes 

de dominio público se subclasifican a su vez en bienes fiscales y en 

bienes de uso público. Los bienes fiscales o estatales, son aquellos que 

pertenecen a sujetos de derecho público y que, por lo general, están 

destinados al cumplimiento de las funciones públicas, es decir, los 

utilizan para el giro de sus actividades. Los bienes de uso público 

propiamente dichos, sometidos a un régimen jurídico especial, son 

aquellos bienes destinados al uso, goce y disfrute de la colectividad y, 

por lo tanto, están al servicio de ésta en forma permanente, con las 

limitaciones que establece el ordenamiento jurídico y la autoridad 

competente que regula su utilización, como calles, plazas, parques, 

puentes, caminos, etc.; por lo anterior, es claro que el Estado cumple 

simplemente una función de protección, administración, mantenimiento 

y apoyo financiero a esta clase de bienes. Así mismo, los bienes de uso 

público figuran en la Constitución como aquellos bienes que reciben un 

tratamiento especial, ya que son considerados como inalienables, 

inembargables e imprescriptibles. Nota de Relatoría: Ver Exps. 16596 

del 16 de febrero de 2001 y 18503 del 22 de febrero de 2001. 

 

BIENES DE USO PÚBLICO - Inalienables. Inajenable e imprescriptible / 

BIENES DE USO PUBLICO -Regulación constitucional y legal  
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Los bienes de uso público son inalienables, es decir, no se pueden 

negociar por hallarse fuera del comercio en consideración a la utilidad 

que prestan en benefició común, por lo que, no puede celebrarse sobre 

ellos acto jurídico alguno. Esta característica tiene dos consecuencias 

principales: la de ser inajenables e imprescriptibles. La inajenabilidad 

significa que no se puede transferir el dominio de los bienes públicos a 

persona alguna; y la imprescriptibilidad, es entendida como el fenómeno 

en virtud del cual no se puede adquirir el dominio de los bienes de uso 

público por el transcurrir del tiempo, en el sentido que debe primar el 

interés colectivo y social, así, su finalidad es la conservación del 

dominio público en su integridad, toda vez que es contrario a la lógica, 

que bienes destinados al uso público de los habitantes puedan ser 

asiento de derechos privados. De esta forma, el Código de 

Procedimiento Civil en el artículo 407, numeral 4º, modificado por el 

artículo 1º, numeral 210 del decreto -ley 2282 de 1989, sustrae la 

posibilidad de adquirir por prescripción los bienes de propiedad de las 

entidades públicas. De otro lado, la misma Constitución Política define 

categóricamente el titular del derecho de dominio de los bienes 

públicos, dejando atrás la clásica discusión sobre la titularidad de los 
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mismos, en la que unos afirmaban que el propietario de los bienes de 

uso público era el pueblo y otros, el Estado. 

 

 

 2.1.4.12  Consejo de Estado, Sentencia del 13 mayo de 2004. Radicación 

N°76001-23-31-000-2002-02821- 01(AP), C.P: Camilo Arciniegas Andrade. 

 

 ASENTAMIENTO ILEGAL - Prohibición de inversión pública: Ley 812 de 

2003/ ALCANTARILLADO -No procede en asentamiento sobre el corredor férreo: 

reubicación/ REUBICACIÓN DE ASENTAMIENTO ILEGAL - Protección en acción 

popular/ … 

 

De las pruebas aportadas al proceso se evidencia un grave problema de 

salubridad originado por la saturación del pozo séptico, por su 

rebosamiento con el consiguiente vertimiento de excretas a cielo abierto 

y de aguas residuales domésticas en el sector de La Balastrera, 

agravado por el desconocimiento de las más elementales normas de 

higiene y de seguridad por parte de sus habitantes, quienes arrojan a 

este basuras y residuos de alimentos lo que incrementa la propagación 

de plagas de insectos, los malos olores y que además carece de 

cerramientos adecuados, lo que representa un peligro especialmente 
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para la población infantil. Pese a no controvertir el compromiso a la 

salubridad que para los habitantes del sector representa la problemática 

descrita, el Municipio de Tulúa argumenta que la comunidad es 

responsable de haber creado la situación que produce la afectación de 

los derechos a la salubridad pública y el ambiente sano, pues se trata 

de un asentamiento ilegal. El municipio además aduce que los 

habitantes serán reubicados y que FERROVÍAS ha requerido el 

desalojo de las áreas que ocupan por corresponder a zona de seguridad 

del corredor férreo que en virtud de contrato de concesión la empresa 

TREN DE OCCIDENTE está obligada a poner en funcionamiento. No le 

asistió razón al apoderado del municipio al aducir el artículo 99  de la 

Ley 812 de 2003, pues aunque ciertamente dispuso que «queda 

absolutamente prohibida la inversión de recursos públicos en 

asentamientos originados en invasiones o loteos ilegales realizados con 

posterioridad a la vigencia de la presente ley» no es esta la situación del 

caso presente pues el asentamiento ilegal a lo menos data de 1999 y 

esta tuvo lugar el 27 de junio de 2003. (Diario Oficial 45231).  

 

De otra parte acertó el Tribunal al conceder el amparo de los derechos 

al goce de un ambiente sano y a la salubridad públicas, pues el material 

probatorio allegado al expediente probó plenamente su vulneración a 
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causa de la conducta omisiva de las autoridades municipales, quienes a 

lo menos desde el año 1999 conocen de los riesgos a la salubridad que 

produce la saturación del pozo séptico y su rebosamiento, sin que 

demostraran que han venido adoptando las medidas para que la 

reubicación de los habitantes del sector de La Balastrera se produzca 

en un plazo razonable.” 

 

 2.1.4.13 Consejo de Estado, Sentencia de noviembre 24 de 2005. 

Radicación N° 05001-23-31-000-2003-02227-01(AP), C.P: María Claudia Rojas 

Lasso. 

 

“El Plan Básico de Ordenamiento Territorial de La Ceja, Antioquia, 

reglamenta, tal como lo establece la Ley 388 de 1997, las obligaciones 

que debe cumplir todo urbanizador al cual se le ha otorgado una licencia 

de urbanismo; el artículo 343 señala: (.....) El urbanizador tendrá como 

obligación entregar como mínimo las siguientes obras: 1. Los andenes, 

cordones, calzadas pavimentadas, cunetas y zonas verdes de las vías 

vehiculares y peatonales. 2. Apertura y explanación de las zonas verdes 

y recreativas y las destinadas a futura obligación de servicios colectivos, 

las cuales deben quedar claramente delimitadas. 3. Concertar con la 

Secretaría de Planeación las áreas de cesión, las cuales deben ser 
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entregadas al Municipio adecuadas y habilitadas para su uso; estas 

deberán cumplir con todas las condiciones para su adecuado 

funcionamiento en cuanto al acceso, aptitud para la construcción de los 

servicios que allí se instalen y no tener afectaciones que impidan su 

utilización (....)”. La ley 388 de 1997 establece que los municipios 

pueden establecer los objetivos, directrices, políticas, estrategias, 

actuaciones y normas adoptadas para orientar y administrar el 

desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo. Por lo tanto el 

municipio de La Ceja, Antioquia, al expedir el Acuerdo 031 de 2000, 

conforme a la Ley 388 de  1997, reglamentó la actividad urbanística 

estableciendo directrices y normas orientadoras, las cuales los 

urbanizadores están en la obligación de cumplir por ser normas de 

orden público. A la Asociación San Judas le fue otorgada licencia de 

urbanismo, pues así lo establece la Resolución 006 de 2000, expedida 

por la Secretaría de Planeación Municipal de la Ceja, Antioquia. Al 

conceder una licencia de urbanismo a la Asociación San Judas esta se 

encuentra en la obligación de construir los andenes, calzadas 

pavimentadas, cunetas y zonas verdes de las vías vehiculares y 

peatonales. La Urbanización de Vivienda San Judas, es una 

urbanización de interés social que tiene como objetivo satisfacer la 

necesidad de vivienda a sus asociados, a la cual se aplican las normas 
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del Acuerdo 031 de 2000, Plan Básico de Ordenamiento  Territorial, el 

cual establece lo siguiente respecto a esta clase urbanizaciones: Las 

urbanizaciones de vivienda de interés social que se desarrollen en el 

Municipio de La Ceja, se someterán a las siguientes normas, siempre y 

cuando no superen el valor de 100 salarios mínimos legales vigentes 

(....)” De acuerdo con lo anterior se puede concluir que el hecho de que 

la Asociación San Judas sea una urbanización de interés social no la 

exime de la obligación de construir los espacios públicos como los 

andenes, calzadas, vías, etc” 

 

 2.1.4.14 Consejo de Estado, Sentencia del 14 de junio de 2007. 

Radicación N°11001-23-24-00 2001-00505-01, C.P:  Camilo Arciniegas Andrade.  

 

LEGALIZACIÓN DE URBANIZACIONES - Definición; requisitos; 

efectos; regulación legal; competencias / VIVIENDA DE INTERÉS 

SOCIAL - Legalización de urbanizaciones / URBANIZACIONES - 

Legalización; efectos; regulación. 

 

Para resolver el recurso de apelación en cuanto a la declaración de 

caducidad de la acción, la Sala reseñará las normas reguladoras de la 

notificación y publicación del acto administrativo por el cual se legaliza 
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una urbanización y se regulariza el correspondiente asentamiento 

humano. La Ley 9ª de 1989, en su artículo 48, contempló la legalización 

de urbanizaciones constituidas por viviendas de interés social, y le 

atribuyó como efectos su incorporación al perímetro urbano o de 

servicios y la regularización urbanística del asentamiento humano: (…). 

La regularización urbanística habilita al asentamiento para recibir los 

servicios públicos. El Acuerdo 6 de 1990 del Concejo de Bogotá, en su 

Capítulo X «Legalización de Desarrollos Urbanos», artículo 263, 

consideró la legalización como un procedimiento, esto es, como una 

actuación administrativa que culmina con el acto por el cual se reconoce 

el asentamiento humano, se aprueban los planos correspondientes y se 

expide su reglamentación: (…). Una vez ordenada por el Concejo la 

legalización, el DAPD deberá iniciar y concluir la correspondiente 

actuación administrativa.  

 

Sin embargo, el artículo 239, literal c) ibídem reconoce a los 

propietarios, poseedores, arrendatarios y tenedores de inmuebles a 

cualquier título, interés jurídico para solicitar que se inicie la actuación, y 

para coadyuvarla o impulsarla. En cuanto a citación, notificación y 

publicaciones en esta actuación administrativa, el artículo 242 del 

Acuerdo 6° de 1990 dispone: (…). Al tenor de esta norma, si hubiese 
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particulares que pudieran resultar afectados, se les deberá comunicar la 

existencia de la actuación y su objeto; si existieren terceros 

directamente interesados en la actuación se les deberá citar para que 

se hagan parte y hagan valer sus derechos; y si hubiese terceros no 

determinados que puedan estar directamente interesados o resultar 

afectados con la decisión, el texto o un extracto de la decisión se 

publicará (insertará) en la Gaceta de Urbanismo y Construcción de Obra 

para el Distrito Especial de Bogotá. En todo caso, se aplicarán las 

normas del Título I (Libro Primero) del CCA. 

 

LEGALIZACIÓN DE URBANIZACIONES - Finalidades; competencia en 

Bogotá D.C.; procedimiento administrativo El artículo 236 del Acuerdo 

6° de 1990 define el proceso de legalización como «el procedimiento 

mediante el cual se adoptan las medidas administrativas encaminadas a 

reconocer oficialmente la existencia de un asentamiento o edificio, a dar 

la aprobación a los planos correspondientes y a expedir la 

reglamentación respectiva». Posteriormente, el artículo 1° del Decreto 

Distrital 688 de 1996 (6 de noviembre) «por el cual se reglamenta el 

proceso de legalización o reconocimiento oficial de desarrollos, 

asentamientos o barrios localizados al interior o exterior del Área 

Urbana del Distrito Capital», precisó: (…). Según estas normas, la 
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finalidad de la legalización de un barrio consiste fundamentalmente en 

su incorporación al perímetro urbano, y en la regularización urbanística 

del asentamiento, singularmente para facilitar a sus habitantes el 

acceso a los servicios públicos, cuya prestación es inherente a la 

finalidad social del Estado.  

 

La legalización de un asentamiento de origen clandestino, contemplada 

por la ley, puede disponerse sin otro requisito que el señalado en el 

artículo 48 de la Ley 9ª de 1989, esto es, que esté formado por 

viviendas de interés social, conforme las define la ley. La competencia 

para legalizar asentamientos urbanos radica en las administraciones 

municipales o distritales, como acto concerniente al ordenamiento del 

desarrollo de su territorio (art. 311 CP). En el Distrito Capital, es 

atribución del DAPD según lo dispuesto en el artículo 239 del Acuerdo 

6° de 1990. 

 

 AFECTACIÓN A INMUEBLE POR OBRA O VÍA PUBLICA - Definición 

legal; efectos; COMPENSACIÓN POR PERJUICIOS REALES; 

inaplicación en legalización de urbanizaciones/… 

. 
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El artículo 37 de la Ley 9ª de 1989 define la afectación como toda 

restricción impuesta por una entidad pública que limite o impida la 

obtención de licencias de urbanización, parcelación, construcción o 

funcionamiento. Las afectaciones pueden imponerse por causa de una 

obra pública o por protección ambiental. Las que se fundamenten en la 

construcción de una obra pública podrán imponerse por 3 años 

prorrogables hasta 6. La Administración celebrará con el propietario un 

contrato en que se pacte el valor y forma de pago de los perjuicios 

ocasionados durante el tiempo de la afectación. El artículo 123 del 

Acuerdo 6 de 1990 concierne a las afectaciones impuestas a inmuebles 

aptos para ser urbanizados, parcelados o construidos. Tanto es así que 

condiciona el pago de la compensación a la ocurrencia real del perjuicio. 

Y es palmario que no existe perjuicio cuando el propietario se encuentra 

en imposibilidad física para urbanizar o construir. Por tanto, esta norma 

no es aplicable a la legalización de asentamientos urbanos. Confirma 

este aserto el Capítulo X del Acuerdo 6 de 1990, que contiene 

disposiciones especiales respecto de asentamientos legalizados. El 

artículo 246 define como «habilitación» la actuación adelantada por la 

Administración para dotarlos de los espacios necesarios para uso 

público y estructura vial: (…). Los programas de habilitación en 
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asentamientos legalizados son, entonces, materia distinta de la 

imposición de afectaciones y de la consiguiente compensación. 

 

LEGALIZACIÓN DE URBANIZACIONES - No tiene efectos sobre el 

derecho de propiedad: no priva a nadie de acciones posesorias o 

reivindicatorias. 

 

Por las consideraciones expuestas, el argumento sobre violación de la 

propiedad privada no está llamado a prosperar. Para la Sala es claro 

que el procedimiento y el acto de legalización, no causan ningún 

perjuicio a los propietarios, pues con legalización o sin ella, estos 

habían perdido de hecho sus derechos.  

 

Efectivamente, la posesión que ejerce la comunidad asentada en el 

Desarrollo legalizado, data de comienzos de los años 70, luego la 

pérdida de los atributos del derecho de propiedad no fue consecuencia 

del acto administrativo de legalización como alega el actor, pues esta 

decisión solamente tiene incidencia en el ámbito urbanístico, y carece 

de trascendencia jurídica sobre la propiedad privada. Así pues, el acto 

acusado no infligió lesión alguna al derecho de propiedad por actuación 

de la Administración..” 
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 2.1.4.15 Consejo de Estado, Sentencia del 21 de febrero de 2008. 

Radicación N° 25000-23-24-000-2002-01058-01,  C.P: Martha Sofía Sáenz Tobón. 

 

 ACTOS DE CARÁCTER MIXTO - Inmuebles de conservación arquitectónica / 

INMUEBLES DE  CONSERVACIÓN ARQUITECTÓNICA - Actos de carácter mixto: 

acciones procedentes. El Decreto 606 de 2001, acusado de nulidad parcial, “Por 

medio del cual se adopta el inventario de algunos Bienes de Interés Cultural, se 

define la reglamentación de los mismos y se dictan otras disposiciones”… 

 

Respecto de estos actos de carácter mixto ha señalado la jurisprudencia 

de esta Corporación, que pueden demandarse tanto en acción de 

simple nulidad, como de nulidad y restablecimiento del derecho, pero 

que quien pretenda algo más que la simple desaparición de los efectos 

jurídicos del acto, como sería el caso de indemnizaciones por perjuicios, 

necesariamente debe acudir a la acción de nulidad y restablecimiento. 

En efecto, la primera parte del decreto acusado fijó normas generales, 

entre otras, sobre: obras permitidas y restricciones en este tipo de 

inmuebles, como lo son, entre otras, la restauración, adecuación 

funcional, mantenimiento, reconstrucción parcial y obras locativas, 

dimensiones, antejardines, aislamientos; obras no permitidas o 
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características tipológicas y morfológicas originales de la edificación que 

deben mantenerse tanto al interior como al exterior del inmueble; 

regulaciones y restricciones en cuanto a la existencia de sótanos, 

estacionamientos, englobe y uso de los mismos. El anexo 1 del Decreto 

de manera particular y concreta señaló los predios que están sometidos 

a la reglamentación anterior. 

 

ACCIÓN POPULAR - No puede declarar la nulidad de los actos 

administrativos pero sí suspender su aplicación / ACTO 

ADMINISTRATIVO Y ACCIÓN POPULAR - Improcedencia de su 

nulidad; procedencia de la suspensión 

 

No quiere decir lo anterior que un acto administrativo no pueda ser 

fuente de amenaza o violación de los derechos colectivos, pues en la 

jurisprudencia de esta Corporación, cuando así ocurra su aplicación o 

ejecución puede ser suspendida con miras a proteger dichos derechos, 

dado que el pronunciamiento acerca de la nulidad de tales actos solo 

puede ser emitido por el juez de lo contencioso administrativo. Sin 

embargo, debe anotarse que el objeto de estudio del acto administrativo 

que origina la afectación del derecho o interés colectivo no es el mismo 

en la acción popular y en la acción contencioso administrativa.  
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En efecto, mientras que en la primera se busca efectuar un análisis 

constitucional de interés afectado, por medio de la constatación y 

demostración de la afectación del derecho colectivo, en la segunda se 

efectúa un cotejo entre el acto administrativo y las normas que lo 

sustentan, lo cual no siempre implica un análisis de afectación del 

derecho colectivo, pues el objeto de la acción contencioso 

administrativa, se efectúa el control de legalidad del acto y, por lo tanto, 

puede declararse la nulidad. A su turno, en la acción popular no puede 

declararse la nulidad del acto porque esta no versa sobre su legalidad, 

pero sí puede suspender la ejecución o aplicación de un acto 

administrativo que viola o amenaza derechos o intereses colectivos. 

 

2.1.4.16  Consejo de Estado, Sentencia Marzo 16 de 2012.  Radicación 

número: 50001-23-31-000-2010-00049-01: C.P.  María Claudia Rojas Lasso.  

“En relación con el tema objeto de estudio, es necesario clarificar que se 

pueden ejercitar dos (2) tipos de acciones, a saber, la consignada en el 

artículo 84 del C.C.A., y, la estatuida en el artículo 85, ambas dirigidas a 

declarar la nulidad de actos administrativos, ésta última con un ítem 

adicional, el cual comprende el restablecimiento de un derecho, bien 
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retrotrayendo las cosas a su estado anterior o reparando el perjuicio 

causado.  

 

La Sala observa que para el caso en concreto, las pretensiones de la 

demanda están orientadas a declarar la nulidad de las licencias Nos. 

50001-2-07-0358 de 2008 (29 de febrero) y 50001-2-08-0189 de 2008 (23 

de junio), cuyo objeto se circunscribe a la construcción de un 

hipermercado de 2 pisos y, la Resolución No. CUSV 08-10-094 de 2008 

(24 de octubre), por la cual se corrige la información contenida en las 

licencias de construcción, en el sentido de determinar que el predio se 

ubica en el área de actividad dotacional y no en área de actividad 

comercial. 

  

Dichos actos administrativos revisten un contenido de carácter particular, 

concreto y subjetivo, por cuanto encierran una pretensión en particular, 

esto es, la demolición y construcción de una nueva obra, lo que 

ocasionaría un perjuicio grave en caso de que se llegarán a declarar 

nulos. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior y dado que los actos administrativos 

expedidos por la Curaduría Urbana son de contenido particular y 
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subjetivo, se entendería que debe invocarse la acción consagrada en el 

artículo 85 del C.C.A., por cuanto no sólo se pretende la nulidad de 

dichas licencias, sino que se restablezca un derecho en concreto a favor 

del actor. 

 

Efectuada la anterior aclaración, se advierte que lo relevante aquí se 

circunscribe al tema de la caducidad, cuestión que el a quo examinó, en 

el caso sub judice, en el sentido de establecer que la misma opera en un 

lapso de cuatro (4) meses, contados a partir de la publicación, 

notificación, comunicación o ejecución de los actos administrativos 

demandados, según sea el caso, tal como lo prevé el numeral 2 del 

artículo 136 del C.C.A. 

 

No obstante lo anterior, el numeral 7°22 del mismo artículo, confiere a las 

entidades públicas un término de dos (2) años para intentar las acciones de 

restablecimiento del derecho. 

 

En lo que tiene que ver con las curadurías urbanas, el artículo 101 la Ley 

388 de 1997, modificado por el artículo 9° de la Ley 810 de 2003, dispone 

                                                           
22 Art. 136. Caducidad de las acciones. Modificado. Decr. 2304 de 1989, art. 23. Modificado. Ley 
446 de 1998, art. 44. (…)  ……7. Cuando una persona de derecho público demande su propio acto 
la caducidad será de dos (2) años contados a partir del día siguiente al de su expedición.   
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que es una función pública que ejerce y le pertenece a los municipios a 

través de curadores urbanos. El citado artículo dispone: 

 

 “Artículo  9°. El artículo 101 de la Ley 388 de 1997 quedará así: 

Artículo 101. Curadores urbanos. El curador urbano es un particular 

encargado de estudiar, tramitar y expedir licencias de parcelación, 

urbanismo, construcción o demolición, y para el loteo o subdivisión de 

predios, a petición del interesado en adelantar proyectos de 

parcelación, urbanización,… 

 

6. El alcalde municipal o distrital, o su delegado permanente, será la 

instancia encargado de vigilar y controlar el cumplimiento de las 

normas urbanísticas por parte de los curadores urbanos…. 

 

En los mismos términos, el artículo 83 del Decreto 1052 de 199823, 

señala que corresponde a los alcaldes municipales o distritales ejercer la 

vigilancia y control durante la ejecución de las obras urbanísticas, con el 

fin de asegurar el cumplimiento de la licencia de urbanismo o de 

construcción y de las demás normas y especificaciones técnicas 

contenidas en los planes de ordenamiento territorial. 

                                                           
23 "Por el cual se reglamentan las disposiciones referentes a licencias de construcción y urbanismo, 
el ejercicio de la curaduría urbana y las sanciones urbanísticas” 
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Por consiguiente, le asiste razón a la parte actora en el sentido de 

establecer que la caducidad de la acción ocurre dentro del término de dos 

(2) años, conforme lo previsto por el numeral 7 del artículo 136 del 

C.C.A., comoquiera que los actos demandados son actos propios de la 

administración municipal de Villavicencio. 

 

Así las cosas, la Sala revocará el auto de 16 de junio de 2010, por medio 

del cual el Tribunal rechazó de plano la demanda y, en su lugar, 

dispondrá al a quo proveer lo que en derecho corresponda.” 

 

      2.1.4.17  Corte Constitucional, Sentencia  T-233/93  

 

Así las cosas, se tiene que el legislador de 1989 al aprobar la Ley 9a. de 

dicho año ya había acogido las modernas tendencias del Derecho 

Público que se fundamentan en el principio de la participación 

ciudadana en el control y en la defensa de sus intereses ante las 

actuaciones de las autoridades públicas del orden municipal en materia 

de administración urbanística; esto explica el artículo 65 mencionado, 

en sus dos primeros incisos, exige como regla general que las 

solicitudes de licencia urbanística sean comunicadas por correo a los 
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vecinos, a quienes inicialmente se les deberá citar en la dirección que 

aparezca en la solicitud o en los registros de la autoridad administrativa 

para que puedan hacerse parte y hacer valer sus derechos como 

terceros interesados en la actuación. 

  

Por mandato expreso de la ley, a estos terceros debe dárseles la 

oportunidad, mucho más después de la expedición de la Carta de 1991,  

para expresar sus opiniones en cuanto afectados e interesados 

especiales en los asuntos urbanísticos y en las decisiones que puedan 

afectarlos; la forma como se les vincula en dichos trámites especiales,  

está condicionada por la ley a la citación que se hará por correo a la 

dirección que se conozca, si no hay otro medio más eficaz.  Sólo si la 

citación no fuere posible o pudiere resultar demasiado costosa o 

demorada se podrá hacer la publicación en un periódico de alta 

circulación  local. 

 

 2.1.4.18 Corte Constitucional, Sentencia C-299/11  

 

Los Proyectos Integrales de Desarrollo Urbano PIDUs son un conjunto de 

decisiones administrativas y de actuaciones urbanísticas para la 

ejecución de operaciones urbanas integrales que procuran garantizar la 
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gestión y provisión de suelo para la ejecución de proyectos de 

construcción de vivienda y reubicación de asentamientos humanos. Los 

PIDUs se clasifican en dos categorías: en la primera no se requiere de la 

modificación del Plan de Ordenamiento Territorial POT, en tanto que en 

la segunda se presenta modificación de normas del POT, requiriéndose 

de un trámite adicional de concertación con la autoridad ambiental, más 

la ratificación previa de las modificaciones por parte del Concejo 

Municipal. Con la creación de los PIDUs el Gobierno Nacional persigue 

un fin constitucionalmente legítimo, como es el dotar en el menor tiempo 

posible a las personas afectadas por la ola invernal, de medios para 

atender los requerimientos relacionados con habilitación de predios para 

construcción de vivienda, buscando satisfacer los dictados del artículo 51 

superior en cuanto a vivienda digna, como también atender a las 

personas en situación de vulnerabilidad. 

 

Si bien el Decreto Legislativo 4821 de 2010 prevé como medida de 

emergencia la reducción del término para el otorgamiento de licencias 

urbanísticas, reduciendo de 45 a 30 días el término para que el curador 

urbano o la autoridad competente, se pronuncien sobre la respectiva 

solicitud, se establece que la falta de pronunciamiento equivale a silencio 

administrativo a favor del solicitante. 
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La Corte encuentra que el Decreto Legislativo 4821 del 29 de diciembre 

de 2010, cumple las exigencias formales establecidas por el artículo 215 

de la Constitución y la Ley 137 de 1994, Estatutaria de los Estados de 

Excepción 

 

Con el fin de establecer la conexidad entre las causas que motivaron la 

declaratoria del estado de emergencia y las medidas que en su desarrollo 

adoptó el Gobierno con el Decreto 4821 de 2010, la Corte tendrá en 

cuenta las consideraciones invocadas por el Gobierno al declarar el 

estado de emergencia a través del Decreto 4580 del mismo año, en la 

medida que fueron declaradas ajustadas a la Constitución Política, en la 

sentencia C- 156 de 2011 

 

Es decir, el Gobierno Nacional tenía razones fundadas para declarar el 

estado de emergencia y adoptar medidas destinadas a conjurar la crisis y 

evitar la extensión de sus efectos. Así, la Sala encuentra que existe 

conexidad entre los motivos que llevaron al Gobierno Nacional a declarar 

el Estado de emergencia y las medidas adoptadas mediante el Decreto 

4821 de 2010, por cuanto éste sirvió al Ejecutivo para implementar el 
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principal programa destinado a solucionar los problemas relacionados 

con la ausencia de vivienda..” 

 

 2.1.5  La licencia urbanística expedida bajo norma legal anterior Vs 

nueva disposición, en Colombia  

 

 Según el Decreto 0075 de 2013 proferido por el Ministerio de Vivienda, 

Ciudad y Territorio se regulariza dicha situación, así:  

 

c)  Que para los predios que cuenten con licencia de urbanización vigente 

o que  hayan culminado su proceso de urbanización ejecutando lo 

aprobado en la  respectiva licencia, al momento de tramitar la licencia de 

construcción no es  posible hacer exigencias distintas a las previstas en 

las normas urbanísticas que sirvieron de fundamento para la expedición 

de la licencia de urbanización, por cuanto de una parte, el parágrafo 4 del 

artículo 7 del decreto 1469 de 2010, dispone que cuando se presenten 

las anteriores circunstancias, se tendrá el derecho a que se le otorgue la 

respectiva licencia de construcción con fundamento en las normas y 

demás reglamentaciones que sirvieron de soporte para la expedición de 

la licencia de urbanización. 
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 En éste mismo sentido, el artículo 182 del Decreto Ley 019 de 2012 que  

modificó el artículo 99 de la Ley 388 de 1997, señala que las licencias confieren a 

su titular el otorgamiento del derecho de desarrollo y construcción en los términos 

y condiciones contenidos en el acto administrativo respectivo y conllevan la 

autorización sobre uso y aprovechamiento cuando se hayan cumplido con todas 

las obligaciones. 

 

d) Que las solicitudes de modificación de licencia urbanísticas vigentes 

de todo tipo se deben resolver con fundamento en las mismas normas 

que sirvieron para expedir la correspondiente licencia, por lo tanto no es 

posible hacer exigencias distintas a las contempladas en las normas que 

sirvieron de soporte para su expedición. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 48 del 

Decreto 1469 de 2010 o la norma que lo adicione, modifique o sustituya, en el 

caso de las urbanizaciones por etapas, los proyectos urbanísticos generales 

aprobados mediante acto administrativo antes de la entrada en vigencia del 

presente decreto mantendrán su vigencia y servirán de fundamento para la 

expedición de las licencias de urbanización de las demás etapas, siempre que la 

licencia de urbanización para la nueva etapa se solicite como mínimo treinta (30) 

días calendario antes del vencimiento de la licencia de la etapa anterior.  
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Lo anterior, sin considerar las afectaciones económicas producto de esas 

alteraciones y que, en principio, no deben afectar al administrado. 

 

2.2   EN ESPAÑA 

 

2.2.1  Antecedentes  

 

La normatividad se relaciona con la Ley de Suelos que inicia en el siglo 

XX con la reglamentación general que impone la Instrucción General de 

Sanidad de 12 de enero de 1904 a la que siguen las Instrucciones Técnico-

Sanitarias para los Pequeños Municipios de 1923. 

 

Según  Terán Fernando (1980), El avance más notable se da con el Estatuto 

Municipal de 1924, y su Reglamento de Obras, Servicios y Bienes 

Municipales de 14 de julio de 1924. Destaca también la Real Orden del 17 de 

noviembre de 1925, que aprueba el Reglamento y Nomenclátor de los 

Establecimientos Incómodos, Insalubres y Peligrosos, determinando las 

formalidades para la concesión de licencias y normas de clasificación e imposición a 

dichos establecimientos de las condiciones precisas para autorizar su 

funcionamiento. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Siglo_XX
http://es.wikipedia.org/wiki/Siglo_XX
http://es.wikipedia.org/wiki/12_de_enero
http://es.wikipedia.org/wiki/1904
http://es.wikipedia.org/wiki/1923
http://es.wikipedia.org/wiki/Estatuto_Municipal_de_1924
http://es.wikipedia.org/wiki/Estatuto_Municipal_de_1924
http://es.wikipedia.org/wiki/14_de_julio
http://es.wikipedia.org/wiki/Real_Orden
http://es.wikipedia.org/wiki/17_de_noviembre
http://es.wikipedia.org/wiki/17_de_noviembre
http://es.wikipedia.org/wiki/1925
http://es.wikipedia.org/wiki/Licencia
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Aunque el Estatuto carece de auténtica originalidad permite configurar 

la actividad urbanística como cometido ordinario de los ayuntamientos, muy de 

acuerdo con el espíritu de afirmación de la autonomía municipal de todo el texto 

de José Calvo Sotelo donde se concreta el papel y la misión 

del planeamiento dentro de aquella actividad. Concretamente impone la obligación 

de redactar un plan de ensanche con objeto de ordenar el extrarradio, la superficie 

comprendida entre del conjunto formado por el casco urbano y sus ensanches, y el 

límite del término municipal.24 

 

          Este mecanismo legal, fue ampliándose en años sucesivos, para frenar la 

especulación y abaratar los costes de urbanización. Sin embargo, resulta 

discutible que una entidad urbanizadora vaya a obtener repercusiones de suelo 

por un precio inferior a su valor real, que lo señala el mercado.25 

 

     Al ser ilegal la parcelación solo cabe edificar sobre suelo urbanizado por la 

propia Administración, o por particulares conforme a los nuevos mecanismos 

legales:  las conferidas en España según competencias sobre urbanismo y 

ordenación del territorio a las Comunidades Autónomas, donde aparece en castilla 

                                                           
24  De Terán , Fernando. "Planeamiento urbano en la España Contemporánea". Alianza 
Universidad, Madrid, 1980, páginas 42 a 43. 
25  Bidagor,  Pedro.  El problema del suelo en los alrededores de Madrid, en El Gran Madrid, 
número 24, Madrid, 1954. P. 5 

http://es.wikipedia.org/wiki/Actividad_urban%C3%ADstica
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Autonom%C3%ADa_municipal&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Jos%C3%A9_Calvo_Sotelo
http://es.wikipedia.org/wiki/Planeamiento
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Plan_de_ensanche&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Extrarradio
http://es.wikipedia.org/wiki/T%C3%A9rmino_municipal
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y León una categoría de suelo rural conocida como suelo rústico de asentamiento 

irregular formado los terrenos que hayan sido objeto de parcelación urbanística u 

ocupación por la edificación mediante procesos ajenos al marco normativo vigente 

en su momento.26 

 

En noviembre de 1926 se celebra el XI Congreso Nacional de Arquitectos, y 

primero en tratar sobre temas urbanísticos. César Cort  se postula como ardiente 

defensor del estatuto en contra de otras opiniones que ponían de manifiesto las 

limitaciones de la norma como Nicolau María Rubio i Tudurí quien había entrado en 

contacto con el ambiente howardiano de la ciudad-jardín británica plasmado en el 

Regional Planning, pero es en 1956 cuando oficialmente se define la Ley de 

Suelos.27   

 

 

 

 

2.2.2  Ley de Suelos 

 

                                                           
26  Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, Texto aprobado por Decreto 22/2004, de 29 de 
enero, y modificado por los Decretos 99/2005, de 22 de diciembre, 68/2006, de 5 de octubre, 
6/2008, de 24 de enero, y 45/2009 de 9 de julio. Een vigor desde el 17 de agosto de 2009. Artículo 
33 bis Suelo rústico de asentamiento irregular. 
27  Legislación en materia de urbanismo, Comunicación al XI Congreso Nacional de Arquitectos, 

Primero de Urbanismo. Publicación de la Sociedad Central de Arquitectos, Madrid, 1926. 

http://es.wikipedia.org/wiki/1926
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=C%C3%A9sar_Cort&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Nicolau_Maria_Rubi%C3%B3_i_Tudur%C3%AD
http://es.wikipedia.org/wiki/Ciudad-jard%C3%ADn
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En 1956 se dá La primera Ley del Suelo promovida por el arquitecto Pedro 

Bidagor,28 alrededor de quien se movió durante tres décadas la política urbanística 

española y a pesar de que nunca llegó a sintonizar con la Dirección General 

de Administración Local, tutora y orientadora de los Ayuntamientos, ni tampoco 

el Ministro de la Gobernación respaldó su política:29 

 

Esta tesis conduce a la idea relativa a que sólo en los supuestos 

indemnizatorios expresamente contemplados en la Ley se podrá generar un derecho 

de resarcimiento en caso de funcionamiento normal de la Administración, pues sólo 

la lesión producida en dichos supuestos tendrá naturaleza resarcible (carácter 

antijurídico del daño). Idea que adquiere una especial trascendencia en el contexto 

de la actividad urbanística de las Administraciones públicas, donde la potestad 

administrativa de planeamiento se extiende a la posibilidad plena de reforma o 

alteración de los planes, y lo hace a partir de la propia naturaleza reglamentaria de 

éstos, por una parte, y de la necesidad de adaptarlos a las exigencias cambiantes de 

la realidad. Y, en relación con la propia función social inserta en el derecho de 

propiedad urbanística (artículo 33.2 de la Constitución), que como regla general lleva 

                                                           
28  Pedro Bidagor Lasarte  (San Sebastián, 1906 -  Madrid  1996)  urbanista español, Impulsor del 
proceso de institucionalización del planeamiento urbano moderno en España en momentos críticos 
de su consolidación. En 1939 es autor del denominado Plan Bidagor, plan urbanístico de Madrid 
que no se hace efectivo hasta una década después en 1941. Realizó labores de consultoría 
urbanística en otras ciudades como es el caso de la ciudad de Sevilla.  Citado por Fernández 
Salinas, Víctor (1992). Universidad de Sevilla, ed. La reforma interior de Sevilla entre 1940 y 1959 
(primera edición).    p. 95. 

29  Larrodera,  Emilio. Consideraciones generales en torno a la Ley del Suelo. Curso sobre figuras 
de planeamiento y su gestión, Colegio Oficial de Arquitectos de Madrid, 1981 ISBN: 84-85572-29-7 

http://es.wikipedia.org/wiki/Ley_del_Suelo
http://es.wikipedia.org/wiki/Arquitecto
http://es.wikipedia.org/wiki/Pedro_Bidagor
http://es.wikipedia.org/wiki/Pedro_Bidagor
http://es.wikipedia.org/wiki/Administraci%C3%B3n_Local
http://es.wikipedia.org/wiki/Ayuntamiento
http://es.wikipedia.org/wiki/Ministerio_de_la_Gobernaci%C3%B3n_de_Espa%C3%B1a
http://es.wikipedia.org/wiki/San_Sebasti%C3%A1n
http://es.wikipedia.org/wiki/1906
http://es.wikipedia.org/wiki/Madrid
http://es.wikipedia.org/wiki/1996
http://es.wikipedia.org/wiki/Urbanismo_en_Espa%C3%B1a
http://es.wikipedia.org/wiki/Espa%C3%B1a
http://es.wikipedia.org/wiki/Plan_Bidagor
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a la consideración relativa a que la delimitación de su contenido a través de la 

ordenación territorial o urbanística no genera derecho a percibir indemnización 

alguna (artículos 3.1 del Texto Refundido de la Ley de Suelo y 49.1 de la Ley 7/2002, 

de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía). 

Nótese la importancia de estas consideraciones, que en este concreto 

contexto obligan además a diferenciar los supuestos de responsabilidad patrimonial 

frente a otras situaciones diferentes pero que, sin embargo, ofrecen una apariencia 

que pudiere inducir a confusión; se trata de la privación o afectación de derechos a 

partir del ejercicio de la potestad expropiatoria y, por otra parte, de los supuestos de 

delimitación por función social de la propiedad. 

 

 

2.2.2.1 Reforma en 1975 

 

La Ley de 1956 fue objeto de una primera reforma por la Ley 19/1975 que dió 

lugar al Texto Refundido de ambas leyes (RD 1346/1976), dicha norma fue objeto de 

desarrollo por el Reglamento de Planeamiento (RD 2159/1978), el Reglamento de 

Gestión Urbanística (RD 3288/1978) y, el Reglamento de disciplina urbanística (RD 

2187/1978). Siguió así vigente el Reglamento de Edificación Forzosa y Registro 

Municipal de Solares (D 635/1964). 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Real_Decreto
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La reforma afectó al régimen del suelo, redefiniendo las clases de suelo y 

haciendo evolucionar las determinaciones hacia el concepto de calificación del suelo. 

Las clases de suelo respecto al nuevo régimen se corresponden parcialmente con las 

anteriores. El suelo urbano se sigue llamando igual, aunque retocando su definición. 

El anterior suelo de reserva urbana se desdobla en suelo urbanizable 

programado (aquel que ha de ser urbanizado inmediatamente) y suelo urbanizable no 

programado (que se reserva para su desarrollo futuro mediante Programas de 

Actuación Urbanística). La modificación más sustancial reside en el régimen del 

suelo no urbanizable. La definición de las nuevas clases queda como sigue: 

 

1. Suelo urbano: Es aquel que tenga acceso rodado, abastecimiento de agua, 

evacuación de agua y suministro de energía eléctrica, o bien aquel que está 

comprendido en áreas consolidadas por construcción en al menos la mitad 

de su superficie. Aquel suelo que tenga plan parcial aunque no esté 

urbanizado, también será suelo urbano. 

 

2. Suelo urbanizable programado: Se realiza según previsiones temporales 

del plan que suelen ser de uno o dos cuatrienios. 

 

3. Suelo urbanizable no programado: Previsto para necesidades futuras. Se 

puede equiparar al suelo de reserva urbana de la ley del 56. se transforma 

http://es.wikipedia.org/wiki/Calificaci%C3%B3n_urban%C3%ADstica
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en suelo urbanizable programado con un Programa de Actuación Urbanística 

y se desarrolla según las necesidades urbanísticas con un Plan Parcial. 

 

4. Suelo no urbanizable: Elimina el derecho al aprovechamiento mínimo que la 

anterior ley reconocía. 

 

Dentro de las categorías de suelo urbano y urbanizable, aumentó los deberes de 

los propietarios de urbanizar y edificar y amplió las cesiones de suelo para fines 

públicos. En suelo urbanizable, impuso la cesión del 10% del aprovechamiento 

medio. Se puede decir por ello que se incrementó la participación de la comunidad en 

las plusvalías urbanas y se intensificó la aplicación del principio de reparto de 

beneficios y cargas más allá de las operaciones de reparcelación.   Del mismo modo 

que en la anterior ley cada clase de suelo tenía unas determinaciones, en la nueva 

cada clase tiene una calificación: 

 

1. El Suelo urbano o Suelo urbanizable Programado puede ser Suelo 

residencial, suelo industrial, suelo dotacional o sistemas generales. 

 

2. Para el Suelo urbanizable no programado se dan unos usos preferentes 

para el futuro. 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Aprovechamiento_(urbanismo)
http://es.wikipedia.org/wiki/Obligaci%C3%B3n_jur%C3%ADdica
http://es.wikipedia.org/wiki/Calificaci%C3%B3n_urban%C3%ADstica
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3. El Suelo no urbanizable puede ser común o protegido. 

 

La ley modifica sustancialmente los instrumentos de planeamiento, teniendo 

como novedad la necesidad de un estudio económico y financiero entre los trabajos a 

realizar para llevarlos a cabo. Quedan definidos: 

1. Plan Nacional de Ordenación 

 

2. Planes Directores Territoriales de Coordinación. Podrán tener ámbito 

supraprovincial, provincial o comarcal. 

 

3. Planes Generales Municipales. Se desarrollarán, según los casos, en 

 

1. Planes Parciales. 

2. Planes Especiales. 

3. Programas de Actuación Urbanística 

4. Estudios de Detalle. 

 

4. Normas Complementarias y subsidiarias del planeamiento . Son 

instrumentos pensados para municipios pequeños, es el único instrumento 

que no necesita estudio económico. 
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En cuanto a los sistemas de actuación para el desarrollo de los planes, mantiene 

los de compensación, cooperación y expropiación, eliminando el método de cesión 

de viales.  El aprovechamiento medio era un valor abstracto expresivo del valor 

medio del aprovechamiento lucrativo correspondiente a todo el sector en que se sitúa 

la parcela. Se determinaba en el Plan General solo para el suelo urbanizable 

programado, con lo que el suelo urbano quedaba fuera de la distribución de cargas y 

beneficios. No obstante, el art. 78.3 del Reglamento de Gestión, habilitaba la 

reparcelación voluntaria en unidades especialmente discontinuas en el suelo urbano, 

permitiendo así utilizar para equipamientos terrenos liberados de su aprovechamiento 

lucrativo por transferencia a otras parcelas en las que el Plan permitía la 

acumulación. 

 

La Reforma de 1975 supuso también una mayor nivelación en la valoración de 

unos y otros suelos que, a partir de entonces, con la desaparición del valor 

comercial y del expectante, se reducen a dos: el valor urbanístico y el valor inicial. 

 

 

2.2.2.2  Reforma de 1990 

 

Según Olmedo Alvarez,Julio  (2006), con el Partido Socialista Obrero Español, 

 PSOE,  se aprueba la ley 8/1990,  promovida por el gobierno de González, de 

http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Aprovechamiento_lucrativo&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/PSOE
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Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo.  Reforma el apartado 

referente a propiedad suelo, ahondando en la evolución del  ius aedificandi que se 

había iniciado en 1956. Los derechos sobre el suelo ya estaban ligados a la clase a 

la que pertenecían, ahora se ligan también al nivel de desarrollo que tengan. Aclara 

así la posición jurídica del suelo y potencia las facultades de la Administración en 

orden a la intervención tanto en la definición de los aprovechamientos como en el 

seguimiento del correcto seguimiento de los plazos de ejecución. Un suelo va 

adquiriendo derechos de la siguiente manera: 

 

1.  Se adquiere el derecho a urbanizar cuando esté aprobado el planeamiento 

específico. Esta etapa supone la conversión del suelo rústico a suelo 

urbanizable. 

 

2.  Se adquiere el derecho al aprovechamiento urbanístico , determinado por 

aplicación del aprovechamiento  marcado en el planeamiento municipal, 

cuando se cumplen los deberes de cesión, equi-distribución y urbanización en 

los plazos fijados. Este paso supone la conversión de suelo 

urbanizable a suelo urbano. 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Ius_aedificandi
http://es.wikipedia.org/wiki/Aprovechamiento_(urbanismo)
http://es.wikipedia.org/wiki/Aprovechamiento_tipo
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3.  Se adquiere el derecho a realizar las obras de edificación por la obtención 

de la licencia y cesa por caducidad de ésta en un expediente abierto al efecto. 

En esta etapa se materializa la edificación. 

 

4. Se adquiere el derecho al uso de la edificación, que incorpora 

al patrimonio la edificación, una vez ejecutada ésta con arreglo a la licencia y 

ajustada a la ordenación en vigor. Esta etapa culmina el proceso. 

 

La Administración tiene potestad para regular los plazos en que los derechos han 

de ejercitarse bajo sanción de pérdida o reducción. Además, en cada fase del 

proceso, el valor del suelo se determina conforme a las etapas que se hayan 

completado, de forma que un suelo urbanizable, cuando no se ha iniciado la primera 

etapa se valora conforme a su valor inicial, mientras que si ese mismo terreno ha 

cumplido la tercera, se valorará conforme al valor de mercado. Este sistema de 

valoraciones se extiende a cualquier circunstancia, no solo a las valoraciones por 

razones urbanísticas. 

 

La ley recoge la complejidad administrativa que comporta la existencia de varias 

clases de suelo entre los que el urbanizable no programado y el no urbanizable no 

tienen aparejado ius aedificandi alguno. Sin embargo, en el interior del suelo urbano 

la nivelación por zonas se trata de alcanzar con las técnicas del aprovechamiento 

http://es.wikipedia.org/wiki/Patrimonio
http://es.wikipedia.org/wiki/Potestad
http://es.wikipedia.org/wiki/Sanci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Ius_aedificandi
http://es.wikipedia.org/wiki/Aprovechamiento_tipo
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tipo y las transferencias de aprovechamientos urbanísticos (TAU), entre diversas 

zonas y parcelas. Además, en este suelo, como en el urbanizable programado, se 

produce la cesión en favor del municipio del 15% del aprovechamiento tipo y otros 

porcentajes mayores en otros casos, en cuanto los propietarios solo tienen derecho a 

hacer solar edificable el 85% de su parcela. 

 

La Administración, ve por otro lado potenciadas sus posibilidades de intervención 

en el mercado inmobiliario atribuyéndose los derechos de tanteo y retracto en las 

transmisiones onerosas de terrenos y edificaciones que se produzcan en las áreas 

que a tal efecto se delimiten. Asimismo se potencian los patrimonios municipales del 

suelo para los que los Ayuntamientos podrán adquirir suelo no urbanizable, medida 

esta que sugiere la posibilidad de una inmediata operación de reclasificación de este 

suelo y su conversión en urbanizable. 

 

Finalmente, las disposiciones de esta ley han de ser complementadas con las 

normas de las comunidades autónomas al amparo de la competencia que en materia 

de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda les atribuye la Constitución. 

2.2.2.3   Sentencia 61/1997 del Tribunal Constitucional 

 

El Tribunal Constitucional, en sentencia del 20 de marzo de 1997, derogó casi 

en su totalidad la ley de 1990/92. Los recursos presentados por muchas 

http://es.wikipedia.org/wiki/Aprovechamiento_tipo
http://es.wikipedia.org/wiki/Municipio
http://es.wikipedia.org/wiki/Solar_edificable
http://es.wikipedia.org/wiki/Parcela
http://es.wikipedia.org/wiki/Mercado
http://es.wikipedia.org/wiki/Derecho_de_tanteo
http://es.wikipedia.org/wiki/Derecho_de_retracto
http://es.wikipedia.org/wiki/Comunidad_aut%C3%B3noma
http://es.wikipedia.org/wiki/Constituci%C3%B3n_Espa%C3%B1ola_de_1978
http://es.wikipedia.org/wiki/Tribunal_Constitucional_de_Espa%C3%B1a
http://es.wikipedia.org/wiki/1997
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Comunidades autónomas se basaban en que la ley invadía sus competencias 

sobre ordenación del territorio. El tribunal entendió que el complejo sistema de 

etapas y redistribución de beneficios y cargas entre zonas, prefiguraba un modelo 

urbanístico que dejaba sin margen de diferenciación a las administraciones 

autonómicas. Únicamente reconocía competencias al Estado para determinar los 

derechos y deberes básicos, sin entrar a detallar las técnicas urbanísticas. 

 

Por lo tanto el estado español infringía la constitución española en su Artículo 

148.3 Competencias de las comunidades autónomas, Ordenación del territorio, 

urbanismo y vivienda" Constitución española de 1978. Generando un monopolio 

absoluto sobre desarrollo del suelo. Impedía a las administraciones públicas 

generar nuevas instalaciones para su desarrollo, hospitales, colegios, 

instituciones, delegaciones de los ayuntamientos. Después de la derogada la 

legislación anterior el gobierno no tiene más remedio que generar nuevas leyes 

para establecer un régimen de suelo y valoraciones. 

 

 

 

2.2.2.4  Ley de suelos de 1998  

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Ordenaci%C3%B3n_del_territorio
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Rige para el régimen del suelo y valoraciones, fue promovida por el gobierno 

de Aznar y aprobada el 13 de abril. Venía a llenar el vacío legal dejado por la 

sentencia 61/1997 derogatoria y estuvo vigente hasta el 1 de 

julio de 2007.(Cfr. Texto Ley 6/1998, de 13 de abril.30  

 

En cuanto a Régimen del suelo, las clases son las mismas que este gobierno 

ya fija en la ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras en materia de 

suelo y de Colegios Profesionales. La ley del 98 explica el modo en que se 

aplicará esto a los planeamientos anteriores en su disposición transitoria primera. 

La principal novedad está en cómo se definen estas clases: 

 

1. Suelo urbano: Será el suelo ya transformado por contar, como mínimo, con 

acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro 

de energía eléctrica o por estar consolidados por la edificación en la forma 

y con las características que establezca la legislación urbanística, o los 

terrenos que en ejecución del planeamiento hayan sido urbanizados de 

acuerdo con el mismo. 

 

2. Suelo no urbanizable: Serán aquellos terrenos que deban incluirse en esta 

clase por estar sometidos a algún régimen especial de protección 

                                                           
30  Olmedo Álvarez, Julio. Gestión indirecta de la actuación urbanizadora, en Derecho de la 
ordenación del territorio y urbanístico de Castilla-La Mancha, Aranzadi, 2009, pp. 907-956.  

http://es.wikipedia.org/wiki/Jose_Mar%C3%ADa_Aznar
http://es.wikipedia.org/wiki/13_de_abril
http://es.wikipedia.org/wiki/1_de_julio
http://es.wikipedia.org/wiki/1_de_julio
http://es.wikipedia.org/wiki/2007
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Derogadas/r7-l6-1998.html
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incompatible con su transformación de acuerdo con los planes de 

ordenación territorial o la legislación sectorial, en razón de sus valores 

paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, 

de riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en función 

de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio 

público, o aquellos terrenos que el planeamiento general considere 

necesario preservar por los valores a que se ha hecho referencia en el 

punto anterior, por su valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas 

naturales, así como aquellos otros que considere inadecuados para un 

desarrollo urbano. 

 

3. Suelo urbanizable: Será todo el que no tenga ninguna de las dos 

condiciones anteriores será urbanizable, y podrá ser objeto de 

transformación.31 

 

2.2.2.5  Sentencia 164/2001 del Tribunal Constitucional 

 

Deroga parte de la Ley del Suelo del 98, por invadir parte de las competencias 

de las Comunidades Autónomas y de los Ayuntamientos.32  Entre otros, se 

                                                           
31  Olmedo Álvarez, Julio. La concertación interadministrativa como pauta para el Derecho 
urbanístico de Castilla-La Mancha, en Derecho Urbanístico  -de Castilla-La Mancha, El Consultor 
de los Ayuntamientos y Juzgados, Ed. La Ley, 2006, pp. 123-142- 

http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Ley_de_R%C3%A9gimen_del_suelo_y_valoraciones_de_Espa%C3%B1a_de_1998&action=edit&redlink=1
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interpretaron los artículos relativos a la clasificación de suelo 

como urbanizable (arts. 9 a 11) de tal forma que permitía un amplio margen de 

actuación en este ámbito a los entes territoriales, lo que en la práctica anuló muchos 

de los efectos liberalizadores que se atribuían a la ley.  La sentencia contó con un 

Voto particular disidente de Manuel Jiménez de Parga. 

 

 

2.2.2.6    Ley de suelos de 2007 

 

Por iniciativa de la nueva ministra de vivienda María Antonia Trujillo, el 1 de 

julio de 2007, entró en vigor la Ley 8/2007 del Suelo. La norma, aprobada el 10 de 

mayo de 2007, en el Congreso, sustituye a la Ley 6/1998 de Régimen del suelo y 

Valoraciones.33  En relación con la anterior su primera novedad es que no clasifica 

urbanísticamente el suelo, considerando dos situaciones básicas del mismo rural y 

urbanizado (art.12), en función de las características objetivas actuales del mismo. 

 

La nueva ley no elimina el paso de suelo rural a la de suelo urbanizado, 

mediante la urbanización, por lo que es claro que hay que entender que el 

legislador autonómico puede mantener la clasificación como suelo urbanizable y la 

                                                                                                                                                                                 
32  Tribunal Constitucional,  Sentencia  n° 164/2001, de 11 de julio de 2001. (B.O.E. n° 194, de 14 
de agosto de 2001). 
33  Blog Julia Lastagaray, recuperado Sept. 29/2014: http://administracionpublica.com/nueva-ley-
del-suelo/ 

http://es.wikipedia.org/wiki/Manuel_Jim%C3%A9nez_de_Parga
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Ministra_de_vivienda&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Mar%C3%ADa_Antonia_Trujillo
http://es.wikipedia.org/wiki/1_de_julio
http://es.wikipedia.org/wiki/1_de_julio
http://es.wikipedia.org/wiki/2007
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Ley_de_R%C3%A9gimen_del_suelo_y_valoraciones_de_Espa%C3%B1a_de_1998&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Ley_de_R%C3%A9gimen_del_suelo_y_valoraciones_de_Espa%C3%B1a_de_1998&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Suelo_rural&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Urbanizaci%C3%B3n
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posterior ejecución del planeamiento que así lo prevea.  De acuerdo a la nueva 

legislación estatal, solamente puede clasificarse como urbanizable el suelo preciso 

para satisfacer las necesidades que lo justifiquen, se entiende que en el criterio de 

la Administración competente, la común exigencia de motivación de los actos de 

las Administraciones públicas. 

  

Protege a los propietarios frente a los promotores de la actuación "Los 

convenios o negocios jurídicos que el promotor de la actuación celebre con la 

Administración correspondiente, no podrán establecer obligaciones o prestaciones 

adicionales más gravosas que las que procedan legalmente en perjuicio de los 

propietarios afectados. La cláusula que contravenga estas reglas será nula de 

pleno Derecho." (art. 16.3) 

 

El suelo se valora según su situación: en el caso de situación rural sólo puede 

tener en cuenta su potencial agrícola, aunque establece "indemnizaciones por 

pérdida de la facultad de participar en actuaciones de nueva urbanización" 

(art. 16). En el caso de suelo urbanizado se valora por su valor de mercado. 

Contra algunos de sus preceptos han interpuesto recurso de inconstitucionalidad 

tanto 50 diputados del Grupo Popular, como la Comunidad de Madrid. Permanece 

vigente hasta el 27 de junio de 2008. 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Motivaci%C3%B3n
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2.2.2.7 Real Decreto 1492/2011 

Por el que se aprueba el Reglamento de valoraciones de la Ley de Suelo. 

Desde la perspectiva conceptual de la valoración en suelo rural, el desarrollo de 

los correspondientes artículos de la Ley conducen a la formulación de la 

valoración de explotaciones, entendidas éstas como unidades de producción, que 

se corresponden con la parte territorial de la empresa, a la que se llega desde los 

campos valorativos tradicionales más tecnológicos, incluyendo en suelo rural 

cualquier actividad económica reglada.34 

 

 

 

 

 

CAPITULO III 

DERECHO COMPARADO SOBRE NORMAS URBANISTICAS, 

ESPAÑA VS. COLOMBIA 

 

                                                           
34  BOLETIN OFICIAL DEL ESTADO,  BOE.  España,  Noviembre 2011.   No.  270.  P.  116627 
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 Si bien las  normas legales son afines en algunos aspectos,  en lo referente 

a la responsabilidad patrimonial,  señala la doctrina que el centro de esta 

controversia radica en responder a las preguntas ¿Qué mecanismos legales 

existen, o en su defecto,   hasta dónde está obligado el propietario a soportar sin 

indemnización,  la delimitación de sus derechos de propiedad?, además,  ¿hasta 

dónde el propietario debe soportar las afectaciones por el cambio de las normas 

legales, cuando éstas se modifican  periódicamente y, hasta cuándo debe aceptar 

que las indemnizaciones sean el producto que fije el Estado a través de la entidad 

competente,  sin el agobiante trámite que dilata la solución? 

 

3.1 DE LAS  INDEMNIZACIONES EN ESPAÑA 

 

 Según la norma española de Suelos de 2007, Protege a los propietarios 

frente a los promotores de la actuación "Los convenios o negocios jurídicos que el 

promotor de la actuación celebre con la Administración correspondiente, no 

podrán establecer obligaciones o prestaciones adicionales más gravosas que las 

que procedan legalmente en perjuicio de los propietarios afectados. La cláusula 

que contravenga estas reglas será nula de pleno Derecho." (art. 16.3) 

 

 Según lo anota  Roas Pedro,  Magistrado especialista de la Sala 

contenciosa de Sevilla del TSJ de Andalucía,  “Se apunta a la antijuridicidad del 
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daño o perjuicio padecido como clave de bóveda de la citada problemática: 

cuando la medida es desproporcionada, dado que no existe el deber jurídico por el 

administrado de soportar dicho perjuicio o la extensión con que se produce, se 

genera el supuesto determinante del reconocimiento de la responsabilidad 

patrimonial de la Administración con la correspondiente indemnización. Así, a 

título ilustrativo, se trae a colación la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos de 24 de septiembre del año 1982, asunto Sporrong y Lönnroth contra 

Suecia, en la que se destaca la falta de proporcionalidad de la carga soportada por 

los afectados a partir de la prohibición de construir que les es impuesta durante un 

periodo muy extenso de tiempo; la sentencia destaca el carácter antijurídico del 

daño generado a partir de la anterior intervención, pero lo hace precisamente en 

función de la imposibilidad impuesta a los afectados de reducir los plazos de 

intervención o de exigir una indemnización.  Dice el  artículo del Dr Roas Pedro,  

sobre “La responsabilidad de la Administración en materia urbanística”:  

 

 

 

3.1.1   Los supuestos indemnizatorios en la legislación Española 

Según lo refiere Roas Pedro (2007),  pues bien, bajo la mención relativa a 

"Expropiación forzosa y responsabilidad patrimonial", el título IV del Real 

Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto 
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Refundido de la Ley de Suelo, se hallan actualmente recogidos estos 

supuestos indemnizatorios (artículo 35), que permiten su sistematización 

de la siguiente forma: 

“3.1.- Aquellos daños y perjuicios generados por alteración de las 

condiciones de ejercicio de la ejecución de la urbanización, o de las 

condiciones de participación de los propietarios en ella, por cambio de la 

ordenación territorial o urbanística o del acto o negocio de la adjudicación 

de dicha actividad, siempre que se produzca antes de transcurrir los 

plazos previstos para su desarrollo o, transcurridos éstos, si la ejecución 

no se hubiere llevado a efecto por causas imputables a la Administración. 

Ya se ha expuesto que la potestad administrativa de planeamiento se 

extiende a la posibilidad de su reforma; que, por otra parte, no debe dar 

lugar a indemnización. Sólo procederá, por tanto, el reconocimiento de 

este derecho cuando se acredite la existencia de una concreta lesión 

patrimonial en los bienes y derechos. 

A los efectos de explicar este proceso, resulta altamente ilustrativa una 

sentencia del Tribunal Supremo de fecha de 12 de mayo de 1987. Se 

afirma en esta resolución que el punto de partida se halla en el contenido 

del dominio en el suelo no urbanizable -aprovechamiento exclusivamente 
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agrícola, ganadero o forestal-. En estos casos, no se reconoce 

indemnización alguna, a partir de su estado o naturaleza originaria.” 

“3.3.1.- En primer lugar, la anulación de una licencia ocasiona a su 

titular unos daños y perjuicios ciertos y determinables, porque, en todo 

caso, supone la imposibilidad de continuar realizando la actividad 

autorizada e incluso puede llegarse a la demolición de lo realizado (STS 

de 9 de abril de 2007). Resultan de especial ilustración, a los efectos de 

identificar los requisitos precisos para la apreciación de uno de estos 

supuestos de responsabilidad patrimonial, las Sentencias del Tribunal 

Supremo de fechas respectivas de 27 de mayo de 2008 y de 9 de abril de 

2007, ambas de la Sección Sexta de la Sala Tercera. Así, reconoce el alto 

Tribunal que nos hallamos ante un supuesto de responsabilidad 

patrimonial derivada de la anulación de licencias, incorporando la 

jurisprudencia de la Sala sobre la materia y que, entre otras, se recoge 

precisamente en la otra sentencia que se mencionaba, la del 9 de abril del 

año 2007, con referencia a su vez a otra anterior de 20 de enero del año 

2005. Se traduce esta doctrina interpretativa en que la indemnización de 

daños y perjuicios por causas de anulación de licencias municipales (de 

obra, edificación, etc.) es el correlativo lógico de toda revocación de 

licencias por tal causa, forma de responsabilidad de la Administración que 

se rige conforme al régimen jurídico general, por ser indudable que la 
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anulación de una licencia ocasiona a su titular unos daños y perjuicios 

ciertos y determinables, porque, en todo caso, supone la imposibilidad de 

continuar realizando la actividad autorizada e incluso puede llegarse a la 

demolición de lo realizado. Son dos, por tanto, los presupuestos de los que 

parte el Tribunal Supremo para apreciar la concurrencia del supuesto 

constitutivo de responsabilidad patrimonial y los identifica a partir de los 

perjuicios o daños que efectivamente pudiera generarse como 

consecuencia de esta actividad administrativa (la anulación de la licencia 

previamente otorgada): por una parte, los daños ocasionados al titular de 

la licencia por su anulación; y, por otra, los derivados de la imposibilidad 

de continuar realizando la actividad previamente autorizada, incluyendo la 

demolición de lo ya realizado.35 

 

Como lo refiere Navarro Sanchiz, Francisco (1999), el art. 133 del 

Reglamento de Expropiación Forzosa incluyó un concepto global de los daños 

indemnizables, comprendiendo los daños corporales y los morales al referirse 

a los que "sean susceptibles de ser evaluados económicamente". 

El segundo instrumento normativo que estableció el principio de 

responsabilidad patrimonial fue el art. 40 de la Ley del Régimen Jurídico de la 

Administración del Estado. 

                                                           
35   BOLETIN OFICIAL DEL ESTADO,  BOE.  España,  Noviembre 2011.   No.  270.  P.  116627 
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La Constitución recoge en el art. 106.2 el principio de responsabilidad 

patrimonial de la Administración, al señalar que  

"los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho 

a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus 

bienes o derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la 

lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos".  

Esta regulación no supone una verdadera innovación respecto de la 

legislación precedente, sin embargo sí tiene valor especial su instauración al 

más alto valor normativo, llegando a considerarse la institución como una 

"pieza fundamental del Estado de Derecho" y una garantía para los 

ciudadanos.  

 Es de  recordar aquí la célebre expresión de HAURIOU, que indica que la 

estructura básica del Derecho Administrativo descansa sobre dos principios 

capitales (la teoría del contencioso-administrativo contra las decisiones de la 

Administración y la de la responsabilidad patrimonial de ésta por los daños 

que en su actividad puedan resultar para los particulares), principios que 

constituyen la contrapartida necesaria de los privilegios del poder público. 

 

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común dedica su 
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Título X a la responsabilidad de las Administraciones Públicas.  El art. 139 de la Ley 

establece que: 

 

 "1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las 

Administraciones Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en 

cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, 

siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal 

de los servicios públicos. 

 2. En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable 

económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de 

personas. 

 3. Las Administraciones Públicas indemnizarán a los particulares por la 

aplicación de actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos y 

que éstos no tengan el deber jurídico de soportar, cuando así se establezcan 

en los propios actos legislativos y en los términos que especifiquen dichos 

actos. 

 4. La responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la 

Administración de Justicia se regirá por la Ley Orgánica del Poder Judicial". 
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 Para el mismo autor, tanto el contencioso-administrativo como la 

responsabilidad patrimonial juegan un papel de control y garantía de la actuación 

administrativa, para concluir, en una reflexión que no puede por menos que 

compartirse íntegramente, al afirmar que: "La responsabilidad como institución así 

entendida no debe ser mirada como un freno a la actividad pública, sino como un 

elemento de orden del sistema, un instrumento para configurar y modular aquella 

actuación, una pieza esencial de las relaciones entre las Administraciones públicas y 

los ciudadanos, un principio constitucional, en suma". 

 

 Para completar el panorama legislativo, hemos de referirnos al Real Decreto 

429/1993, de 26 de Marzo por el que se aprueba el Reglamento de los 

Procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad 

patrimonial. 

 

 En cuanto a la responsabilidad de la Administración en materia urbanística, 

cabe reseñar que los arts. 41 a 44 de la Ley 6/98, de 13 de abril, sobre Régimen 

Jurídico del Suelo y Valoraciones, prevén varios supuestos de responsabilidad 

patrimonial en el campo urbanístico, a los que denomina "supuestos 

indemnizatorios", en el bien entendido de que no se trata de una relación "numerus 

clausus", pues es concebible la existencia de otros supuestos, siempre que 

concurran los requisitos generales. A título de ejemplo, cita Martín Rebollo los 
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siguientes: caso de suspensión ilícita de otorgamiento de licencias; paralización de 

obras u orden de ejecución posteriormente anulada en vía judicial; declaración de 

ruina, etc.36 

 

3.1.2   El derecho adquirido en la legislación española 

 

 Pues bien, sólo cuando tales deberes han sido cumplidos puede decirse que el 

propietario ha ganado los contenidos artificiales que se añaden a su derecho inicial. 

Se constata, de este modo, la plena conexión causal que existe entre los deberes y 

los aprovechamientos urbanísticos; sólo el cumplimiento de aquéllos confiere 

derecho a éstos. Afirma el Tribunal Supremo que sólo cuando se ha llegado a la 

efectiva realización de los derechos previstos en el planeamiento, genera su 

modificación una lesión de un derecho que ya ha sido adquirido, generándose el 

derecho de indemnización en función del grado de aceptación de aquéllos derechos 

efectivamente patrimonializados (en este sentido, sentencias del Tribunal Supremo 

de 15 de noviembre de 1995, 5 de enero de 1990, 25 de febrero, 30 de julio y 24 de 

noviembre de 1992, 26 de enero, 6 y 14 de abril, 25 de mayo,21 de junio y 28 de 

septiembre de 1993, 7 de diciembre de 1994 y 10 de abril de 1995). 

 

                                                           
36   Navarro Sanchíz,  Francisco.  Magistrado.  Jurisprudencia reciente en materia de responsabilidad 
patrimonial de la administración".  Tribunal Supremo.  1999.  P. 10 y ss 
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Los supuestos indemnizatorios por daños derivados del otorgamiento de las 

licencias, aparecerían éstos encuadrados en las letras c) y d) del citado artículo 35 

del TRLS o Ley de Suelos,  por una parte, la modificación o extinción de la eficacia 

de las licencias, determinadas por el cambio sobrevenido de la ordenación 

territorial o urbanística; por otra, la anulación de aquéllas, así como la demora 

injustificada en su otorgamiento y su denegación improcedente. 

3.1.3  Anulación de la licencia y perjuicios 

Según el Tribunal Supremo en el punto:  “3.3.1.- “En primer lugar, la 

anulación de una licencia ocasiona a su titular unos daños y perjuicios 

ciertos y determinables, porque, en todo caso, supone la imposibilidad de 

continuar realizando la actividad autorizada e incluso puede llegarse a la 

demolición de lo realizado (STS de 9 de abril de 2007).”  (negrillas fuera de 

texto) 

Son dos, por tanto, los presupuestos de los que parte el Tribunal 

Supremo para apreciar la concurrencia del supuesto constitutivo de 

responsabilidad patrimonial y los identifica a partir de los perjuicios o 

daños que efectivamente pudiera generarse como consecuencia de esta 

actividad administrativa (la anulación de la licencia previamente 

otorgada): por una parte, los daños ocasionados al titular de la licencia 

por su anulación; y, por otra, los derivados de la imposibilidad de 
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continuar realizando la actividad previamente autorizada, incluyendo la 

demolición de lo ya realizado….(…) Es éste precisamente uno de los 

elementos que ha llevado a la consideración de que la demora 

injustificada en el otorgamiento de la licencia es el supuesto más 

problemático en cuanto a la producción de daños ("Licencias urbanísticas 

y responsabilidad extracontractual"..37 

 

3.2 DE LAS INDEMNIZACIONES EN COLOMBIA 

  

 Se ha venido avanzando a través de las normas legales urbanísticas 

precitadas anteriormente,  pero aún mas, en la jurisprudencia última del Consejo 

de Estado, como se analizará en los siguientes puntos. 

 

 

 

 

 3.2.1  Los supuestos indemnizatorios en la legislación Colombiana 

 

                                                           
37  Blasco  Esteve, Avelino.   Licencias urbanísticas y responsabilidad extracontractual.  Revista de 
administración pública, ISSN 0034-7639, Nº 132, 1993 , págs. 99-116 
 

http://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=1132
http://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=1132
http://dialnet.unirioja.es/servlet/ejemplar?codigo=1777
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 En Colombia, son varias las razones por las cuales pude darse la 

responsabilidad patrimonial, por la expropiación, por la revocatoria de la licencia, 

entre otras y,   según Aleksey Herrera Robles38 ,   respecto de la norma que aplica 

al momento de la solicitud, frente a otra posterior,  determina: 

 

“c. En los casos de normas que no generan situaciones subjetivas o 

perjuicios a particulares. Hay que tener en cuenta que el artículo 

constitucional se refiere a que una ley posterior no puede afectar los 

derechos adquiridos, pero no prohíbe que una ley posterior tenga 

efecto retroactivo en los casos en los que no se desconocen ni vulneran 

tales derechos. 

 

d. Los derechos adquiridos que se protegen son aquellos que se 

encuentran conformes con las leyes civiles. Es decir, derechos adquiridos 

de acuerdo con las reglas, de tal manera que una ley posterior podría 

tener efecto retroactivo en contra de situaciones creadas sin justo título o 

de manera indebida. En materia administrativa, por ejemplo, cuando una 

persona adelanta una construcción sin licencia y tiempo después decide 

obtener el reconocimiento por parte del curador urbano, podrá hacerlo 

siempre que «dicha construcción se sujete a la norma urbanística vigente 

                                                           
38  Herrera Robles, Aleksey.  (2002)  Profesor de Derecho Constitucional General, Hacienda 
Pública y Derecho Administrativo General. Director de la Revista de Derecho , revista de derecho, 
universidad del norte, 18: 106-117 
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en la época del reconocimiento» y no de la construcción, pues el haberla 

adelantado sin el permiso correspondiente, al estar por fuera de ley, 

no le otorga ningún título frente a la autoridad. 

 

e. En los casos de utilidad pública o interés social en virtud del principio de 

prevalencia del interés general. Al respecto, el artículo 18 de la ley 153 de 

1887 establece que «Las leyes que por motivos de moralidad, 

salubridad o utilidad pública restrinjan derechos amparados por la ley 

anterior, tienen efecto general inmediato [...]». Sin embargo, tales 

efectos están sometidos al reconocimiento a favor del titular del derecho de 

las indemnizaciones a que haya lugar; así, el artículo 58 de la Constitución. 

(Negrillas fuera de texto) 

 

En el  inciso 4º establece que en casos de expropiación se requiere 

sentencia judicial e indemnización previa; el artículo 336 del mismo 

ordenamiento en su inciso 2º dispone que «La ley que establezca un 

monopolio no podrá aplicarse antes de que hayan sido plenamente 

indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar privados del 

ejercicio de una actividad económica lícita [...]», y de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 90 de la Constitución Nacional, cuando tales 
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disposiciones impongan a los asociados una carga que legalmente no están 

obligados a soportar o que genere una «desigualdad irreductible».  

 

Como se aprecia, artículo constitucional se refiere a que una ley posterior 

no puede afectar los derechos adquiridos, pero no prohíbe que una ley 

posterior tenga efecto retroactivo en los casos en los que, no se 

desconocen ni vulneran tales derechos, pero existe una disyuntiva frente al 

argumento “«Las leyes que por motivos de moralidad, salubridad o 

utilidad pública restrinjan derechos amparados por la ley anterior, 

tienen efecto general inmediato [...]». Sin embargo, tales efectos están 

sometidos al reconocimiento a favor del titular del derecho de las 

indemnizaciones a que haya lugar; así, el artículo 58 de la Constitución.” 

(Negrillas fuera de texto).  Entonces el derecho adquirido podría no estar 

seguro, según sea la razón de la nueva norma legal.” 

 

 

 

 

3.2.2  El derecho adquirido frente a las decisiones unilaterales de la 

autoridad 
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 Según Herrera Robles Aleksey (2002), al respecto es necesario identificar 

dos situaciones distintas:  Las decisiones unilaterales de la autoridad encaminadas 

a producir efectos objetivos o generales. En tal sentido, el artículo 43 del Código 

Administrativo establece que «Los actos administrativos de carácter general no 

serán obligatorios para los particulares mientras no hayan sido publicados en el 

Diario Oficial, o en el diario, gaceta o boletín que las autoridades destinen a ese 

objeto, o en un periódico de amplia circulación en el territorio donde sea 

competente quien expide el acto...». Disposición similar establece el artículo 116 

del decreto 1333 de 1986,   para los acuerdos municipales y el artículo 83 del 

Decreto Ley  1222 de 1986,   para las ordenanzas departamentales. Quiere decir 

lo anterior que tales disposiciones producen efectos hacia el futuro, y en relación 

con las situaciones objetivas o meras expectativas, tienen la posibilidad de 

modificarlas, de tal manera que los peticionarios deberán someterse a las normas 

vigentes al momento de formular la solicitud. 

 

 No obstante, por vía de reglamento es posible conferir derechos adquiridos 

a los asociados a partir de la sola formulación de la solicitud, sin que para ello se 

requiera que exista un acto administrativo particular en firme. 

 

 Es el caso de lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 9º del decreto 

1052 de 1998,  que establece que: «Si durante el término que transcurre entre la 
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solicitud de una licencia y la expedición de la misma, se produce un cambio en las 

normas urbanísticas que afecten el proyecto sometido a consideración del curador 

o de la entidad encargada de estudiar, tramitar y expedir licencias, el titular tendrá 

derecho a que la licencia se le conceda con base en la norma urbanística vigente 

al momento de la radicación de la solicitud de la licencia, siempre que la misma 

haya sido presentada en debida forma». 

 

 En materia de procedimientos, la regla general aplicable es que «Las leyes 

concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre 

las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los 

términos que hubieren empezado a correr y las actuaciones y diligencias que ya 

estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación».10 En 

materia administrativa se aplica la regla anterior, aunque se suele explicitar etapas 

dentro de las actuaciones a las cuales está sujeta la aplicación de un 

ordenamiento u otro. Así, por ejemplo, en la ley 610 de 2000, «Por la cual se 

establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de 

las contralorías», artículo 67, se estableció: «Actuaciones en trámite. En los 

procesos de responsabilidad fiscal, que al entrar en vigencia la presente Ley, se 

hubiere proferido auto de apertura a juicio fiscal o se encuentren en etapa de juicio 

fiscal, continuarán su trámite hasta el fallo definitivo de conformidad con el 

procedimiento regulado en la Ley 42 de 1993. En los demás procesos, el trámite 
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se adecuará a lo previsto en la presente Ley». La disposición anterior fue acusada 

ante la Corte Constitucional por violación del debido proceso y el principio de 

igualdad, pero fue declarada exequible por esa corporación mediante sentencia 

C-619 de 2001.39 

 

3.2.3  Revocatoria de actos de carácter particular y concreto 

  

 Como lo señala Amorocho Martínez Fabio, al respecto, el artículo 73 del 

Código Contencioso Administrativo, establece: “Revocación de actos de carácter 

particular y concreto: “Cuando un acto administrativo haya creado o modificado una 

situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de 

igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento expreso y escrito del 

respectivo titular.” 

 

 Pero habrá lugar a la revocación de esos actos, cuando resulten de la 

aplicación del silencio administrativo, si se dan las causales previstas en el artículo 

69, o si fuere evidente que el acto ocurrió por medios ilegales. Además, siempre 

podrán revocarse parcialmente los actos administrativos en cuanto sea necesario 

para corregir simples errores aritméticos, o de hechos que no incidan en el sentido de 

la decisión. 

                                                           
39  Herrera Robles, Aleksey.  (2002)  Profesor de Derecho Constitucional General, Hacienda 
Pública y Derecho Administrativo General. Director de la Revista de Derecho , revista de derecho, 
universidad del norte, 18: 106-117, 2002 
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 El artículo 74 del Código establece que «Para proceder a la revocación de 

actos de carácter particular y concreto se adelantarán las actuaciones administrativas 

en la forma prevista en los artículos 28 y concordantes de este Código. En el acto de 

revocatoria de los actos presuntos obtenidos por el silencio administrativo positivo se 

ordenará la cancelación de las escrituras que autoriza el artículo 4214 y se ordenará 

iniciar las acciones penales o disciplinarias correspondientes [...]», situación que no 

se presenta en el caso de los actos expresos.40 

 

 Cuando el artículo 73 se refiere a «las causales previstas en el artículo 69» no 

se trata de una redundancia, pues dicho artículo se refiere a la revocatoria de actos 

expresos y no de los presuntos, teniendo en cuenta que la referencia que trae la 

norma a su expedición sólo se cumple frente a los expresos y no a los presuntos, 

como se desprende del enunciado: «Los actos administrativos deberán ser 

revocados por los mismos funcionarios que los hayan expedido15 o por su inmediato 

superior [...]». 

 

 Finalmente, el Consejo de Estado señaló que «cuando se dice que el acto 

“ocurrió por medios ilegales”, con ello se quiere significar que la ocurrencia solamente 

se puede predicar de los hechos. Los actos del silencio administrativo positivo 

                                                           
40 Amorocho  Martínez Fabio y Bolívar Rios Jorge. (2020)   La Revocatoria directa de los actos 
administrativos  en el nuevo orden jurídico,  Justicia Juris, ISSN 1692-8571, Vol. 6. No. 12, Octubre 
de 2009 –Marzo de 2010 Pág. 13-19 
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son precisamente fruto, consecuencia de un hecho: la abstención o inacción de 

la Administración durante determinado tiempo, al cual la ley le atribuye una 

consecuencia jurídica positiva». 

 

La Corte Constitucional se separa de la posición del Consejo de Estado 

utilizando para ello no la interpretación del artículo 73 del Código 

Administrativo sino algunas consideraciones constitucionales relacionadas 

con el alcance del artículo 56, sobre protección a los derechos adquiridos, y 

el artículo 83, sobre buena fe. De esta manera la Corte consideró: 

 

a. Coincide con el Consejo de Estado en el hecho de que los actos 

administrativos creadores de situaciones particulares no pueden ser 

revocados sin el consentimiento expreso y escrito del titular del 

derecho debido a la protección constitucional e inmutabilidad de los 

derechos adquiridos. 

 

b. Se separa de la posición del Consejo de Estado en el hecho de que «[...]  

En una circunstancia de manifiesta ilegalidad, sin embargo, la aplicación 

del principio de buena fe deberá operar es en beneficio de la 

administración para proteger el interés público, pues en este caso la 

actuación fraudulenta con la que se dio origen o desarrollo a la actuación de 
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la administración rompe la confianza legítima que sustenta la 

presunción de legalidad del acto expedido bajo tales circunstancias. 

 

El acto administrativo que así lo declare deberá en todo caso hacer expresa 

mención de dicha circunstancia y de la totalidad de los elementos de juicio 

que llevaron al convencimiento de la administración, lo cual implica 

necesariamente la aplicación de un procedimiento que  permita a la 

Administración reunir dichos elementos de juicio [...]».41 

 

 3.2.4    Revocatoria parcial 

 

 Los actos administrativos creadores de situaciones subjetivas también podrán 

ser revocados parcialmente cuando se pretenda corregir errores aritméticos o de 

otra clase, según lo refiere el mencionado autor Herrera Robles Aleksey, siempre 

que éstos no incidan en el fondo de la decisión. 

 

 “El caso específico de la legislación ambiental. Para efectos ambientales, el 

decreto 1594 de 1984, que reglamentaba el decreto 2811 de 1974 en cuanto al uso 

de aguas y residuos líquidos, establecía en el artículo 229, dentro de las sanciones 

ambientales, la suspensión o cancelación del registro o de la autorización sanitaria 

de funcionamiento. Pero fue la ley 99 de 1993 la que expresamente consagró la 
                                                           
41   CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia C-672 de 2001. 
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revocatoria directa de las licencias ambientales17 y demás permisos que se 

otorguen. El artículo 62 establece: 

 

“La autoridad ambiental, salvo los casos de emergencia, podrá 

mediante resolución motivada, sustentada en concepto técnico, 

revocar o suspender las licencias ambientales, los permisos, 

autorizaciones o concesiones para el uso o aprovechamiento de los 

recursos naturales y del medio ambiente, cuando quiera que las 

condiciones y exigencias por ellas establecidas no se estén cumpliendo 

conforme a los términos definidos en el acto de su expedición. La 

revocatoria o suspensión de una licencia ambiental no requerirá 

consentimiento expreso o escrito del beneficiario de la misma [...]  

(negrilla fuera de texto) 

 

No obstante lo anterior, hay que tener en cuenta que la decisión de 

revocar una licencia debe estar antecedida de una actuación 

administrativa, salvo los casos de emergencia, como expresamente lo 

señala la norma transcrita. Pero, además, tal revocatoria no es más que un 

mecanismo jurídico para declarar la pérdida de fuerza ejecutoria del acto 

administrativo que contiene la licencia.” 
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 En efecto, la ejecutoriedad del acto administrativo se refiere no sólo a su 

firmeza, es decir, el agotamiento del debate frente a su contenido en sede 

administrativa, sino, además, a su capacidad de hacerse efectivo, de cumplirse o 

materializarse aun en contra de la voluntad del afectado. Sin embargo, en el artículo 

66 del Código Administrativo se establecen los casos en los que el acto 

administrativo pierde su fuerza ejecutoria. La citada disposición establece: 

 

 Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios 

mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso 

administrativo pero perderán su fuerza ejecutoria en los siguientes casos: 

 

1. Por suspensión provisional. 

2. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho. 

3. Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en firme, la administración no 

ha realizado los actos que le correspondan para ejecutarlos. 

4. Cuando se cumpla la condición resolutoria a que se encuentre sometido 

el acto. 

5. Cuando pierda su vigencia. 

 

 Esta condición, que puede ser positiva o negativa, una vez se cumple, ya sea 

porque el titular de la licencia incurre en ella o porque se abstiene de hacerlo, 
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requiere de la autoridad una actuación para su comprobación, con lo cual se le da la 

oportunidad al interesado de hacer valer sus derechos, lo que puede culminar con la 

declaratoria de revocatoria de la licencia por pérdida de fuerza ejecutoria en virtud del 

cumplimiento de la condición resolutoria a la que se encontraba sometida. Así lo 

establece específicamente la Ley 99 de 1993 en su artículo 62 cuando establece que 

la revocatoria es procedente «[...] cuando quiera que las condiciones y exigencias por 

ella establecidas no se estén cumpliendo conforme a los términos definidos en el acto 

de su expedición [...]». 

 

 3.2.5  La responsabilidad patrimonial en la expropiación 

 

 Según la Sentencia C-227/11 de la Corte Constitucional,  la responsabilidad 

patrimonial frente a la expropiación, comprende:  

 

“La expropiación comprende tres elementos característicos: 1. sujetos: El 

expropiante es el sujeto activo, es decir quien tiene la potestad 

expropiatoria; el beneficiario, es quien representa la razón de ser de la 

expropiación, el creador del motivo, de la necesidad de satisfacer un interés 

público y/o utilidad pública y el expropiado, titular de los derechos reales 

sobre los bienes requeridos por el Estado. 2. Objeto. Los derechos de 

índole patrimonial que sacrifican los particulares a favor de la 
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Administración, sin incluir los derechos personales o personalísimos, para 

satisfacer la causa expropiandi, de allí la necesidad de establecer los 

derechos patrimoniales del sujeto expropiado sobre el objeto delimitado y, 

3. La causa expropiandi o justificación presentada por el Estado para utilizar 

la figura de la expropiación. Ésta debe tener un objetivo que cumplir, que 

sea acorde con los fines de la utilidad pública e interés social, especificado 

en la norma que la crea: “lo primero que hay que notar es que el fin de la 

expropiación no es la mera “privación” en que ésta consiste, sino el destino 

posterior a que tras la privación expropiatoria ha de afectarse el bien que se 

expropia”, es decir, siempre hay una transformación al terminar la 

expropiación, lo que hace que la expropiación sea un instrumento para 

llegar al fin de la meta propuesta en la ley, un elemento que conllevará a 

realizar ciertos objetivos planteados para una situación fijada, que amerita 

la obtención de cierto derecho. 

 

Esta Corte ha establecido que la expropiación puede ser definida “como 

una operación de derecho público por la cual el Estado obliga a un 

particular a cumplir la tradición del dominio privado al dominio público de un 

bien, en beneficio de la comunidad y mediante una indemnización previa”. 

Dado que esta es la limitación más gravosa que puede imponerse sobre el 

derecho de propiedad legítimamente adquirido, la Carta ha rodeado la 
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figura de la expropiación de un conjunto de garantías, entre las más 

importantes: i. el principio de legalidad, ii. el respeto al derecho de defensa 

y el debido proceso y, ii. la indemnización previa y justa al afectado que no 

haga de la decisión de la Administración un acto confiscatorio, 

expresamente prohibido en el artículo 34 de la Constitución. De tal modo, 

siempre que se garanticen los anteriores principios, la potestad de 

configuración del legislador lo faculta para crear procedimientos especiales 

de expropiación, en cada una de las áreas donde tal regulación específica 

permita optimizar la protección de los bienes jurídicos involucrados en cada 

caso. En esa medida, por ejemplo, el legislador puede establecer la 

expropiación en materia de reforma urbana, para garantizar el acceso de 

las personas a una vivienda digna; en materia agraria, para permitir el 

acceso progresivo de las personas a la propiedad de la tierra y mejorar su 

productividad; para atender desastres; y para proteger los bienes culturales 

o el ecosistema, entre otros.  En ese orden, cuando un particular se ve 

constreñido por el Estado a transferirle una porción de su patrimonio por 

motivos de utilidad pública o de interés social debidamente determinados 

por el legislador, tiene derecho al pago de una indemnización previa, que 

comprenda tanto el valor del bien expropiado, como el que corresponda a 

los demás perjuicios que se le hubieren causado, tal como lo ha 

precisado la Corte Constitucional y el Consejo de Estado. 
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Tanto de los tratados relativos a los derechos humanos, como de las 

manifestaciones de la comunidad internacional, se deduce la exigencia  del 

pago de una indemnización en caso de expropiación. Esta indemnización 

ha sido calificada en términos generales como “justa”, “apropiada”, 

“adecuada” o “pronta”…(…) la fijación del valor de la indemnización 

difícilmente puede hacerse de manera abstracta y general, sin tener en 

cuenta el contexto de cada caso, debiéndose entonces ponderar los 

intereses concretos presentes en cada situación, para que el valor de la 

indemnización corresponda en realidad a lo que es justo. Esta característica 

puede llevar incluso a que luego de ponderar los intereses en cada caso, se 

establezca una indemnización inferior al total de los daños ocasionados por 

la expropiación, pero sin que pueda, dado que el Acto Legislativo No. 1 de 

1999 excluyó la posibilidad de expropiación sin indemnización, llegar a la 

conclusión de que no hay lugar a indemnización adecuada, como ya se dijo. 

Si bien la jurisprudencia reconoce que el particular también sufre daños 

adicionales a la pérdida patrimonial del inmueble, el cálculo del 

resarcimiento que deba recibir no se limita a considerar el valor comercial 

del bien, sino que puede abarcar los daños y perjuicios sufridos por el 

afectado por el hecho de la expropiación. ….(…)  En ciertas ocasiones 

dicha indemnización puede cumplir una función meramente compensatoria, 
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en otras, una función reparatoria que comprenda tanto el daño emergente 

como el lucro cesante, y ocasionalmente una función restitutiva, cuando ello 

sea necesario para garantizar la efectividad de derechos especialmente 

protegidos en la Carta, como en los casos de vivienda familiar, en que se 

justifica que la indemnización previa sea pagada en efectivo y en forma total 

con el fin de que la familia que pierde su vivienda pueda sustituirla 

oportunamente por otra”. 
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3.2.6  La  indemnización de perjuicios por la revocatoria de la licencia 

 

 

En sentencia del 2008, el Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo  

analizó la expedición defectuosa de un acto administrativo mediante el cual se le 

otorgó la licencia de construcción de una estación de servicio de venta de 

gasolina, el cual fue anulado en sede judicial por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo.  Algunos apartes de la sentencia, son los siguientes: 

 

En el caso de la acción de reparación directa, tal y como lo dispone el 

artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la misma procede 

para reclamar directamente la reparación del daño, cuando la causa 

sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación 

temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos 

o por cualquier otra causa. 

“En cambio, cuando el daño proviene de una decisión administrativa 

ilegal, la acción pertinente es la de nulidad y restablecimiento del 

derecho, consagrada en el artículo 85 ibidem, conforme al cual ‘Toda 

persona que se crea lesionada en un derecho amparado en una norma 

jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo y 

se le restablezca en su derecho…’, o en normas especiales. 
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“Cada una de las anteriores acciones, por otra parte, tiene sus propios 

requisitos y términos de caducidad y es así como, la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de los actos de adjudicación de 

baldíos proferidos por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria –

Incora-, tiene un término de caducidad de 2 años, contados a partir de 

la publicación cuando ella sea necesaria, o desde su ejecutoria en los 

demás casos (art. 136, Código Contencioso Administrativo)”42. 

 

El ordenamiento jurídico colombiano distinguió la procedencia de las 

acciones a partir del origen del daño, reservando así la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho a aquellos eventos en los cuales los perjuicios 

alegados sean consecuencia de un acto administrativo y la acción de reparación 

directa para los que encuentren su fuente en un hecho, omisión u operación 

administrativa. Sin embargo, la regla aludida encuentra dos excepciones claras en 

la jurisprudencia: la primera tiene que ver con los daños que se hubieren causado 

por un acto administrativo legal y la segunda con los daños cuya fuente sea la 

ejecución de un acto administrativo que haya sido objeto de revocatoria directa o 

de anulación por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

                                                           
42 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 3 de diciembre de 2008, Exp. 16054, C.P. 
Ramiro Saavedra Becerra. 
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En aplicación de la primera hipótesis, esto es que la fuente de los daños que 

alega la parte actora lo sea la expedición de un acto legal, la Sala ha afirmado 

que: 

“… la jurisprudencia colombiana empezó a admitir la hipótesis de que un 

acto legalmente expedido pudiera causar daños y que tales daños 

pudieran ser objeto de reparación por rompimiento del principio de 

igualdad ante las cargas públicas.   

“Por lo que hace a la violación de éste principio, es necesario entender, 

ante todo, que el mismo es un resultado colateral, residual de una 

actuación de la Administración orientada a cumplir su misión del servicio 

público, que se traduce en un perjuicio que pone en una situación de 

desequilibrio ante las cargas públicas a la víctima o víctimas del mismo, es 

decir, cuando un administrado soporta las cargas que pesan sobre los 

demás, nada puede reclamar al Estado; pero si en un momento dado debe 

soportar individualmente una carga anormal y excepcional, esa carga 

constituye un daño especial que la Administración debe indemnizar.43 

 

“Ha dicho la Corporación, que responde el Estado a pesar de la legalidad 

total de su actuación, de manera excepcional y por equidad, cuando al 

                                                           
43  Rodriguez  R. Libardo, cita textual del fallo en  “Derecho Administrativo General y Colombiano”. 
Décimo Tercera Edición. Edt. Temis. Bogotá. 2002. 
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obrar de tal modo, en beneficio de la comunidad, por razón de las 

circunstancias de hecho en que tal actividad se desarrolla, causa al 

administrado un daño especial, anormal, considerable, superior al que 

normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial 

naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiéndose así la 

igualdad de los mismos frente a las cargas públicas, o la equidad que 

debe reinar ante los sacrificios que importa para los administrados la 

existencia del Estado.44 

(…) 

Se habla, en este caso, de los actos y actividades ilegales de la 

Administración y aparece, en consecuencia, la necesidad de establecer controles 

para evitar que se produzcan esas ilegalidades o para el caso en que ellas lleguen 

a producirse, que no tengan efectos o que, por lo menos, los efectos no continúen 

produciéndose y se indemnicen los daños que pudieron producirse. Cuando ello 

pasa y quien se encuentre afectado con la decisión administrativa alegue la 

causación de un perjuicio derivado de la ilicitud o ilegalidad de la misma, las 

acciones procedentes son las acciones de nulidad o también llamadas acciones 

de legalidad o de impugnación. Sin embargo, cuando esto no sucede, es decir, no 

se discute la validez del acto administrativo, y sólo se alega la causación de 

perjuicios, la acción procedente es la de reparación directa. 

                                                           
 
44 Cita textual del fallo:    Consejo de Estado,    Sentencia de 28 de octubre de 1976, Exp. 1482. 
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“…no se está controvirtiendo la legalidad de ninguna decisión de la 

Administración, sino la causación de unos perjuicios derivados de un acto 

administrativo legal, como lo sostiene la misma demanda, que en su 

criterio, está integrado por un certificado de urbanismo y un acuerdo 

municipal”45. 

   En el mismo sentido, la Sala afirmó: 

“… para la Sala es incuestionable que el perjuicio que eventualmente se le 

haya generado al demandante tuvo origen en una actividad lícita de la 

administración, cual fue la expedición del Plan de Ordenamiento Territorial 

por parte del Concejo Municipal de Pasto, adoptado mediante el Acuerdo 

007 del 30 de junio de 2000, lo que significa que el eventual daño tuvo 

como consecuencia directa una actuación legítima de la administración 

amparada por normas superiores, pero que, pese a esa legitimidad, el 

demandante habría soportado una carga excepcional o un sacrifico mayor 

que rompió la igualdad frente a las cargas públicas, cuyo resarcimiento es 

posible reclamarlo mediante el ejercicio de la acción de reparación directa. 

“Importa señalar que esta postura sólo tiene aplicación en aquellos casos 

en que la legalidad del acto administrativo generador del perjuicio no se 

                                                           
 
45 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 27 de abril de 2006, Exp. 16079, C.P. 
Ramiro Saavedra Becerra.  



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

163 

 

cuestiona en la demanda, como sucede en el caso bajo estudio, pues no 

hay duda que si la misma hubiera sido controvertida, como parece haberlo 

entendido el a quo, es evidente que la acción de reparación directa no 

habría resultado apropiada para obtener la indemnización respectiva, 

como sí la de nulidad y restablecimiento del derecho a que alude el 

artículo 85 del Código Contencioso Administrativo. 

 

En efecto, como se deduce de todo lo dicho, la primera solo será 

procedente en los casos en los cuales el perjuicio haya sido causado por un 

hecho, una omisión, una operación administrativa, la ocupación temporal o 

permanente de un inmueble. En cambio la de nulidad y restablecimiento del 

derecho procede siempre que el origen del daño hubiere sido un acto 

administrativo viciado de algún tipo de ilegalidad, salvo que, como lo ha precisado 

la Sala, el daño alegado se origine en la eficacia misma del acto administrativo, 

caso en el cual, al no pretenderse la declaratoria de ilegalidad, sí resultaría 

procedente la acción de reparación directa46”47. 

 

“Se recuerda que la responsabilidad extracontractual no sólo puede 

provenir de hechos, omisiones, operaciones administrativas materiales, 

                                                           
 
46  En este sentido ver, entre otros, auto de agosto 24 de1998, expediente 13.685 y sentencia AG-
0832 del 16 de agosto de 2007. 
47 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 23 de abril de 2008, Exp. 15906. 
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ocupación permanente o temporal por trabajos públicos, también puede 

provenir de la declaración administrativa o judicial de la ilegalidad de los 

actos, revocatoria o nulidad, respectivamente; pues esas declaratorias 

reconocen la anomalía administrativa. 

 

“Debe tenerse en cuenta que la revocatoria administrativa como expresión 

del control de legalidad de los actos propios de la Administración se 

manifiesta en un acto jurídico administrativo, el cual se presume legal; este 

acto puede ser examinado judicialmente a) o como consecuencia de la 

demanda de su nulidad (acción impugnatoria) b) o como consecuencia de 

la solicitud de responsabilidad extracontractual (acción reparatoria) 

fundada en el reconocimiento administrativo de su propia falta; este 

reconocimiento administrativo, se repite, como acto jurídico que es se 

presume legal y veraz.   (…) 

 

“Como el asunto demandado planteó la responsabilidad extracontractual 

del demandado bajo la base jurídica del propio reconocimiento 

Administrativo - en acto administrativo - de la “falencia o anomalía suyo”, 

no puede rechazarse la demanda”48. 

                                                           
48 Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 19 de abril de 2001, Exp. 19517, C.P. María Elena 
Giraldo Gómez. 
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 Sin embargo, la regla aludida encuentra dos excepciones claras en la 

jurisprudencia: la primera tiene que ver con los daños que se hubieren causado 

por un acto administrativo legal y la segunda con los daños cuya fuente sea la 

ejecución de un acto administrativo que haya sido objeto de revocatoria directa o 

de anulación por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo,  sobre 

el eferente a la acción procedente para reclamar perjuicios por expedición de acto 

administrativo.49  

 

 La Sala ha reconocido la viabilidad de la acción de reparación directa por 

los perjuicios causados por la expedición de un acto administrativo cuya legalidad 

no se discuta en el curso del proceso, puesto que se reconoce que el ejercicio de 

la función administrativa ajustado al ordenamiento jurídico puede generar un 

rompimiento del equilibrio de las cargas públicas que deben soportar todos los 

ciudadanos; como es evidente, en esta hipótesis la procedencia de la acción de 

reparación directa depende principalmente de la ausencia de cuestionamiento 

respecto de la legalidad del acto administrativo que generó los perjuicios alegados 

por la parte actora, en  relación con la acción procedente por la expedición de acto 

administrativo legal.50 

                                                           
49  Consejo de Estado. Sentencia de 3 de diciembre de 2008, Exp. 16054, MP. Ramiro Saavedra 
Becerra. 
50  Consejo de Estado.   Sentencia de 27 de abril de 2006,   Exp. 16079,    MP. Ramiro Saavedra 
Becerra. 
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3.3     EL DERECHO ADQUIRIDO VS LA REVOCATORIA 

 

 Cabe señalar que en Colombia, se presentan disyuntivas, desde la 

perspectiva del derecho adquirido frente al derecho colectivo, desde la revocatoria 

por razones normativas o procedimentales, pues si bien la Ley 9 de 1989 y la 

legislación expedida con posterioridad a la Constitución del 1991, constituían un 

conjunto de derechos que buscaban la protección de los derechos fundamentales 

y patrimoniales, se  desarrolló  disposiciones referentes al desarrollo territorial, 

pero cada vez resultan insuficientes para atender nuevos casos frente a la 

concepción de una ciudad planeada que atienda las necesidades del individuo, la 

familia y el medio ambiente,  por lo cual y bajo estas premisas, se adelantó la Ley 

388 de 1997, también conocida como Ley de Ordenamiento Territorial. 

 

 Si bien el derecho adquirido goza de amparo, éste puede ser revocado bajo 

excepcionales circunstancias,  así la Corte Suprema de Justicia, en sentencia de 

diciembre 12 de 1994, señaló al respecto que «[...] el derecho adquirido es la 

ventaja o el beneficio cuya conservación o integridad está garantizada a favor del 

titular del derecho, por una acción o por una excepción. Ajusta mejor con la 

técnica denominar “situación jurídica concreta o subjetiva”, al derecho adquirido o 

constituido [...]». En cuanto a su finalidad, esa misma corporación, en sentencia 
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del 17 de marzo de 1977, expresó: «Por derechos adquiridos, ha dicho la Corte, 

se tienen aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han creado y 

definido bajo el imperio de una ley, y que por lo mismo han creado a favor de sus 

titulares un cierto derecho que debe ser respetado. Fundamento de la seguridad 

jurídica y del orden social en las relaciones de los asociados y de éstos con el 

Estado, es que tales situaciones y derechos sean respetados íntegramente 

mediante la prohibición de que leyes posteriores pretendan regularlos 

nuevamente. Tal afectación o desconocimiento sólo está permitido 

constitucionalmente en el caso de que se presente un conflicto entre los intereses 

generales o sociales y los individuales, porque en este caso, para satisfacer los 

primeros, los segundos deben pasar a un segundo plano [...]».51 

 

La Ley 9 de 1989 fue una buena herramienta jurídica de derecho urbanístico o 

de las licencias de construcción,  pero debía acoplarse a la Constitución de 1991, 

que buscaba soluciones a problemas de tipo social y económico,  para excluir en 

modo alguno el interés individual de los grandes propietarios de tierras,  buscando 

ciudades más sostenibles y con mejores beneficios colectivos de la comunidad.  

 

Como lo señala Jaime Vidal Perdomo, haciendo referencia a la Ley Orgánica de 

Ordenamiento Territorial (loot), “otra dificultad adicional ha estado localizada en el 

                                                           
51  Revista de derecho, universidad del norte, (2002)  Barranquilla, Colombia, Vol  18: P 106-117 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

168 

 

significado del concepto de ‘ordenamiento territorial’, si comprende lo político –

distribución del poder político del Estado en función de la población del centro y de 

la periferia-, o si se limita a la mejor organización del suelo, establecidas ya las 

opciones políticas en la Constitución, como aparece más lógico; en este sentido 

más técnico, el lenguaje se acerca al concepto francés de ‘aménagement du 

territoire’, que evoca más la planeación física y que se expresa en políticas como 

las que contiene la Ley 388 de 1997”52.  

 

     Aparte de lo señalado por Jaime Vidal Perdomo en el texto citado, otra 

explicación de la confusión existente entre los dos conceptos señalados parece 

provenir del derecho español, para cuya legislación “la ordenación del territorio 

persigue fijar los destinos y usos del espacio físico en su totalidad, así como 

ordenar y distribuir valoradamente las acciones públicas sobre el territorio e 

infraestructuras, reservas naturales, extensiones o áreas de influencia de los 

núcleos de población, comunicaciones, etc.”53. Es claro que el concepto de 

ordenación del territorio del derecho español se asemeja, aunque en un sentido 

                                                           
52  Vidal Perdomo, Jaime.  Derecho administrativo, 12ª ed., Legis, Bogotá, p. 50 (2004).   
 
53   González Santiago-Varas Ibáñez,  Urbanismo y ordenación del territorio, 5ª ed., Aranzadi S.A., 
Cizur Menor (Navarra), pp. 49 (2009). Sobre el particular ver también Enrique Sánchez Goyanes, 
(ed.), Ley de Suelo, comentario sistemático de la Ley 8/2007, de mayo 28, de Suelo, 1ª ed., La 
Ley–El Consultor de los Ayuntamientos, Madrid, pp. 161 y ss. (2007), Fernando López Ramón, 
Introducción al derecho urbanístico, 3ª ed., Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales S.A., 
Madrid, pp. 61 y ss. (2009), Ricardo Estévez Goytre, Manual de Derecho Urbanístico, 4ª ed., 
Comares S.L., Granada, pp. 12 y ss. (2005). Antonio Jesús Alonso Timón, Introducción al Derecho 
Urbanístico, Tirant Lo Blanch, Valencia, pp. 75 y ss. (2008)   
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más amplio, a lo que se entiende por desarrollo territorial en Colombia y es a este 

tema, al cual se refiere la Ley 388 de 1997.  

 

     Si bien, con la Constitución y la Ley 388 de 1997 se  busca  establecer y 

dotar a las entidades territoriales locales de los instrumentos adecuados de 

intervención en los usos y aprovechamientos del suelo, dicha ley  afianzó el 

proceso de descentralización y la autonomía territorial para los municipios y 

distritos, en que  hace varias décadas se ha empeñado el Estado colombiano, se 

vienen presentando revocatorias y nulidades contra decisiones tomadas en el 

trámite de las licencias de construcción, por diversas razones, lo cual crea 

inestabilidad y errores administrativos que conllevan indemnización de perjuicios.  

 

 Como lo señala El Consejo de Estado en la sentencia de 201354  Respecto de 

la indemnización por daño  “..resulta clara la posición constante y coherente de la 

jurisprudencia de la Corporación, mediante la cual, con un incontrovertible 

sustento legal, se ha considerado que el ordenamiento jurídico colombiano 

distinguió la procedencia de las acciones a partir del origen del daño, reservando 

así la acción de nulidad y restablecimiento del derecho a aquellos eventos en los 

cuales los perjuicios alegados sean consecuencia de un acto administrativo y la 

acción de reparación directa para los que encuentren su fuente en un hecho, 

                                                           
54  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,  CP Mauricio 
Fajardo Gómez, 2013. Radicación número: 52001-23-31-000-1999-00959-01(26437) 
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omisión u operación administrativa. Sin embargo, la regla aludida encuentra dos 

excepciones claras en la jurisprudencia: la primera tiene que ver con los daños 

que se hubieren causado por un acto administrativo legal y la segunda con los 

daños cuya fuente sea la ejecución de un acto administrativo que haya sido objeto 

de revocatoria directa o de anulación por parte de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo.” 
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CAPITULO IV 

RESULTADOS 

 

 Del  compendio de normas, se establece una evolución conveniente para la 

organización de las regiones y las ciudades colombianas, todo lo cual está sujeto 

La Constitución Política de 1991, no obstante se  ha generado el fenómeno de la 

constitucionalización del derecho,  que determina que las normas legales y el 

Estado  en todas sus actividades debe ceñirse a los postulados de un Estado 

Social de Derecho a través de los derechos fundamentales de los ciudadanos, el 

cual ha sido reglamentado y variado. No obstante, tales derechos constitucionales 

no son absolutos, tal es el caso de la propiedad consagrado en el artículo 58,  ya 

que por medio de un acto administrativo general o particular, puede ser limitado, 

sustituido o extinguido por el juez administrativo, por razones de legalidad, interés 

general puede ser restringido por autoridad competente,  por lo que, la revocatoria 

ha generado diferentes aplicaciones ante la ausencia de un principio único, lo cual 

puede conllevar perjuicios para los administrados.  

 

 El análisis se deriva de la responsabilidad en materia urbanística,  

especialmente de los derechos adquiridos que se derivan de decisiones 

administrativas, y en parte, por particulares, como son los curadores urbanos.  Se 

trata de establecer la responsabilidad patrimonial  de los supuestos 
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indemnizatorios contemplados en las normas legales,  como consecuencia de un 

daño o de un perjuicio  en el ejercicio de las funciones y atribuciones de los 

encargados del estudio, aprobación y control de las normas urbanísticas.   

 

 Pero la gran disyuntiva se presenta del interés particular y legítimo frente al 

interés general o colectivo,  pues quien adquirió una licencia de buena fé,  el 

derecho adquirido puede ser afectado por disposiciones que priman ante el interés 

general, lo que genera incertidumbre, pues aun cuando las normas legales no son 

retroactivas, hay principios constitucionales que aplican de inmediato.  

 

 La Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia (con funciones de control 

constitucional de las leyes) profirió varias sentencias en 1989 y 1990, en las 

cuales abordó el tema de la función social de la propiedad en relación con los 

procesos urbanísticos, discusión que fue de mayor estudio e importancia a partir 

de la Constitución de 1991,  mediante la cual, la Corte Constitucional ha 

desarrollado conceptos del interés general, público, privado, familiar, 

ordenamiento territorial, etc., pero se destaca  el evento en que el núcleo esencial 

del derecho de propiedad sea vulnerado por razones de interés general o 

colectivo, lo cual impone la compensación urbanística.  No obstante, existen 

demandas porque el lesionado no siempre recibe el justo precio, y en otros casos, 
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deben conformarse con lo ofrecido por el Estado, ante la falta de recursos para 

pagar abogados especializados que impetren la demanda. 

 

 En Colombia la indemnización por revocatoria de la licencia de urbanismo, 

ha la imposibilidad de ejercer el derecho contenido  logrado un paso importante a 

partir de  sentencia de 2013,55  lo cual resuelve la pregunta del problema:  

 

“Debe tenerse en cuenta que la revocatoria administrativa como expresión 

del control de legalidad de los actos propios de la Administración se 

manifiesta en un acto jurídico administrativo, el cual se presume legal; este 

acto puede ser examinado judicialmente a) o como consecuencia de la 

demanda de su nulidad (acción impugnatoria) b) o como consecuencia de 

la solicitud de responsabilidad extracontractual (acción reparatoria) 

fundada en el reconocimiento administrativo de su propia falta; este 

reconocimiento administrativo, se repite, como acto jurídico que es se 

presume legal y veraz.  

“… para la Sala es incuestionable que el perjuicio que eventualmente se le 

haya generado al demandante tuvo origen en una actividad lícita de la 

administración, cual fue la expedición del Plan de Ordenamiento Territorial 

                                                           
55  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,  CP Mauricio 
Fajardo Gómez, 2013. Radicación número: 52001-23-31-000-1999-00959-01(26437) 
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por parte del Concejo Municipal de Pasto, adoptado mediante el Acuerdo 

007 del 30 de junio de 2000, lo que significa que el eventual daño tuvo 

como consecuencia directa una actuación legítima de la administración 

amparada por normas superiores, pero que, pese a esa legitimidad, el 

demandante habría soportado una carga excepcional o un sacrifico mayor 

que rompió la igualdad frente a las cargas públicas, cuyo resarcimiento es 

posible reclamarlo mediante el ejercicio de la acción de reparación directa. 

 

Y si bien jurisprudencialmente es clara la forma en la que deben 

reclamarse los perjuicios devenidos de la inutilidad de la Licencia, dado el 

desarrollo urbanístico, la ley colombiana debería procurar considerar los 

supuestos que eventualmente puedan generar daños a los administrados 

y a su vez, establecer de forma clara la forma en que las indemnizaciones 

deben ser tasadas, en especial, considerando que la actividad urbanística 

no inicia ni se limita a la Licencia.  

 

 De otra parte, Martín Valdivia56 plantea el debate que se  presenta con 

ocasión de la clasificación del suelo en el  ordenamiento español. Así, señala el 

autor que existe un desequilibrio entre el beneficio que recibe el propietario de 

                                                           
56  Martín Valdivia, Salvador María, Urbanismo y especulación: los patrimonios públicos del suelo. 
Madrid: Ed. Montecorvo, 1998. 
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terrenos que cercan los centros urbanos cuando se afectan para desarrollos 

urbanísticos frente a aquellos cuyo uso se limita a la agricultura, pues respecto de 

éstos se restringe el derecho a edificar (se discute si el ius edificandi hace parte o 

no del núcleo esencial del derecho de propiedad inmueble). Adicionalmente 

resalta la problemática que se presenta por la especulación sobre los precios del 

suelo. Situación en la que los mismos municipios participan, en cuanto que 

expropian predios, les asignan tratamientos urbanísticos más rentables, para 

proceder luego a venderlos con la obtención de una alta  rentabilidad. Montero 

Chiner57 señala que la simple calificación del suelo genera rentas ficticias que 

redundan en perjuicio de la ciudad. 

 

 En España se encuentran determinados los supuestos indemnizatorios en 

el artículo 35 de la Ley de Suelo que aprobó el Real Decreto Legislativo 2 de 2008, 

pues solo ante la lesión producida tendrá naturaleza de resarcimiento, en especial 

por la demora de los entes administrativos encargados. 

 

 

 

 

 

                                                           
57  Montoro  Chiner, Javier, “Urbanismo y vivienda”, en Estudios jurídicos sobre urbanismo, Centro 
de Estudios de Derecho y Ciencias Sociales – Cedecs, Barcelona, 1998, pp.105 y 
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3.4 Del procedimiento de expedición de la licencia urbanística Colombia vs 

España  caso particular ayuntamiento de Madrid 

 

 Colombia España (Madrid) 

Norma Decreto 1469 de 2010. 

 

Ordenanza Municipal de la 

Tramitación de Licencias 

Urbanísticas del 23 de diciembre 

de 2004, Madrid.  

 

 

Clasificación  1. Urbanización 

2. Construcción: 
Obra Nueva 
Ampliación 
Adecuación 
Modificación 
Restauración 
Demolición 
Cerramiento 
 

3. Parcelación. 
 

4. Subdivisión de 
predios. 
 

5. Intervención y 
ocupación del 

1. Parcelación 
2. Edificación 
3. Ampliación o 

reforma 
4. Las obras 

provisionales 
5. Demoliciones 
6. Cambio de 

objetivo 
7. Moviminetos 

de tierras 
8. Cerramientos 

de fincas 
9. Apertura de 

caminos 
10. Ubicación 

casas 
prefabricadas 
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espacio publico 
 

Documentos Artículo 21. . Toda solicitud de 

Licencia urbanística deberá 

acompañarse de los siguientes 

documentos: 

1. Copia del certificado de 

libertad y tradición del inmueble 

o inmuebles objeto de la 

solicitud, cuya fecha de 

expedición no sea superior a un 

mes antes de la fecha de la 

solicitud. Cuando el predio no 

se haya des englobado se 

podrá aportar el certificado del 

predio de mayor extensión. 

2. El formulario único nacional 

para la solicitud de licencias 

adoptado mediante la 

Resolución 0984 de 2005 del 

2. Las solicitudes contendrán los 

datos exigidos por la Ley de 

Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo 

Común para la iniciación de los 

procedimientos administrativos en 

cuanto a identificación del 

interesado, solicitud, lugar, fecha y 

firma, y órgano a quien se dirige, 

especificando, además, si se 

dispusiera, del número de teléfono, 

fax y dirección de correo 

electrónico donde poder enviar las 

comunicaciones o notificaciones. 

 

Además, el acto del uso del suelo, 

subsuelo o de la edificación. 
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Ministerio de Ambiente, 

Vivienda y Desarrollo Territorial 

o la norma que la adicione, 

modifique o sustituya, 

debidamente diligenciado por el 

solicitante. 

3. Copia del documento de 

identidad del solicitante cuando 

se trate de personas naturales 

o certificado de existencia y 

representación legal, cuya 

fecha de expedición no sea 

superior a un mes, cuando se 

trate de personas jurídicas. 

4. Poder o autorización 

debidamente otorgado, cuando 

se actúe mediante apoderado o 

mandatario, con presentación 

personal de quien lo otorgue. 
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5. Copia del documento o 

declaración privada del 

impuesto predial del último año 

en relación con el inmueble o 

inmuebles objeto de la solicitud, 

donde figure la nomenclatura 

alfanumérica o identificación del 

predio. Este requisito no se 

exigirá cuando exista otro 

documento oficial con base en 

el cual se pueda establecer la 

dirección del predio objeto de 

solicitud. 

6. La relación de la dirección de 

los predios colindantes al 

proyecto objeto de la solicitud. 

Se entiende por predios 

colindantes aquellos que tienen 

un lindero en común con el 

inmueble o inmuebles objeto de 
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solicitud de licencia. 

Este requisito no se exigirá 

cuando se trate de predios 

rodeados completamente por 

espacio público o ubicados en 

zonas rurales no suburbanas. 

 

Término Artículo 34. Término para 

resolver las solicitudes de 

licencias, sus modificaciones y 

revalidación de licencias. Los 

curadores urbanos y la entidad 

municipal o distrital encargada 

del estudio, trámite y expedición 

de las licencias, según el caso, 

tendrán un plazo máximo de 

cuarenta y cinco (45) días 

hábiles para resolver las 

solicitudes de licencias y de 

modificación de licencia vigente 

 Los servicios competentes 

dispondrán de un plazo de diez 

días para examinar la solicitud y la 

documentación aportada, y dentro 

del mismo informarán a los 

administrados de la fecha en que 

aquélla ha sido recibida, del plazo 

máximo normativamente 

establecido para la resolución y 

notificación del procedimiento, y de 

los efectos que pueda producir el 

silencio administrativo. 
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pronunciándose sobre su 

viabilidad, negación o 

desistimiento contados desde la 

fecha en que la solicitud haya 

sido radicada en legal y debida 

forma. Vencido este plazo sin 

que los curadores urbanos o las 

autoridades se hubieren 

pronunciado, se aplicará el 

silencio administrativo positivo 

en los términos solicitados pero 

en ningún caso en 

contravención de las normas 

urbanísticas y de edificación 

vigentes, quedando obligadas 

la autoridad municipal o distrital 

competente o el curador 

urbano, a expedir las 

constancias y certificaciones 

que se requieran para 

evidenciar la aprobación del 
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proyecto presentado. 

Efectos  Artículo 36. Efectos de la 

licencia. De conformidad con lo 

dispuesto en el literal a) del 

artículo 5° del Decreto-ley 151 

de 1998, el otorgamiento de la 

licencia determinará la 

adquisición de los derechos de 

construcción y desarrollo, ya 

sea parcelando, urbanizando o 

construyendo en los predios 

objeto de la misma en los 

términos y condiciones 

expresados en la respectiva 

licencia. 

La expedición de licencias no 

conlleva pronunciamiento 

alguno acerca de la titularidad 

de derechos reales ni de la 

posesión sobre el inmueble o 

En esencia, se adquiere el derecho a 

realizar las obras de edificación 

por la obtención de la licencia y cesa 

 Por caducidad de ésta. 

 

De igual forma, al finalizar la 

edificación de la obra se adquiere 

el derecho al uso de la edificación, 

que incorpora al patrimonio la 

edificación una 

vez ejecutada ésta, con arreglo a 

la licencia y ajustada a la ordenación 

 En vigor. 

 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Patrimonio
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inmuebles objeto de ella. Las 

licencias recaen sobre uno o 

más predios y/o inmuebles y 

producen todos sus efectos aún 

cuando sean enajenados. Para 

el efecto, se tendrá por titular 

de la licencia, a quien esté 

registrado como propietario en 

el certificado de tradición y 

libertad del predio o inmueble, o 

al poseedor solicitante en los 

casos de licencia de 

construcción. 

En el caso que el predio objeto 

de la licencia sea enajenado, no 

se requerirá adelantar ningún 

trámite de actualización del 

titular. No obstante, si el nuevo 

propietario así lo solicitare, 

dicha actuación no generará 
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expensa a favor del curador 

urbano. 

 

Contenido  Artículo 38. Contenido de la 

licencia. La licencia se adoptará 

mediante acto administrativo de 

carácter particular y concreto y 

contendrá por lo menos: 

1. Número secuencial de la 

licencia y su fecha de 

expedición. 

2. Tipo de licencia y modalidad. 

3. Vigencia. 

4. Nombre e identificación del 

titular de la licencia, al igual que 

del urbanizador o del 

constructor responsable. 

En la distribución habrá que tener 

en cuenta las dimensiones 

mínimas requeridas para uso 

querido (superficie, ventilación, 

aberturas, puertas, chimeneas, 

instalaciones, etc). Para el uso 

vivienda, las dimensiones están 

establecidas según normativa de 

la comunidad autónoma. 

Se tiene que justificar el 

cumplimiento de prestaciones re

queridas a 

los materiales y estructuras, 

como las definidas en Código 

Técnico de la Edificación. Para 

justificar las prestaciones se 

realizan cálculos, y empresas 
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5. Datos del predio: 

a) Folio de matrícula 

inmobiliaria del predio o del de 

mayor extensión del que este 

forme parte; 

b) Dirección o ubicación del 

predio con plano de 

localización. 

6. Descripción de las 

características básicas del 

proyecto aprobado, 

identificando cuando menos: 

uso, área del lote, área 

construida, número de pisos, 

número de unidades privadas 

aprobadas, estacionamientos, 

índices de ocupación y de 

construcción. 

7. Planos impresos aprobados 

productoras de materiales 

suministran certificados. En el 

caso de materiales que no son 

“productos” como la paja y la 

tierra, los técnicos (arquitecto y 

arquitecto técnico) pueden 

justificar las prestaciones 

utilizando referencias de 

ensayos realizados en otros 

países así como experiencia y 

estudios propios. 

- See more at: 

http://www.mimbrea.com/la-

autoconstruccion-en-espana-

2/#sthash.Vr6NMn2b.dpuf 
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por el curador urbano o la 

autoridad municipal o distrital 

competente para expedir 

licencias. 

8. Constancia que se trata de 

vivienda de interés social 

cuando la licencia incluya este 

tipo de vivienda. 

Parágrafo. En caso que sea 

viable la expedición de la 

licencia, el interesado deberá 

proporcionar dos (2) copias en 

medio impreso de los planos y 

demás estudios que hacen 

parte de la licencia, para que 

sean firmados por la autoridad 

competente en el momento de 

expedir el correspondiente acto 

administrativo. 
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Si las copias no se aportan el 

curador urbano o la autoridad 

municipal o distrital encargada 

del estudio, trámite y expedición 

de la licencia podrá reproducir a 

costa del titular dos (2) copias 

impresas de los planos y demás 

estudios que hacen parte de la 

licencia. 

Un juego de copias se 

entregará al titular de la licencia 

con el acto administrativo que 

resuelva la solicitud, la otra 

copia irá para el archivo y los 

originales de la licencia se 

entregarán a la autoridad 

municipal o distrital competente 

encargada del archivo y 

custodia de estos documentos. 
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Vigencia  Artículo 47. Vigencia de las 

licencias. Las licencias de 

urbanización, parcelación y 

construcción, tendrán una 

vigencia de veinticuatro (24) 

meses prorrogables por una 

sola vez por un plazo adicional 

de doce (12) meses, contados a 

partir de la fecha en que 

queden en firme los actos 

administrativos por medio de 

los cuales fueron otorgadas. 

Cuando en un mismo acto se 

conceda licencia de 

urbanización y construcción, 

estas tendrán una vigencia de 

treinta y seis (36) meses 

prorrogables por un período 

adicional de doce (12) meses, 

contados a partir de la fecha en 

Eficacia temporal y caducidad de 

la licencia urbanística. 1. Las 

licencias urbanísticas se otorgarán 

por un plazo determinado tanto 

para iniciar como para terminar los 

actos amparados por ella. En caso 

de que no se determine 

expresamente, así como en los 

casos en que la licencia deba 

entenderse otorgada por silencio 

administrativo, se entenderán 

otorgadas bajo la condición legal 

de la observancia de un año para 

iniciar las obras y de tres años 

para la terminación de éstas. ART 

22 2. El Ayuntamiento podrá 

conceder prórrogas de los 

referidos plazos de la licencia por 

una sola vez y por un nuevo plazo 

no superior al inicialmente 

acordado, previa solicitud expresa 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

189 

 

que quede en firme el acto 

administrativo mediante el cual 

se otorgan las respectivas 

licencias. 

 

formulada antes de la conclusión 

de los plazos determinados, en los 

términos señalados en el artículo 

173.2 de la Ley 7/2002, de 17 de 

diciembre. La obtención de 

prórroga del plazo para comenzar 

las obras no comporta, por sí 

misma, prórroga del plazo de 

terminación de aquéllas. ART 22 3. 

Los plazos para la iniciación y 

finalización de las obras se 

computarán desde el día siguiente 

al de la notificación al solicitante 

del otorgamiento de la licencia o, 

en su defecto, al del vencimiento 

del plazo máximo para resolver y 

notificar. ART 22 4. Las licencias 

caducarán en los siguientes 

supuestos: a) Cuando no se 

hubiera iniciado la ejecución de las 

actuaciones amparadas por las 
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mismas en el plazo señalado, o en 

su defecto, en el de un año, salvo 

causa no imputable al titular de la 

licencia. b) Cuando no se finalicen 

las actuaciones en el plazo 

señalado o, en su defecto, en el de 

tres años, salvo causa no 

imputable al titular de la licencia. 5. 

El órgano competente para otorgar 

la licencia declarará, de oficio o a 

instancia de cualquier persona, la 

caducidad de la misma, una vez 

transcurridos e incumplidos 

cualesquiera de los plazos, salvo 

causa no imputable al titular de la 

licencia. Iniciado el procedimiento 

dirigido a declarar la caducidad, se 

podrá ordenar como medida 

provisional la paralización de los 

actos amparados por la licencia. 

La declaración de caducidad 
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deberá dictarse previa audiencia 

de los interesados durante un 

plazo de quince días, y deberá 

notificarse en el plazo de tres 

meses a contar desde el inicio del 

procedimiento. En el supuesto de 

que la notificación no se llevara a 

cabo en el referido plazo, quedará 

sin efecto la medida provisional de 

paralización de las obras que, en 

su caso, se hubiere adoptado y 

habrá de procederse al archivo del 

procedimiento de caducidad. ART 

22 6. La declaración de caducidad 

extinguirá los efectos de la 

licencia. Una vez notificada la 

declaración de caducidad, para 

comenzar o terminar los actos de 

uso del suelo para los que fue 

concedida, será preciso solicitar y 

obtener una nueva licencia 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

192 

 

urbanística. En tanto no sea 

otorgada, no podrán realizarse 

más obras que las estrictamente 

necesarias para garantizar la 

seguridad de las personas y 

bienes y el valor de lo ya realizado, 

previa autorización u orden del 

Ayuntamiento. Con estas 

salvedades, las actuaciones 

urbanísticas realizadas después 

de haberse declarado la caducidad 

de la licencia se considerarán 

como no autorizadas, y darán 

lugar a la adopción de las medidas 

de disciplina urbanística que 

fueran necesarias. ART 22 
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CONCLUSIONES 

 

 

De las Generalidades 

 

Es dado colegir que las autoridades urbanísticas en Colombia son los Municipios, 

Distritos especiales y el Distrito capital, el Departamento especial de San Andrés y 

Providencia y los Curadores58, siendo estos últimos la principal autoridad 

urbanística en la mayoría del territorio colombiano. En el caso español, la actividad 

urbanizadora esa en cabeza de los ayuntamientos. 

 

En lo que respecta al concepto de licencia, se concluye que tanto para la 

legislación colombiana como para la española, es la autorización por medio de la 

cual la administración permite de forma previa adelantar obras de urbanización y 

parcelación de predios, de construcción y demolición de edificaciones, de 

intervención y ocupación del espacio público, y para realizar el loteo o subdivisión 

de predios, expedida por el curador urbano o la autoridad municipal competente, 

en cumplimiento de las normas urbanísticas. 

 

 

                                                           
58 Decreto 1469 del 30 de abril de 2010 
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En Colombia, la licencia urbanística se otorga, especialmente, de conformidad con 

el Plan de Ordenamiento Territorial (POT) del lugar en el cual se pretende realizar 

la actividad urbanizadora, mientras que en España deberán ser otorgadas de 

conformidad con los principios y normas generales de Ley de Suelos Española, 

LDS 2 del 2007, de igual forma, en los dos países, es necesario  que la 

expedición, más allá de tener en cuenta las normas urbanísticas, debe considerar 

estrictamente las disposiciones ambientales aplicables al predio o sector en el cual 

se pretende desplegar la actividad, que si bien no es objeto del presente escrito, 

es necesario que sea considerado al momento de estudiar las licencias 

urbanísticas.  

 

Finalmente, podemos concluir que de conformidad con la legislación actual, quien 

ha recurrido a la administración para que le sea autorizado el ejercicio de su 

derecho a edificar, y posteriormente ha visto menoscabado la oportunidad 

legítimamente soportada en la confianza depositada en la administración, o el 

menoscabo del derecho adquirido a través de la licencia otorgada y que ha 

quedado inservible ante el cambio normativo, se ve en la obligación de recurrir a la 

jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en ejercicio del medio de control de 

Reparación Directa para obtener la debida compensación por los perjuicios 

causados. Lo anterior, visto en paralelo con la legislación española, resulta en un 



            

 

 

COMPENDIO HISTÓRICO  LEGAL DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  Y/O  DE CONSTRUCCIÓN. 

 

195 

 

desgaste innecesario de la administración, el aparato jurisdiccional y el 

administrado. 

 

Considerando lo anterior, es dado concluir que en Colombia es necesario legislar 

sobre el asunto, pues más allá del hecho  de que la actividad urbanística en 

nuestro país representa uno de los estandarte de la economía, el fortalecimiento 

de la confianza en el campo de la construcción generaría beneficios a largo plazo. 

Legislar sobre el tema no suena descabellado dadas las actuales tendencias  

encaminadas a la protección de la administración, pues no se vería sometida al 

arbitrio del juez contencioso, sino que dicha compensación estaría legalmente 

limitada y encaminada a la eficiencia del sistema y la descongestión judicial. 

 

Establecer postulados indemnizatorios en Colombia, al mejor estilo europeo, 

situación que no es ajena a nuestra legislación, en donde se prevean situaciones 

concretas, ya sea el cambio del POT, la designación de una zona como de reserva 

forestal o la declaración de un inmueble como de interés cultural, todo posterior al 

inicio del trámite de la licencia, y los parámetros económicos que debe considerar 

la autoridad ante la cual se inició el trámite de la licencia para el reconocimiento de 

los perjuicios causados, resultaría  en un avance de importantes proporciones. 
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En esencia, los postulados deben considerar, en el aspecto temporal,  cualquier 

hecho antijurídico que menoscabe las expectativas del constructor, las cuales 

deben haber sido legítimamente generadas y soportadas en la confianza legítima, 

desde el momento en que este inicia el trámite para la expedición, un segundo 

momento, el cual estaría limitado a la expedición de la licencia y el momento 

previo al inicio de la construcción, y una etapa final que iría hasta la terminación de 

la obra.  Todo se plantea bajo el entendido  de que la actividad de construcción no 

se limita al hecho de la simple edificación, sino que conlleva, inclusive antes del 

inicio del trámite administrativo, grandes inversiones monetarias que involucra, en 

mayoría de los casos, a muchos interesados, dineros que ante la imposibilidad de 

construir se transforman en pérdidas que actualmente deben ser sometidas al 

arbitrio del juez contencioso.  

 

La construcción en Colombia es un gran motor del desarrollo y de generación de 

empleo en el 2014 su porcentaje en el PIB59 fue de 12,7 y que cada día se aumenta el 

número de licencias urbanísticas que solicita el administrado se hace de vital importancia .  

 

 

Como se analizó en los Resultados,  el derecho particular cede ante el interés 

general o colectivo, siendo así que algunas normas por su contenido social, 

                                                           
59 PIB: Producto Interno Bruto 
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público o ambiental pueden generar revocatorias de las licencias urbanísticas 

aprobadas en norma anterior.  No obstante,  tal decisión, conlleva el 

reconocimiento de perjuicios, como lo establece el  Consejo de Estado60  

 

“… la jurisprudencia colombiana empezó a admitir la hipótesis de que un 

acto legalmente expedido pudiera causar daños y que tales daños 

pudieran ser objeto de reparación por rompimiento del principio de 

igualdad ante las cargas públicas.   

“Por lo que hace a la violación de éste principio, es necesario entender, 

ante todo, que el mismo es un resultado colateral, residual de una 

actuación de la Administración orientada a cumplir su misión del servicio 

público, que se traduce en un perjuicio que pone en una situación de 

desequilibrio ante las cargas públicas a la víctima o víctimas del mismo, es 

decir, cuando un administrado soporta las cargas que pesan sobre los 

demás, nada puede reclamar al Estado; pero si en un momento dado debe 

soportar individualmente una carga anormal y excepcional, esa carga 

constituye un daño especial que la Administración debe indemnizar.61 

 

                                                           
60  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,  CP Mauricio 
Fajardo Gómez, 2013. Radicación número: 52001-23-31-000-1999-00959-01(26437) 
61 Cita textual del fallo:  Martínez R.  Libardo  “Derecho Administrativo General y Colombiano”. 
Décimo Tercera Edición. Edt. Temis. Bogotá. 2002. 
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“Ha dicho la Corporación, que responde el Estado a pesar de la legalidad 

total de su actuación, de manera excepcional y por equidad, cuando al 

obrar de tal modo, en beneficio de la comunidad, por razón de las 

circunstancias de hecho en que tal actividad se desarrolla, causa al 

administrado un daño especial, anormal, considerable, superior al que 

normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial 

naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiéndose así la 

igualdad de los mismos frente a las cargas públicas, o la equidad que 

debe reinar ante los sacrificios que importa para los administrados la 

existencia del Estado.62 

 

 Así las cosas, se ha abierto una oportunidad para el constructor o 

urbanizador que pudiere resultar lesionado por la revocatoria de la licencia, como 

se desprende del siguiente texto:  

 

“… para la Sala es incuestionable que el perjuicio que eventualmente se le 

haya generado al demandante tuvo origen en una actividad lícita de la 

administración, ….que significa que el eventual daño tuvo como consecuencia 

directa una actuación legítima de la administración amparada por normas 

superiores, pero que, pese a esa legitimidad, el demandante habría soportado 

                                                           
 
62 Cita textual del fallo: Consejo de Estado, Sentencia de 28 de octubre de 1976, Exp. 1482. 
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una carga excepcional o un sacrifico mayor que rompió la igualdad frente a las 

cargas públicas, cuyo resarcimiento es posible reclamarlo mediante el ejercicio 

de la acción de reparación directa. 

 

“Se recuerda que la responsabilidad extracontractual no sólo puede 

provenir de hechos, omisiones, operaciones administrativas materiales, 

ocupación permanente o temporal por trabajos públicos, también puede 

provenir de la declaración administrativa o judicial de la ilegalidad de los 

actos, revocatoria o nulidad, respectivamente; pues esas declaratorias 

reconocen la anomalía administrativa. 

En efecto, como lo ha expuesto la jurisprudencia, se tiene que solo es 

indemnizable el daño antijurídico y que dicha “calificación se obtiene de 

constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el deber 

de soportarlo’63 es posible afirmar que el daño causado por un acto 

administrativo cobijado por la presunción de legalidad no es antijurídico sino en 

el momento en que la administración reconoce que el acto es ilegal, lo retira del 

ordenamiento jurídico y, por lo mismo, desaparece el deber de los 

administrados de soportarlo.   

                                                           
63 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 27 de enero de 2000, Exp. No. 10867, M.P. 
Alier Eduardo Hernández Enríquez. 
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“En conclusión, es procedente la acción de reparación directa para 

obtener la indemnización de perjuicios causados por un acto 

administrativo que ha sido revocado por la administración. 

Así las cosas, el derecho colombiano en materia urbanística, se equipara 

en parte al derecho español respecto  de los supuestos indemnizatorios, en 

particular de la revocatoria de la licencia de construcción, pero  habrá que ver si 

los encargados de administrar el proceso de aprobación y el competente de 

revocarlas por razones fundadas y acordes con la ley,   conocen el fondo de la  

jurisprudencia para su cabal aplicación respecto de las licencias de urbanismo 

y/o de construcción.  

        Según Gleison Pineda Castro (2009),  El poder del derecho urbanístico en la 

asignación de contenidos a los cuatro elementos estructurales de la propiedad 

privada”. El legislador puede entonces, imponer a los propietarios la obligación de 

atender los procesos de planeación y gestión urbanística, condicionando la 

garantía de su derecho (el de propiedad) al cumplimiento de la función social, esto 

es, a desarrollar y usar sus predios de acuerdo con la planeación de la ciudad y; 

para la efectividad de sus mandatos puede establecer procedimientos 

administrativos especiales. 

 

        De conformidad con lo anterior, el legislador ha dispuesto que el 

ordenamiento de las ciudades, sus magnitudes, y su configuración no sean, en 
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absoluto asuntos de naturaleza  privada sino de eminente proyección pública en el 

sentido de que no pertenezcan al arbitrio exclusivo de los intereses abstractos y 

subjetivos de los propietarios del suelo. 

 

      Ahora, la reglamentación proviene mas de las altas cortes, como de la Corte 

Constitucional alrededor de la relación entre el derecho de propiedad y el derecho 

urbanístico. Aquí la Corte establece que la función social constituye un elemento 

estructural de la propiedad privada en tanto que, el interés social y el interés 

individual contribuyen a conferirle contenido y alcance. El contenido social la 

condiciona a la realización de las funciones y fines que le asigne el legislador para 

la obtención de relaciones sociales más equitativas. La función social de la 

propiedad no conlleva al sometimiento de la propiedad urbana a las atribuciones 

discrecionales de las autoridades municipales, sino que impone al titular el deber 

de usarlos conforme a los planes urbanísticos locales, que a la vez deben ser 

desarrollo administrativo de la ley, de manera que pueden apuntar a la supresión 

de ciertas facultades o, a su ejercicio condicionado u obligado de ellas (por 

ejemplo el usus, facultad esencial derivada de la propiedad, puede verse 

subordinado a la determinación del planeamiento urbano). 

 

 No obstante, también ha señalado la Corte que la propiedad sólo puede 

ser limitada en atención a la función pública, lo cual puede ocurrir por motivos 
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de salubridad, urbanismo, conservación ambiental, seguridad, etc. Conforme a 

ésta premisa,  el derecho constitucional de la propiedad, no es un derecho 

absoluto,  lo cual crea cierta desconfianza en los urbanizadores, si se tiene en 

cuenta, las limitaciones de que habla la Corte Constitucional cuando protege 

mas la función social “en aras de la ordenación y el desarrollo equilibrado de las 

ciudades, especialmente en lo que respecta a los usos del suelo: hacen parte 

del núcleo esencial de la propiedad sobre los predios urbanos”64, aquí advierte 

que el núcleo esencial del derecho de propiedad está integrado por los atributos 

de goce y disposición,  “en modo alguno se afecta por las limitaciones 

originadas en la ley y el derecho ajeno pues, contrario sensu, ellas corroboran 

las posibilidades de restringirlo, derivadas de su misma naturaleza, pues todo 

derecho tiene que armonizarse con las demás que con él coexisten, o del 

derecho objetivo que tiene en la Constitución su instancia suprema.65 

 

 

 

 

 

                                                           
64  Corte Constitucional, sentencia T-422 del 6 de octubre de 1993, magistrado ponente Eduardo 
Cifuentes Muñoz. 
65  Gleison Pineda Castro,  “”l poder del derecho urbanístico en la  asignación de contenidos a los 
cuatro elementos  estructurales de la propiedad privada”,  Bogotá, 2009. P.  33 y ss 
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